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Introducción


 En la segunda parte de la X Legislatura (2011-2015) se publicó un importe conjunto de leyes bajo la iniciativa del Ministerio de Justicia. Leyes todas de gran calado.

Entre ellas, la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica en materia civil, casi ha pasado desapercibida pese a ser una muy importante norma.

La Ley se publica con una demora incomprensible de quince años desde el mandato de su elaboración y publicación realizado por la Disposición Final vigésima de la ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Por ello, puede entenderse que colma una importante laguna, inexcusable por su importancia en el marco de la litigación internacional y de las relaciones globalizadas, en el que carecía España hasta ahora de normativa sistemática al respecto.

El contexto en el que se publica, es por tanto, la internacionalidad creciente de las relaciones comerciales, familiares o personales, litigiosas o no, civiles y comerciales en sentido amplio, así como la puesta en valor de los aspectos extrajudiciales, coherente con la labor de modernización de la Justicia que se lleva a efecto en los últimos años. Busca una articulación de la seguridad jurídica extrajudicial internacional, como se encarga de destacar ya su Preámbulo al recordar que aborda el ámbito extrajudicial en cuanto representa la normalidad de las relaciones jurídicas económicas y familiares.

La Ley es general, respecto a la normativa especial nacional; subsidiaria, respecto a la normativa Europea, –sobre la cual bien podría sistematizado su implementación en España, o Convencional. Es, además, una ley básica en relación a la normativa internacional, como la actuación de funcionarios internacionales y está limitada al ámbito civil y mercantil. Parámetros que no impedirán que en la práctica presente un amplio ámbito de aplicación.

Desde otra perspectiva, la ley 29/2015 parte de un concepto amplio o expansivo de la cooperación jurídica internacional, –por ejemplo, regulando el reconocimiento o ejecución–. Sin embargo, no es, ni pretende ser, una ley general del Derecho internacional privado español. Por esta razón no regula la ley aplicable; los conceptos generales precisos para la aplicación del Derecho extranjero o el Derecho interregional. Tampoco abarca la competencia jurisdiccional internacional tradicionalmente incluida en la Ley orgánica del Poder Judicial.

Con esta presentación, puede el lector comprender la complejidad de la ley y la necesidad de su correcta interpretación y aplicación.

A ello se dirige esta obra. Para su análisis práctico, se han reunido los principales especialistas en la materia, desde perspectivas diversas y al más alto nivel: magistrados, profesores, funcionarios especialistas, abogados, notarios y registradores.

Un lujo contar con ellos.

Ana Fernández-Tresguerres
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Preámbulo


 I, II y III




I

La presente Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil da cumplimiento a un mandato ya contenido en la disposición final vigésima de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y, de hecho, pendiente desde la promulgación de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el año 1985, colmando así la imperiosa necesidad de dotar a España de una regulación moderna sobre la cooperación jurídica internacional en materia civil.

Dentro de un complejo marco de relaciones internacionales con numerosos tratados y acuerdos internacionales en vigor, y numerosas disposiciones de la Unión Europea una Ley de cooperación jurídica internacional interna debe tener un carácter subsidiario. Dicho carácter se pone de manifiesto en el artículo 2.a) que, en virtud del principio de primacía del Derecho de la Unión, da prioridad a la aplicación en esta materia de las normas de la Unión Europea y de los tratados y acuerdos internacionales en los que España sea parte. El principio de especialidad viene reflejado en el artículo 2.b) que permite la prioridad de normas sectoriales específicas como las contenidas en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, en la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional, en la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, y en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, tras su modificación por la Ley 3/2014, de 27 de marzo. En este marco, es claro que un instrumento como el presente aporta seguridad jurídica y certidumbre añadidas al área de la cooperación jurídica internacional.

El marco objetivo de la presente ley debe ser limitado. No se abordan por lo tanto en esta ley, por referencia a normativas sectoriales más específicas y dado el carácter de marco general de la presente norma, por ejemplo, la regulación de actos de cooperación para facilitar la presentación de demandas, procesos concursales extranjeros, asistencia jurídica gratuita internacional, solicitudes de obtención de alimentos o sustracción internacional de menores, en cuanto son materias que tienen un mejor encaje en normativa legal específica y especializada, y ello sin perjuicio de aplicar a tales materias la presente normativa con carácter subsidiario.

Lo mismo ha de decirse de las normas que regulan las funciones auxiliares a la Administración de Justicia de los funcionarios diplomáticos y consulares de carrera o por otras personas legalmente autorizadas. Se ha podido aprovechar la presente ley para aclarar las competencias de los funcionarios españoles y las condiciones del ejercicio de tales competencias, tanto por funcionarios españoles en el extranjero como por agentes extranjeros en España, pero el carácter básico y su marco general permiten remitir a una legislación especial y más detallada estos aspectos.

Tampoco las demandas contra Estados que pudieran encajar en casos admisibles por la Convención de Naciones Unidas de 2 de diciembre de 2004, sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes, ratificada por España el 21 de septiembre de 2011, son objeto de un desarrollo procesal específico en esta ley, más allá de clarificar qué hacer en supuestos de emplazamientos y notificaciones judiciales dirigidos contra Estados extranjeros.

El concepto de cooperación jurídica internacional se utiliza de forma muy amplia en esta ley, lo que permite incluir materias que como la litispendencia y la conexidad internacionales, el reconocimiento y ejecución de sentencias o la información y prueba del Derecho extranjero, en sentido estricto, son ajenas al concepto indicado y que tradicionalmente se han regulado en otros cuerpos normativos, como la Ley de Enjuiciamiento Civil o la Ley Orgánica del Poder Judicial.






II

La presente ley se aplica en materia civil y mercantil con independencia de la naturaleza del órgano jurisdiccional, incluyendo la responsabilidad civil derivada de delito y los contratos de trabajo, y parte de un principio general favorable al desarrollo amplio de la cooperación jurídica internacional, incluso en ausencia de reciprocidad, pero con la posibilidad de denegación de la cooperación jurídica internacional cuando exista denegación reiterada de cooperación o prohibición legal de prestarla. Se priman así los intereses de la ciudadanía en ver asegurados y protegidos sus derechos, incluido el derecho a la tutela judicial efectiva, con independencia de la actitud más o menos colaborativa de determinados Estados, lo que no ha de obstar nunca al ofrecimiento de reciprocidad como buena práctica. Estas premisas asumen, así, la obligación general de cooperación que emana del Derecho Internacional general.

A la vista de la importancia que en el mundo de la cooperación jurídica internacional tienen y tendrán las comunicaciones judiciales directas, la ley opta por habilitar a todos los órganos jurisdiccionales españoles para comunicarse sin intermediación con órganos jurisdiccionales de otros Estados dentro de los límites marcados por el respeto a los ordenamientos jurídicos de ambos Estados y a la independencia judicial. La existencia de normativa que forma parte de nuestro ordenamiento jurídico y que articula la posibilidad de comunicaciones judiciales directas, caso de los artículos 11(6), (7) y 15 del Reglamento (CE) n.o 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) n.o 1347/2000, y de los artículos 8, 9 y 31 del Convenio de La Haya, de 19 de octubre de 1996, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y la cooperación en materia de responsabilidad parental y de medidas de protección de los niños, por ejemplo, hace que deba ya proveerse de base normativa habilitante, aun genérica, a las comunicaciones judiciales directas. La actualidad de la materia se manifiesta en la publicación por la Conferencia de La Haya de la Guía Emergente respecto al desarrollo de la Red Internacional de Jueces de la Conferencia de La Haya y Principios Generales para las comunicaciones judiciales, incluidas las salvaguardas comúnmente aceptadas en casos específicos, dentro del contexto de la Red Internacional de Jueces de la Conferencia de La Haya.






III

El título I de la ley regula el régimen general de la cooperación jurídica internacional y se aplica a las solicitudes de cooperación jurídica en materia de notificación y traslado de documentos judiciales y extrajudiciales y respecto a la obtención y práctica de la prueba. Como respuesta a la complejidad técnica actual inherente a la cooperación jurídica internacional, se designa al Ministerio de Justicia como autoridad central española. Este útil principio de concentración ya existe en la normativa española interna y así, por ejemplo, la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, configura, por razones similares, a la Oficina Central del Registro, como la autoridad encargada en materia de cooperación internacional en todas aquellas materias sometidas a tal ley. Las funciones del Ministerio de Justicia como autoridad central vienen descritas en el artículo 8 de la ley y coinciden en gran medida con las que se le atribuyen en virtud de tratados y acuerdos internacionales y las normas de la Unión Europea, y han de facilitar la cooperación jurídica internacional tanto si la requiere una autoridad española como si es española la autoridad requerida.

En el campo de la cooperación jurídica internacional en materia civil, la presente ley viene a llenar un vacío interno derivado de la ausencia en España de un régimen legal común en este sector, aplicable tanto a los actos de comunicación de documentos judiciales y extrajudiciales como a la práctica y obtención de pruebas, con la idea de que un régimen general de la cooperación jurídica internacional debe diseñarse como un medio efectivo para facilitar la tarea a los órganos jurisdiccionales en su función de administrar justicia, permitiéndose así la efectividad en el plano internacional de la tutela judicial efectiva.

El vigente régimen común interno de la cooperación jurídica internacional viene dado por las previsiones del artículo 177 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por los artículos 276 a 278 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por las previsiones del capítulo II del título IV del Acuerdo de 15 de septiembre de 2005, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales (artículos 74 al 80).

La presente ley integra y detalla, con las adaptaciones precisas, la indicada normativa, y pasa así a cubrir de forma efectiva la remisión legislativa que hace el artículo 177 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, dedicado a la cooperación judicial internacional, a la legislación interna que resulte aplicable en defecto de normas de la Unión Europea y de tratados internacionales que resultasen de aplicación para la práctica de actuaciones judiciales en el extranjero y para cuando las autoridades judiciales extranjeras soliciten la cooperación de los órganos jurisdiccionales españoles.

Esta ley mejora la situación anterior que se apoyaba en el artículo 276 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para los casos de asistencia judicial activa solicitada por órganos jurisdiccionales españoles y en los artículos 277 y 278 de la misma ley para los casos de asistencia judicial pasiva solicitada por órganos jurisdiccionales extranjeros, y llena un vacío legal hace años demandado.

Las normas contenidas en el capítulo I del título I son comunes a la cooperación jurídica en el ámbito de las notificaciones y la obtención de pruebas. En ellas se describen las vías de transmisión, cuya elección en el caso concreto dependerá, en definitiva, de lo dispuesto en la legislación del Estado extranjero requerido o requirente, y se establece el contenido mínimo de las solicitudes respecto de las cuales la autoridad central española comprobará que reúnen el contenido y los requisitos fijados legalmente, de modo tal que, cuando la solicitud no reúna los requisitos previstos en el artículo 10, se devolverá a la autoridad requirente, indicando los motivos concretos de la devolución. La ley igualmente se ocupa del idioma y la tramitación, que varía según sean requeridas autoridades españolas o extranjeras, y se especifica que las solicitudes dirigidas a autoridades españolas se ejecutarán conforme a las normas procesales españolas y que solo excepcionalmente y a petición de la autoridad extranjera se aceptarán procedimientos especiales, siempre que sean compatibles con la legislación española y resulten practicables. También se detallan los motivos de denegación, estipulándose además que habrá de dictarse resolución motivada por la que se deniegue la ejecución de la solicitud.

La ley se ocupa de la ejecución en el extranjero de diligencias procesales por funcionarios consulares y diplomáticos españoles y aborda cuestiones accesorias a la cooperación jurídica internacional, permitiendo el uso de cualesquiera medios tecnológicos que resulten adecuados para la práctica de las diligencias de cooperación, especificando que los gastos serán a cargo de la autoridad requirente quien podrá, en su caso, repercutirlos en la parte a cuya instancia se realice la solicitud de cooperación jurídica internacional. La autoridad central española en ningún caso asumirá gasto alguno derivado de las solicitudes de cooperación que reciba, y podrá solicitar una provisión de fondos si la autoridad extranjera con la que coopere le exigiere algún pago vinculado a la solicitud.



1.  NECESIDAD DE ESTA LEY

El ordenamiento jurídico español carecía, hasta la promulgación de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de una norma que sistematizara los diversos aspectos de la cooperación jurídica internacional en materia civil. Son numerosas las normas tanto de Derecho de la Unión Europea como a nivel internacional que abordan diversos aspectos que afectan a esta materia, pero la necesidad de contar con un texto que colmase las lagunas existentes y dotase de coherencia interna a todo el sistema fue el motivo determinante para poner en marcha este proyecto. La Ley orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial había abordado esta cuestión desde la óptica de la cooperación en el ámbito estrictamente judicial (arts. 276-278). Así el Pleno del Consejo General del Poder Judicial (en adelante, CGPJ) aprobó el Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales. En el año 2000, con la promulgación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y aunque se regularon algunos aspectos de la cooperación judicial civil (arts. 144 y 177) el legislador español consideró que había llegado el momento de regular esta cuestión, concediendo para ello al Gobierno un plazo de seis meses para que presentara a las Cortes un proyecto de ley. Tendrían que pasar casi quince años para que este anteproyecto finalmente se presentara por el Gobierno el 4 de julio de 2014 (1) .

Por ello, la memoria del análisis del impacto normativo que acompañaba al anteproyecto de ley, al abordar la cuestión de la oportunidad de la propuesta, señalaba que responde a la necesidad de dar solución a los complejos problemas de técnica jurídica que se suscitan en el ámbito de las relaciones internacionales mediante una correcta y eficiente administración de justicia. (…) Responde también al mandato contenido en la Disposición Final 20.ª de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil que dispuso que en el plazo de seis meses el Gobierno remitiría un proyecto de ley de Cooperación Internacional que viniese a completar la regulación insuficiente en algunos aspectos y obsoleta en otros, que provoca un coste social importante, como sucede en materia de embargos y notificaciones internacionales y, especialmente en cuanto al régimen del exequátur previsto en la antigua LEC. Por otra parte, al enumerar los objetivos que se persiguen, la memoria se refiere a los siete siguientes: profundizar en la cooperación judicial civil internacional; establecer un régimen legal común de asistencia judicial internacional, llenando el vacío legal existente; aportar seguridad jurídica y certidumbre al área de la cooperación jurídica internacional, tutelando los derechos de los ciudadanos; proveer de base normativa habilitante a las comunicaciones judiciales directas; regular las funciones de la Autoridad Central española; regular el exequátur y definir criterios adecuados en materia de conexidad.

De todo ello se hace eco el preámbulo de la norma que comienza precisamente destacando que la presente ley da cumplimiento al mandato contenido en la LEC, colmando así la imperiosa necesidad de dotar a España de una regulación moderna sobre la cooperación jurídica internacional en materia civil.

Como destacó el CGPJ en su informe de 30 de septiembre de 2014 al anteproyecto de ley una ley de cooperación jurídica internacional como la proyectada obedece a una necesidad imperiosa, pues la falta de un entramado legislativo adecuado impide a los jueces y tribunales enfrentarse a los cada vez más numerosos y complejos asuntos internacionales que se les plantean, con la seguridad y eficacia que requiere la prestación de un servicio público esencial como el de la Administración de Justicia.

2.  PRINCIPIOS BÁSICOS

2.1.  Principio de subsidiariedad: un sistema completo de fuentes

Después de indicar la necesidad a la que obedece la promulgación de la presente ley, su preámbulo destaca una de las características más importantes de la misma, su carácter subsidiario, y lo hace justificándolo de la siguientes forma: dentro de un complejo marco de relaciones internacionales con numerosos tratados y acuerdos internacionales en vigor, y numerosas disposiciones de la Unión Europea una ley de cooperación jurídica internacional interna debe tener un carácter subsidiario.

En su artículo 2 la ley predica su carácter subsidiario respecto de dos grupos distintos de normas: de un lado, las normas de la Unión Europea y los tratados internacionales en los que España sea parte (art. 2 a) y, de otro, las normas especiales del Derecho interno (art. 2 b). Respecto del primer grupo de normas opera, por una parte, el principio de primacía del Derecho de la Unión Europea sobre los Derechos internos de los Estados miembros, principio consagrado desde la sentencia Costa/ ENEL de 1964 (2)  del TJUE, y por otra el principio de jerarquía normativa, al ser el tratado internacional de aplicación preferente frente a la ley ordinaria en virtud de dicho principio. En cuanto a las normas especiales el propio preámbulo de la norma señala que el principio de especialidad permite la prioridad de normas sectoriales específicas, entre las que enumera las contenidas en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, en la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional, en la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil y en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, tras su modificación por la Ley 3/2014, de 27 de marzo. Será la Disposición Adicional primera de la Ley la que concrete los artículos de estas normas que tienen la consideración de normas especiales a los efectos del art. 2 de la ley.

A las mencionadas en el preámbulo se añaden en dicha Disposición Adicional el art. 46 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, las normas de la Ley y del Reglamento Hipotecarios, así como del Código de Comercio y del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil, reguladoras de la inscripción de documentos extranjeros en cuanto sean compatibles con lo dispuesto en esta ley y, finalmente, las normas de Derecho internacional privado contenidas en la Ley de la Jurisdicción Voluntaria. Este grupo de normas que se añaden ahora fueron incorporadas con posterioridad al texto aprobado por el Consejo de Ministros y remitido a informe a los diversos órganos consultivos. Por ello el CGPJ en su informe hizo ver la necesidad de atender al proyecto de Ley de Jurisdicción Voluntaria que el Gobierno había remitido al Congreso el 2 de agosto de 2014.

Por otra parte, el preámbulo intenta limitar el marco objetivo de la ley, excluyendo de su regulación los actos de cooperación para facilitar la presentación de demandas, procesos concursales extranjeros, asistencia jurídica gratuita internacional, solicitudes de obtención de alimentos o sustracción internacional de menores. El legislador justifica estas exclusiones en el hecho de que son materias que tienen un mejor encaje en normativa legal específica y especializada y ello sin perjuicio de aplicar a tales materias la presente normativa con carácter subsidiario. Este último inciso permite aplicar a estas materias normas generales contenidas en la Ley de Cooperación Jurídica Internacional en Materia Civil tales como las relativas a la prueba del Derecho extranjero o al reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras. Como se encargó de destacar el CGPJ en su informe esta normativa debería haberse mencionado en la Disposición Adicional primera cuando existe, como es el caso de la asistencia jurídica gratuita o la sustracción internacional de menores.

También quedan fuera del ámbito de aplicación de esta ley las normas que regulan las funciones auxiliares a la Administración de Justicia de los funcionarios diplomáticos y consulares de carrera o por otras personas legalmente autorizadas. Por ello se ha aprovechado para aclarar las competencias de los funcionarios españoles y las condiciones del ejercicio de tales competencias, tanto por funcionarios españoles en el extranjero como por agentes extranjeros en España (…). Finalmente, quedan fuera del ámbito de aplicación de la ley las demandas contra Estados que pudieran encajar en casos admisibles por la Convención de Naciones Unidas de 2 de diciembre de 2004, sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes, ratificada por España el 21 de septiembre de 2011, si bien sí se regula el régimen de emplazamientos y notificaciones judiciales dirigidos contra Estados extranjeros.

La doctrina ha subrayado que la interpretación conjunta de los diversos textos legales no está exenta de dificultades, lo que algún autor considera una consecuencia de la creación de un marco normativo excesivamente complejo (3) . Ciertamente la regulación de esta materia no está exenta de dificultades. Pero, como hemos señalado anteriormente, uno de los objetivos que se marcó el legislador con la promulgación de esta ley fue llenar un vacío legal existente y aportar seguridad y certidumbre al área de la cooperación jurídica internacional. En este sentido, sin duda, la nueva ley supone un importante avance. Su vocación integradora del ordenamiento jurídico –permitiendo respetar la primacía del Derecho de la Unión Europea, la aplicación preferente de los tratados internacionales y la aplicación de la normativa que por ser más específica, se considere que resuelva con mayor acierto las situaciones jurídicas a regular– supone el establecimiento de un marco normativo seguro en un ámbito de gran complejidad. Por ello, a mi juicio, la norma representa un importante avance en la regulación de la cooperación jurídica internacional.

2.2.  Concepción amplia de la cooperación jurídica internacional: superación de la perspectiva estrictamente judicial y garantía efectiva de los derechos de los ciudadanos

La concepción amplia de la cooperación jurídica internacional que utiliza la ley puede analizarse desde distintos puntos de vista. Así, en primer lugar, la ley intenta regular un gran número de materias y, en este sentido, la memoria que acompañaba al anteproyecto de ley se ocupó de destacar que su objetivo es la creación de una norma omnicomprensiva que abarque todo tipo de cuestiones (notificación, práctica de prueba, exequátur, alegación y prueba del derecho extranjero), conforme a los estándares internacionales convencionales, de modo que se adopten soluciones ya recogidas en convenios internacionales. Así también el preámbulo recoge esta finalidad de la norma al señalar que el concepto de cooperación jurídica internacional se utiliza de forma muy amplia en esta ley, lo que permite incluir materias que como la litispendencia y la conexidad internacionales, el reconocimiento y ejecución de sentencias o la información y prueba del Derecho extranjero, en sentido estricto son ajenas al concepto indicado y que tradicionalmente se han regulado en otros cuerpos normativos, como la Ley de Enjuiciamiento Civil o la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Desde el punto de vista de las cuestiones de Derecho privado que la ley regula su concepción del Derecho Civil es muy amplia también, en la medida en que, de conformidad con su artículo 1, se aplica en materia civil y mercantil, con independencia de la naturaleza del órgano jurisdiccional, incluyendo la responsabilidad civil derivada de delito y los contratos de trabajo.

Pero, sobre todo, la ley supera la concepción estrictamente judicial de la cooperación internacional, para incluir tanto los documentos judiciales como los extrajudiciales (art. 5) y por ello admite entre las formas de trasmisión de las solicitudes de cooperación no solo las que se produzcan directamente entre autoridades judiciales, sino, por ejemplo, el conducto notarial, si es compatible con la naturaleza del acto de cooperación (art. 9).

Con ello la ley reconoce lo que ya es una realidad en el tráfico jurídico internacional. De ahí, también, que, cuando la memoria que acompaña al anteproyecto de ley analizaba su impacto económico, dijese lo siguiente: la norma no tendrá efecto directo sobre la economía en general. Se conseguirá un beneficio, sin embargo, en usuarios y profesionales de la Administración de Justicia, ámbito en el que también se dilucidan muchas cuestiones transfronterizas que afectan a los actores económicos, que se encontrará con un sistema que trata con mayor agilidad tales cuestiones.

Finalmente, esta concepción amplia de la cooperación judicial internacional se traduce igualmente en la aplicación de un principio general favorable al desarrollo amplio de la misma, que, como indica el preámbulo de la ley, se aplica incluso en ausencia de reciprocidad, pero con la posibilidad de denegación de la cooperación jurídica internacional cuando exista denegación reiterada de cooperación o prohibición legal de prestarla.

Conviene recordar que el texto del anteproyecto en su artículo 3 señalaba que las autoridades españolas cooperarán con las autoridades extranjeras en las materias objeto de esta ley conforme a lo establecido en el artículo anterior, atendiendo al principio de reciprocidad. El Gobierno podrá exigir una garantía de reciprocidad del Estado requirente. El CGPJ en su informe puso de relieve que el mantenimiento del principio de reciprocidad carece de sentido en relación con determinadas materias, como la litispendencia y la conexidad, pues obligaría a verificar si en el Estado extranjero se ha planteado un proceso con identidad de partes, objeto o causa existente y, además, puede resultar muy cuestionado, pues no deja de ser un mecanismo de retorsión que puede perjudicar los intereses de ciudadanos particulares que nada tienen que ver con la mayor o menor disposición a cooperar del Estado requirente. Puede incluso tratarse de ciudadanos españoles o con importantes intereses y vínculos con España, por lo que la aplicación de dicho principio podría entrar en contradicción con la previsión contenida en el art. 3.3 de la ley que establece que en la interpretación y aplicación de la presente ley se procurará asegurar una tutela judicial internacionalmente efectiva de los derechos e intereses legítimos de los particulares.

Por ello el legislador optó finalmente por suprimir esta referencia al principio de reciprocidad y a sustituirlo por una mención al principio general favorable de cooperación, indicando así el texto final del apartado 2 del artículo 3 que pese a no exigirse reciprocidad, el Gobierno podrá, mediante real decreto, establecer que las autoridades españolas no cooperarán con las autoridades de un Estado extranjero cuando exista una denegación reiterada de cooperación o prohibición legal de prestarla por las autoridades de dicho Estado. Esta regulación, salvaguardando la posibilidad de exigencia de reciprocidad por parte del Gobierno, que según el art. 97 de nuestra Constitución dirige la política exterior, permite, sin embargo, dar mejor respuesta a los intereses de los particulares con carácter general.

El principio general favorable a la cooperación halla su fundamento en la necesidad de garantizar la tutela judicial internacionalmente efectiva de los derechos e intereses legítimos de los particulares. Recordemos que uno de los objetivos que persigue esta ley, según la memoria que acompañaba al anteproyecto, es la de aportar seguridad y certidumbre al área de cooperación jurídica internacional, tutelando los derechos de los ciudadanos y así se destacaba también que supone una nueva perspectiva del papel del Estado en este ámbito de la cooperación jurídica internacional, a la hora de garantizar la tutela efectiva de los derechos e implica una revisión de la acción unilateral de su actividad. Las autoridades del Estado no pueden por sí solas asegurar la buena marcha del proceso ni la efectividad de sus resoluciones cuando los procesos presentan contactos con el extranjero, lo que justifica el nuevo modelo cooperativo.

Este cambio de perspectiva del Estado al individuo está en línea con la perspectiva que la propia Unión Europa adoptó desde su sentencia van Gend en Loos (4)  de 1963, al consagrar el efecto directo del Derecho de la Unión. En efecto, en aquella sentencia por primera vez el TJUE se vio confrontado a la pregunta de si los Tratados deberían poder invocarse no sólo por los Estados miembros, como es la regla general en Derecho internacional público, sino también por los particulares. El efecto directo del Derecho de la Unión, es decir, la posibilidad de los particulares de invocar directamente ante los tribunales de su Estado determinadas normas de Derecho de la Unión, constituye una de las características básicas de dicho Derecho y lo hace especialmente apropiado para tutelar de forma efectiva los derechos de los particulares. Al proclamar dicho principio, el TJUE, inspirado en los principios del humanismo cristiano, colocó al individuo en el centro del debate jurídico, desplazando así el protagonismo del Estado en el ámbito internacional. Nuestra LCJIC utiliza la misma técnica, otorgando al particular el papel protagonista en la cooperación jurídica internacional, de tal forma que la tutela de sus derechos e intereses legítimos es el principio rector de toda la cooperación judicial internacional civil. Esta es la razón, a mi entender, por la que la ley consagra la regla de que cuando no haya podido acreditarse por las partes el contenido y vigencia del Derecho extranjero, se pueda aplicar el Derecho español (art. 6.3), pues la alternativa hubiera supuesto la imposibilidad de resolver al no conocer el Derecho aplicable. De esta forma, en cambio, se garantiza que se dará una respuesta en Derecho a la solicitud planteada.

2.3.  La apuesta por las comunicaciones judiciales directas: la cooperación de juez a juez

La ley se decanta por un sistema en el que, como regla general, las comunicaciones judiciales se realizarán directamente. El preámbulo señala en este sentido que a la vista de la importancia que en el mundo de la cooperación jurídica internacional tiene y tendrán las comunicaciones judiciales directas, la ley opta por habilitar a todos los órganos jurisdiccionales españoles para comunicarse sin intermediación con órganos jurisdiccionales de otros Estados dentro de los límites marcados por el respeto a los ordenamientos jurídicos de ambos Estados y a la independencia judicial. El preámbulo enumera a continuación normas de la Unión Europea o de la Conferencia de La Haya en las que se establece la posibilidad de comunicaciones judiciales directas (5) .

Como destaca la memoria que acompaña al proyecto normativo uno de los objetivos que se fija la norma es el de proveer de base normativa habilitante a las comunicaciones judiciales directas. Por ello el artículo 4 de la ley recoge bajo el título de comunicaciones judiciales directas lo siguiente: los órganos jurisdiccionales españoles estarán habilitados para el establecimiento de comunicaciones judiciales directas, respetando en todo caso la legislación en vigor en cada Estado. Se entiende por comunicaciones judiciales directas aquéllas que tienen lugar entre órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros sin intermediación alguna, tales comunicaciones no afectarán ni comprometerán la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados ni los derechos de defensa de las partes. Se pretende con ello dar mayor flexibilidad a las comunicaciones entre jueces, pero, como ha quedado expuesto, es necesario que se cumplan los requisitos que exige la ley (que esté previsto en la legislación del Estado al que se dirige, que no atente contra la independencia judicial y que no afecte al derecho de defensa de las partes). En caso contrario será necesario que la comunicación se lleve a cabo a través de la autoridad central, que la remitirá a la autoridad competente por alguna de las vías previstas en el artículo 9 de la ley.

De realizarse la comunicación directa es conveniente que el juez lo comunique a las partes en el proceso dejando constancia de ello a través de la correspondiente diligencia.

3.  EL TÍTULO I DE LA LEY: RÉGIMEN GENERAL DE COOPERACIÓN JURÍDICA INTERNACIONAL

El apartado III de la Exposición de Motivos de la norma se consagra al contenido del capítulo primero del título I de la misma, que contiene las disposiciones generales del régimen general de cooperación jurídica internacional.

La primera cuestión que destaca en este sentido la Exposición de Motivos es que se designa al Ministerio de Justicia como autoridad central española, lo que la ley hace en su artículo 7, recogiendo en el artículo siguiente las funciones que le corresponden y que coinciden en gran medida con las que se le atribuyen en virtud de tratados y acuerdos internacionales y las normas de la Unión Europea y han de facilitar la cooperación jurídica internacional tanto si la requiere una autoridad española como si es española la autoridad requerida.

Resulta útil concentrar en una sola autoridad administrativa estas funciones, pues, como destacó el CGPJ en su informe al anteproyecto de ley, ello permitirá que dicha autoridad adquiera experiencia, aunque ello aumente el riesgo de colapso administrativo, si no se dota la dota de los medios materiales y personales necesarios para atender a una demanda creciente.

Entre las funciones de la autoridad central se recoge la de promover el uso de las redes internas e internacionales de cooperación disponibles, lo que nos lleva a citar la existencia de las redes judiciales de cooperación en el ámbito civil, como la Red Judicial Civil Europea, en el marco de la Unión Europea, IberRed, en el ámbito iberoamericano o, internamente, la Red Judicial de Expertos en materia civil (REJUE civil), regulada por los artículo 81 a 85 del Reglamento 1/2005 del CGPJ, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales. Esta última red, compuesta por 30 magistrados en su división civil, es coordinada por el Servicio de Relaciones Internacionales del CGPJ y celebra unos encuentros anuales, en los que, entre otras cosas, coadyuva a la preparación del prontuario de auxilio judicial internacional. Dicho prontuario, fruto del esfuerzo del Ministerio de Justicia, de la Fiscalía General del Estado y del propio Consejo, incluye una serie de documentos que se actualizan periódicamente para dar respuesta a las cuestiones más usuales que se le suscitan a los operadores jurídicos, incluyendo fichas explicativas de los distintos instrumentos, información sobre las instituciones que puedan ofrecer un apoyo complementario y un directorio de contactos.

Por otra parte, el propio CGPJ coadyuva a la prestación del auxilio judicial internacional resolviendo consultas de los jueces nacionales, consultas cuyo número ha ido aumentando progresivamente, pasando en el ámbito de la cooperación judicial civil de 96 en 2014 a 156 en 2015, la mayor parte de ellas sobre notificación y traslado de documentos (30 en el año 2014 y 40 en 2015) y sobre obtención y práctica de pruebas (23 en 2014 y 37 en 2015). La resolución de estas consultas se lleva a cabo por los letrados del Consejo integrados en su Servicio de Relaciones Internacionales.

La segunda cuestión que destaca la Exposición de Motivos es que la ley viene a llenar un vacío interno derivado de la ausencia en España de un régimen legal común en este sector, aplicable tanto a los actos de comunicación de documentos judiciales y extrajudiciales, como a la práctica y obtención de pruebas, con la idea de que un régimen general de cooperación jurídica internacional debe diseñarse como un medio efectivo para facilitar la tarea a los órganos jurisdiccionales en su función de administrar justicia, permitiéndose así la efectividad en el plano internacional de la tutela judicial efectiva. La memoria que acompañaba al anteproyecto explicaba que suponía la ampliación de la cooperación judicial internacional para dar cumplimiento a la tutela judicial efectiva y al derecho a un proceso con las debidas garantías.

En tercer lugar, la parte III de la Exposición de Motivos se concentra en las normas contenidas en el capítulo I del título I de la ley, que, bajo la rúbrica disposiciones generales, regula el ámbito de aplicación de la cooperación jurídica internacional civil, sus efectos, las vías de transmisión, contenido mínimo de las solicitudes, idioma y tramitación que ha de darse a las mismas y los motivos de denegación de la cooperación.

El ámbito de aplicación se extiende a los actos de comunicación y traslado de documentos judiciales y extrajudiciales y a los actos relativos a la obtención de pruebas. En cuanto a las vías de trasmisión, junto a la tradicional vía consular o diplomática, se señala que se podrá llevar a cabo a través de las autoridades centrales, directamente entre órganos jurisdiccionales o por conducto notarial, en este caso si es compatible con la naturaleza del acto de cooperación. La ley enumera una serie de requisitos mínimos que ha de contener la solicitud y que la autoridad central española habrá de comprobar que concurren. En caso de no concurrir, se devolverá a la autoridad requirente, indicando los motivos concretos de la devolución. En relación con el idioma la ley mantiene el requisito de que a los documentos objeto de notificación o traslado al extranjero se acompañe una traducción a la lengua oficial del Estado de destino o a una lengua que el destinatario entienda. Por su parte, los documentos extranjeros objeto de notificación en España deben ser traducidos al español o, en su caso, a la lengua oficial propia de las Comunidades Autónomas. En cuanto a la tramitación, el CGPJ consideró en su informe que el primer apartado del artículo 12 de la ley, que prevé que las solicitudes formuladas por autoridades españolas se enviarán directamente mediante oficio a la autoridad central española, entra en contradicción con el artículo 276 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establecía en la redacción entonces vigente la obligación de hacerlo a través del conducto de la Audiencia Provincial, del Tribunal Superior de Justicia o del Tribunal Supremo. Por ello la ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio modificó la redacción de este precepto que ahora dispone que las peticiones de cooperación internacional se tramitarán de conformidad con lo previsto en los tratados internacionales, las normas de la Unión Europea y las leyes españolas que resultan de aplicación.

Por último la Exposición de Motivos se refiere a la ejecución en el extranjero de diligencias procesales por funcionarios consulares y diplomáticos españoles, recogiendo las limitaciones a dicha actuación derivadas del Convenio de Viena de 1963 en materia de relaciones consulares, así como las derivadas del carácter no judicial de dichos funcionarios, y hace también mención a algunos aspectos accesorios de la cooperación internacional, como el desplazamiento al extranjero de jueces, magistrados, fiscales, letrados de la Administración de Justicia y otros funcionarios al servicio de la Administración de Justicia; la utilización de medios técnicos y electrónicos para la práctica de diligencias de cooperación jurídica internacional; los gastos, costas y cuestiones relacionadas con la asistencia jurídica gratuita y, finalmente, la normativa aplicable en materia de protección de datos.

IV




En los capítulos II, III y IV del título I se regulan los requisitos especiales relativos, respectivamente al ámbito de las notificaciones de documentos judiciales y extrajudiciales y a la obtención de pruebas. La exigida simplificación de la regulación se aprecia, por ejemplo, en la elección de los medios escogidos para la práctica de los actos de comunicación, notificación y traslado de documentos en el extranjero, e incluso se dispone que las autoridades españolas pueden remitir las comunicaciones directamente a sus destinatarios por correo certificado con acuse de recibo o medio análogo que deje constancia de su recepción. Esta posibilidad, cuya introducción responde a la voluntad de facilitar la notificación y reducir sus costes, ha de relacionarse con lo dispuesto en el artículo 25 respecto al idioma, pues los documentos pueden transmitirse en una lengua que el destinatario entienda, aunque no sea una lengua oficial del Estado requerido. Ninguna de estas previsiones ha de causar dificultad alguna en relación al futuro reconocimiento y ejecución de la decisión española en el extranjero, si la parte, como es frecuente, comparece y participa en el proceso español. Se han previsto, además, los casos de incomparecencia del demandado y la protección de los derechos de defensa en estos casos, y en relación a los actos de notificación dirigidos a Estaos extranjeros se ha introducido una regla especial en el artículo 27, regulándose igualmente en el capítulo III los actos de notificación y traslado de documentos extrajudiciales. El capítulo IV contiene normas especiales sobre la práctica y la obtención de pruebas en el extranjero donde se acude a criterios de simplicidad y subsidiariedad con detalle del procedimiento, contenido y requisitos de tal actividad.



Dentro del régimen general de la cooperación jurídica internacional se ha redactado una norma que aborda los problemas específicos de la protección de datos personales buscando un equilibrio razonable entre los principios de proporcionalidad y minimización, y la necesidad de evitar restricciones o estándares excesivos que pudieran comprometer la necesaria fluidez del tráfico judicial internacional. En la norma que se propone se contempla también la necesidad de que todos los actos de cooperación jurídica internacional lleven una información clara sobre límites del uso de los datos personales transmitidos.

En los capítulos II, III y IV del título I se regulan los requisitos especiales relativos, respectivamente al ámbito de las notificaciones de documentos judiciales y extrajudiciales y a la obtención de pruebas. La exigida simplificación de la regulación se aprecia, por ejemplo, en la elección de los medios escogidos para la práctica de los actos de comunicación, notificación y traslado de documentos en el extranjero, e incluso se dispone que las autoridades españolas pueden remitir las comunicaciones directamente a sus destinatarios por correo certificado con acuse de recibo o medio análogo que deje constancia de su recepción. Esta posibilidad, cuya introducción responde a la voluntad de facilitar la notificación y reducir sus costes, ha de relacionarse con lo dispuesto en el artículo 25 respecto al idioma, pues los documentos pueden transmitirse en una lengua que el destinatario entienda, aunque no sea una lengua oficial del Estado requerido. Ninguna de estas previsiones ha de causar dificultad alguna en relación al futuro reconocimiento y ejecución de la decisión española en el extranjero, si la parte, como es frecuente, comparece y participa en el proceso español. Se han previsto, además, los casos de incomparecencia del demandado y la protección de los derechos de defensa en estos casos, y en relación a los actos de notificación dirigidos a Estados extranjeros se ha introducido una regla especial en el artículo 27, regulándose igualmente en el capítulo III los actos de notificación y traslado de documentos extrajudiciales. El capítulo IV contiene normas especiales sobre la práctica y la obtención de pruebas en el extranjero donde se acude a criterios de simplicidad y subsidiariedad con detalle del procedimiento, contenido y requisitos de tal actividad.

Dentro del régimen general de la cooperación jurídica internacional se ha redactado una norma que aborda los problemas específicos de la protección de datos personales buscando un equilibrio razonable entre los principios de proporcionalidad y minimización, y la necesidad de evitar restricciones o estándares excesivos que pudieran comprometer la necesaria fluidez del tráfico judicial internacional. En la norma que se propone se contempla también la necesidad de que todos los actos de cooperación jurídica internacional lleven una información clara sobre límites del uso de los datos personales transmitidos.

Este punto del Preámbulo detalla las novedades esenciales que introduce la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil en lo que respecta a las notificaciones (tanto de documentos judiciales como extrajudiciales) y la práctica de pruebas. Son las siguientes:

1.  SIMPLIFICACIÓN DE LA NOTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS JUDICIALES ASÍ COMO DE LA PRÁCTICA DE PRUEBA

La Ley 29/2015 está presidida en su integridad por una voluntad de simplificación y agilización de la cooperación jurídica internacional, si bien siempre con el debido respeto al derecho de defensa.

Las manifestaciones más claras de esta voluntad simplificadora se constatan en la previsión específica de comunicación directa entre autoridades (arts. 9.12 o 21), la posibilidad de que las actuaciones se lleven a cabo por funcionarios diplomáticos o consulares españoles en su demarcación (art 15) con independencia de que los destinatarios del acto de comunicación sean españoles o no (si bien siempre que a ello no se oponga la legislación del Estado receptor y no sea imprescindible la intervención judicial) y la especial previsión de los medios técnicos y electrónicos para la práctica de las diligencias algo que permite una transmisión de las solicitudes de forma instantánea (art 17). Tal previsión parece estar prevista para lo que es la transmisión de la solicitud a la autoridad que practica la notificación, si bien cabría igualmente entender la posibilidad de emplearlos para hacer llegar el concreto acto de comunicación a la persona destinataria en caso de que el Estado de destino no se oponga al empleo del correo certificado con acuse de recibo (art 21.2). En todo caso, el medio técnico equivalente ha de tener siempre las garantías suficientes como para dejar constancia de la recepción del documento.

Finalmente la voluntad de simplificación se extiende igualmente en sentido contrario, esto es, cuando una autoridad extranjera vaya a practicar en España una notificación (art 22), siendo de destacar que España acepta en todo caso la transmisión de solicitudes de cooperación de forma directa a los órganos españoles encargados de verificar la notificación y sin exigencia de reciprocidad.

En todo caso la regulación de la Ley 29/2015 se fundamenta en la subsidiariedad, de forma que lo en ella previsto solo opera en defecto de norma trasnacional sobre la materia.

En cuanto a las notificaciones las de aplicación más general (por su ámbito son) el Reglamento (CE) núm. 1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo de 13 de noviembre de 2007 relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documento judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil ("notificación y traslado de documentos") y por el que se deroga el Reglamento (CE) núm. 1348/2000 del Consejo y el Convenio de La Haya 15 de noviembre de 1965 sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial.

Por su parte en materia de práctica de pruebas los instrumentos de aplicación preferente más empleados en la práctica son el Reglamento (CE) núm. 1206/2001 del Consejo de 28 de mayo de 2001 relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil busca mejorar, simplificar y acelerar la cooperación entre órganos jurisdiccionales para la obtención y practica de pruebas así como el Convenio de La Haya de 18 de marzo de 1970 sobre la Obtención de Pruebas en el Extranjero en Materia Civil o Comercial.

2.  PREVISIÓN DE UN RÉGIMEN ESPECÍFICO PARA LOS SUPUESTOS DE INCOMPARECENCIA DEL DEMANDADO

Esta situación es objeto de regulación en el art. 24, que con carácter general (para todo tipo de notificaciones y con independencia del mecanismo empleado o del hecho de haberse llevado a cabo fundamentadas en una norma internacional o de la Unión Europea específica o no) parte de la previsión de la suspensión del procedimiento mientras se tiene constancia de la misma (y con posible adopción de medidas provisionales o cautelares mientras tanto –lo que implica una previsión de un supuesto adicional a los fijados en la LEC como justificadores de la adopción de medidas cautelares y como elemento que en cierta medida suple al del periculum in mora).

Junto a lo anterior (y esto es una medida que permite la agilización del proceso de forma muy importante), se establece la posibilidad de continuar la tramitación de la causa (a instancia de parte interesada y transcurridos seis meses desde la fecha de envío del documento sin que se haya podido certificar que la notificación ha tenido lugar).

La norma supone un reflejo general de la previsión semejante existente en instrumentos trasnacionales como el art. 19 del Reglamento 1393/2007 sobre notificaciones en los Estados Miembros de la Unión Europea o el art. 15 del Convenio de La Haya sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial.

La primera de las norma mencionadas indica en sus dos primeros párrafos establece que: 1. Cuando un escrito de demanda o un documento equivalente haya sido remitido a otro Estado miembro a efectos de notificación o traslado, según las disposiciones del presente Reglamento, y el demandado no comparece, se aguardará para proveer hasta que se establezca que: a) el documento ha sido notificado o se ha dado traslado del mismo según una forma prescrita por el Derecho interno del Estado miembro requerido para la notificación o traslado de los documentos en causas internas y que están destinados a personas que se encuentran en su territorio, o bien b) el documento ha sido efectivamente entregado al demandado o a su residencia según otro procedimiento previsto por el presente Reglamento, y, en cualquiera de estos casos, sea notificación o traslado, sea entrega, la misma haya tenido lugar en tiempo oportuno para que el demandado haya podido defenderse y, en cualquiera de estos casos, sea notificación o traslado, sea entrega, la misma haya tenido lugar en tiempo oportuno para que el demandado haya podido defenderse.

Por su parte el art. 15 del Convenio de La Haya sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial señala que: Cuando un escrito de demanda o un documento equivalente haya sido remitido al extranjero a efectos de notificación o traslado, según las disposiciones del presente Convenio, y el demandado no compareciere, el juez aguardará para proveer el tiempo que sea preciso hasta que se establezca que: a) el documento ha sido notificado o se ha dado traslado del mismo según las formas prescritas por la legislación del Estado requerido para la notificación o traslado de los documentos otorgados en este país y que están destinados a las personas que se encuentran en su territorio, o bien b) que el documento ha sido efectivamente entregado al demandado o en su residencia según otros procedimientos previstos por el presente Convenio, y que, en cualquiera de estos casos, sea notificación o traslado, sea entrega, la misma ha tenido lugar en tiempo oportuno para que el demandado haya podido defenderse. Cada Estado contratante tiene la facultad de declarar que sus jueces, no obstante las disposiciones del párrafo primero, podrán proveer a pesar de no haberse recibido comunicación alguna acreditativa, bien de la notificación o traslado, bien de la entrega, si se dan los siguientes requisitos: a) el documento ha sido transmitido según alguno de los modos previstos por el presente Convenio, b) ha transcurrido, desde la fecha de envío del documento, un plazo que el juez apreciará en cada caso particular y que será, al menos, de seis meses, c) no obstante las diligencias oportunas ante las autoridades competentes del Estado requerido, no ha podido obtener certificado alguno. El presente artículo no impide que, en caso de urgencia, el juez ordene cualesquiera medidas provisionales o cautelares.

Junto a lo anterior ambas normas trasnacionales contienen una previsión específica para el caso de comparecencia del demandado, previsión que no se contempla en la Ley 29/2015 (y que requiere de un reflejo en la LEC). Así el art. 19 del Reglamento 1393/2007 sobre notificaciones en los Estados Miembros de la Unión Europea fija que: 3. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 no impedirá que, en caso de urgencia, el juez ordene cualesquiera medidas provisionales o cautelares. 4. Cuando un escrito de demanda o un documento equivalente debió remitirse a otro Estado miembro a efectos de notificación o traslado según las disposiciones del presente Reglamento y se ha dictado resolución contra el demandado que no haya comparecido, el juez tendrá la facultad de eximir a dicho demandado de la preclusión resultante de la expiración de los plazos del recurso, si se reúnen las condiciones siguientes: a) el demandado, sin mediar culpa de su parte, no tuvo conocimiento en tiempo oportuno de dicho documento para defenderse o de la resolución para interponer recurso, y que b) las alegaciones del demandado aparecen provistas, en principio, de algún fundamento. La demanda tendente a la exención de la preclusión solo será admisible si se formula dentro de un plazo razonable a partir del momento en que el demandado tuvo conocimiento de la resolución. Cada Estado miembro tendrá la facultad de especificar, de conformidad con el artículo 23, apartado 1, que tal demanda no será admisible si se formula después de la expiración de un plazo de tiempo que habrá de precisar en su comunicación, siempre que dicho plazo no sea inferior a un año, que se computará desde la fecha de la resolución. 5. El apartado 4 no se aplicará a resoluciones relativas al estado o capacidad de las personas.

Respecto de este precepto España ha declarado que los Jueces podrán levantar la suspensión acordada en el proceso y proveer a pesar de lo establecido en el apartado 1 del artículo 19, si se dan todos los requisitos previstos en el apartado 2. Respecto a la facultad del Juez de eximir de la preclusión, España especifica que la demanda tendente a la exención de la preclusión no será admisible si se formula después de la expiración del plazo de un año a partir de la fecha de la resolución.

Por su parte el art. 15 del Convenio de La Haya sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial indica que: Cuando un escrito de demanda o un documento equivalente debió remitirse al extranjero a efectos de notificación o traslado, según las disposiciones del presente Convenio, y se ha dictado resolución contra el demandado que no haya comparecido, el juez tendrá la facultad de eximir a dicho demandado de la preclusión resultante de la expiración de los plazos del recurso, si se reúnen las condiciones siguientes: a) el demandado, sin mediar culpa de su parte, no tuvo conocimiento en tiempo oportuno de dicho documento para defenderse o de la decisión para interponer recurso, b) las alegaciones del demandado aparecen provistas, en principio, de algún fundamento. La demanda tendente a la exención de la preclusión sólo será admisible si se formula dentro de un plazo razonable a partir del momento en que el demandado tuvo conocimiento de la decisión.

Cada Estado contratante tendrá la facultad de declarar que tal demanda no será admisible si se formula después de la expiración de un plazo de tiempo que habrá de precisar en su declaración, siempre que dicho plazo no sea inferior a un año a computar desde la fecha de la decisión. El presente artículo no se aplicará a las decisiones relativas al estado o condición de las personas, habiendo declarado España tanto en relación a esta norma (como la previa del art. 15) que: 1) El Estado español declara que sus Jueces, no obstante las disposiciones del párrafo 15, podrán proveer a pesar de no haber recibido notificación alguna acreditativa de la notificación o de la remisión de documentos si se dan los requisitos previstos en el citado artículo 15, párrafo 2. 2) El Estado español declara que el plazo de preclusión a que se refiere el artículo 16 es de dieciséis meses a computar desde la fecha de la resolución.

3.  RÉGIMEN ESPECÍFICO PARA LOS CASOS DE INTERVENCIÓN EN UN PROCESO DE ESTADOS EXTRANJEROS

Es una novedad que se incluye en el art. 27 de la Ley 29/2015 que regula los casos en que un estado extranjero se puede ver demandado ante un tribunal español pues las inmunidades de jurisdicción no afectan a relaciones de derecho privado (sobre inmunidades de jurisdicción cabe hacer referencia a la Ley Orgánica 16/2015, de 27 de octubre, sobre privilegios e inmunidades de los Estados extranjeros, las Organizaciones Internacionales con sede u oficina en España y las Conferencias y Reuniones internacionales celebradas en España directamente inspirada en la Convención de Naciones Unidas, hecha en Nueva York el 2 de diciembre de 2004, sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes.

En estos casos la norma (de aplicación general pues no existe previsión alguna en instrumentos transnacionales) exige que los emplazamientos, citaciones, requerimientos y cualesquiera otros actos de comunicación judicial dirigidos a Estados extranjeros se realicen por vía diplomática a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, debiendo comunicarse por nota verbal y de conformidad con lo establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 18 de abril de 1961. Junto a ello se prevé que el estado extranjero se entenderá emplazado dos meses después de la fecha que conste en la diligencia o en el resguardo acreditativo de su recepción.

A lo anterior se añade una obligación por parte de los órganos jurisdiccionales españoles han de comunicar al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación la existencia de cualquier procedimiento contra un Estado extranjero a los solos efectos de que aquel emita informe que no es vinculante.

4.  REGULACIÓN DE LA NOTIFICACIÓN DE DOCUMENTOS EXTRAJUDICIALES

La Ley 29/2015 contiene asimismo una regulación general (y a aplicar en ausencia de norma trasnacional que prevea este mecanismo como son el Reglamento 1393/2007 sobre notificaciones en los Estados Miembros de la Unión Europea o el Convenio de La Haya sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial). La regulación viene referida a los notarios, autoridades o funcionarios competentes (de ahí que la Ley 29/2015 se denomine de cooperación jurídica internacional y no judicial). La regulación (al igual que respecto de los actos judiciales) está presidida por una voluntad de simplificación y agilización al prever de forma expresa (art 28) que estos documentos extrajudiciales pueden ser remitidos a notario, autoridad o funcionario público a través de la autoridad central o de forma directa.

5.  PREVISIÓN ESPECÍFICA DE LA PROTECCIÓN DE DATOS EN LAS ACTUACIONES DE COOPERACIÓN JURÍDICA INTERNACIONAL

Finalmente la Ley 29/2015 en la enumeración de las novedades más importantes en materia de notificaciones y práctica de pruebas hace una expresa mención al régimen de la protección de datos como se destaca en el art. 19 lo que supone un uso de los mimos limitado a la solicitud concreta de cooperación salvo autorización en otro sentido. Esta previsión normativa de la Ley 29/2015 se enmarca y relaciona directamente con el régimen de la protección de datos que se contiene en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre Regula la Protección de Datos de Carácter Personal y el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre Aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13-12-1999 (RCL 1999\3058), de protección de datos de carácter personal.
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En materia de prueba del Derecho extranjero, no se estima conveniente alterar el sistema español vigente tras la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, pero se considera prudente especificar que, cuando no haya podido acreditarse por las partes el contenido y vigencia del Derecho extranjero, podrá aplicarse el Derecho español, en evitación así de una denegación de justicia que podría ser injustificada si se desestimara la demanda, y en búsqueda de la efectiva tutela judicial.

Se ha buscado de este modo incidir en uno de los aspectos más controvertidos del sistema de alegación y prueba del Derecho extranjero. Nuestro sistema se caracteriza por ser un sistema mixto que combina el principio de alegación y prueba a instancia de parte con la posibilidad de que el tribunal complete dicha prueba, valiéndose de cuantos medios de averiguación estime necesarios. No se especificaba hasta la fecha qué había que hacer en aquellos supuestos en los que el Derecho extranjero no haya podido probarse. En la práctica forense se habían propuesto en esencia dos soluciones, la desestimación de la demanda y la aplicación de la lex fori. El presente texto se decanta por esta última solución, que es la tradicional en nuestro sistema y la mayoritaria en los sistemas de Derecho Internacional privado de nuestro entorno. Es, asimismo, la solución que más se adecua a la jurisprudencia constitucional de la que se deduce que la desestimación de la demanda conculcaría en determinados supuestos el derecho a la tutela judicial efectiva.

Debe entenderse que la falta de prueba del Derecho extranjero dentro de un proceso judicial es algo excepcional que solo sucederá cuando las partes no consigan probar el Derecho extranjero y sin olvidar la posibilidad de que el tribunal coopere en la acreditación de dicho contenido. Además, han de respetarse los sistemas específicos que en leyes especiales prevean otras soluciones iguales o diversas, por referencia, por ejemplo a la normativa de protección de consumidores y usuarios así como a la registral civil.

Esta ley, además, clarifica la interpretación del valor probatorio de la prueba practicada con arreglo a los criterios de la sana crítica y determina el valor de los informes periciales sobre la materia.



1.  TRATAMIENTO DE LA PRUEBA DEL DERECHO EXTRANJERO EN LA LCJIC

El apartado V del Preámbulo de la LCJIC esboza el tratamiento de la cuestión de la prueba del Derecho extranjero. Dicha materia se regula en el Título II de la Ley ("De la prueba del Derecho extranjero"), el cual se encuentra únicamente integrado por un precepto, el artículo 33. El propio contenido del Título pone de manifiesto que la materia objeto de regulación va más allá de lo que concierne al estricto ámbito de la cooperación jurídica internacional, lo cual es algo que no sólo acontece en este ámbito concreto.

2.  TRATAMIENTO DE LA PRUEBA DEL DERECHO EXTRANJERO EN LA LEY 1/2000, DE 7 DE ENERO, DE ENJUICIAMIENTO CIVIL

En primer término se indica como principio general que en lo relativo a la prueba del Derecho extranjero no se estima conveniente alterar el sistema español vigente tras la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, en concreto regulado en su artículo 281.2. Esta remisión al sistema de la referida Ley es recogida en el artículo 33.3 de la LCJIC, donde además se hace también referencia a "otras disposiciones" aplicables en la materia (como serían los sistemas específicos que en leyes especiales prevean otras soluciones iguales o diversas: por ejemplo, en la normativa de protección de consumidores y usuarios o en la registral civil).

La regulación de la Ley de Enjuiciamiento Civil se tachaba de excesivamente escueta, estableciéndose únicamente que el Derecho extranjero deberá ser probado en lo que respecta a su contenido y vigencia, pudiendo valerse a tal efecto el tribunal de cuantos medios de averiguación estime necesarios para su aplicación. Pues bien, como gran novedad en esta materia se considera ahora prudente especificar (en concreto se hace en el art. 33.3 de la LCJIC) que, cuando no haya podido acreditarse por las partes el contenido y vigencia del Derecho extranjero, podrá aplicarse el Derecho español. Ello se justifica en la evitación de una denegación de justicia que podría ser injustificada si se desestimara la demanda, así como en la búsqueda de la efectiva tutela judicial.

Nuestro sistema mixto de prueba del Derecho extranjero se caracteriza por la combinación del principio de alegación y prueba a instancia de parte con la posibilidad de que el tribunal complete dicha prueba, valiéndose para ello de cuantos medios de averiguación estime necesarios. Sin embargo no se especificaba hasta la fecha qué había que hacer en aquellos supuestos en los que el Derecho extranjero no hubiera podido ser probado, habiendo ofrecido la doctrina y la jurisprudencia básicamente dos soluciones: la desestimación de la demanda y la aplicación sustitutoria de la lex fori. En este escenario la LCJIC se decanta por esta última solución, que se refiere que es la tradicional en nuestro sistema y la mayoritaria en los sistemas de Derecho internacional privado de nuestro entorno. Se indica en apoyo de esta solución que es la que más se adecua a la jurisprudencia constitucional, de la que se deduce que la desestimación de la demanda conculcaría en determinados supuestos el derecho a la tutela judicial efectiva, si bien ha de decirse que el Tribunal Constitucional no ha negado la posibilidad de utilización de otros criterios de concurrir ciertas circunstancias.

En todo caso veremos que, a pesar de ser esta la máxima novedad que trae la LCJIC, estamos ante una solución que, al margen de lo acertado o no de adoptar la solución lex fori para estos casos, no va a quedar libre de polémica en su aplicación. Baste reparar en el carácter "excepcional" que se le otorga –habrá que estar a lo que los tribunales entiendan por tal excepcionalidad–, así como el configurarse como una mera posibilidad al establecerse que, en tales casos, "podrá" aplicarse el Derecho español.

Quizás ante esta ambigüedad es por lo que se trata de quitar trascendencia al tema indicándose que la falta de prueba del Derecho extranjero dentro de un proceso judicial debe entenderse como algo excepcional que solo sucederá cuando las partes no consigan probar el Derecho extranjero, y sin olvidar la posibilidad de que el tribunal coopere en la acreditación de dicho contenido. No parece que sea algo tan extraño, bastando para ello tener en cuenta el gran número de sentencias de nuestro Tribunal Supremo donde se ha tenido que dar solución a este asunto, mayoritariamente, como se ha indicado, aplicándose la lex fori como solución, esto es, la Ley española.

Por último, la LCJIC clarifica la interpretación del valor probatorio de la prueba practicada con arreglo a los criterios de la sana crítica (art. 33.2) y determina el valor de los informes periciales sobre la materia (art. 33.4). Estos preceptos no hacen sino resaltar y remarcar la libertad de apreciación de la que gozan los órganos jurisdiccionales españoles para determinar el valor probatorio que ha de darse a la prueba practicada para acreditar el contenido y vigencia del Derecho extranjero.
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En lo relativo a información sobre el Derecho extranjero, el sistema que se adopta es subsidiario, lo que condicionará su efectiva aplicación, respecto de la normativa nacional e internacional, si consideramos los instrumentos vigentes en la Unión Europea, los dos Convenios multilaterales de Londres de 7 de junio de 1968, con su protocolo adicional hecho en Estrasburgo el 15 de marzo de 1978, y de Montevideo de 8 de mayo de 1979, y los bilaterales en que España es parte y que contienen previsiones sobre la materia, caso, por ejemplo, del bilateral con Marruecos de 30 de mayo de 1997, que regula de forma muy precisa la información a suministrar y las vías, realizándose la comunicación de la mejor forma posible a través de las autoridades centrales designadas. Es por ello que se regula un proceso habilitante, pero simple y sencillo a la vez, de modo que permita obtener una hipotética respuesta.

En el artículo 35, por ejemplo, se regulan las peticiones de información de Derecho extranjero por los órganos judiciales, y por los notarios y registradores. En este campo no deben generarse falsas expectativas, pues la regulación se aplica en defecto de norma convencional o europea y no hay garantía alguna de que las autoridades extranjeras accedan a proporcionar dicha información.

El presente apartado de la Ley concierne al contenido de su Título III, rubricado "De la información del Derecho extranjero" y compuesto por los artículos 34 a 36.

En él se anticipan algunos de los caracteres generales de lo que dichos preceptos abordan, una vez disciplinada la prueba del Derecho extranjero.

En primer término se destaca la subsidiariedad de esta reglamentación respecto de las fuentes supraestatales en la materia en las que España es parte (de las que se señalan, a título indicativo, los Tratados multilaterales de Londres de 1968 y de Montevideo de 1979 así como el Convenio bilateral con Marruecos de 1997).

En segundo lugar se alude a las pretendidas simplicidad y sencillez del proceso habilitante consagrado en esos artículos a fin de que se pueda obtener una respuesta sobre la información de un Derecho foráneo cuando no haya norma supraestatal aplicable.

Seguidamente se contiene la plausible novedad de la referencia ex professo a que autoridades españolas no judiciales (notarios y registradores) puedan utilizar este mecanismo.

Por último en un baño de prudencia y realismo se advierte de que el éxito final de todo este proceso no está asegurado pues, al depender de la voluntad y posibilidad de cooperación de autoridades extranjeras que no están jurídica ni políticamente vinculadas por nuestra Ley, no deben generarse falsas expectativas.



1.  CARACTERES GENERALES

El presente apartado de la Ley concierne al contenido de su Título III, rubricado "De la información del Derecho extranjero" y compuesto por los artículos 34 a 36. En él se anticipan algunos de los caracteres generales de lo que dichos preceptos abordan, una vez disciplinada la prueba del Derecho extranjero. En primer término se destaca la subsidiariedad de esta reglamentación respecto de las fuentes supraestatales en la materia en las que España es parte (de las que se señalan, a título indicativo, los Tratados multilaterales de Londres de 1968 y de Montevideo de 1979 así como el Convenio bilateral con Marruecos de 1997). En segundo lugar se alude a las pretendidas simplicidad y sencillez del proceso habilitante consagrado en esos artículos a fin de que se pueda obtener una respuesta sobre la información de un Derecho foráneo cuando no haya norma supraestatal aplicable.

2.  NOVEDADES EN LA LCJIC

Seguidamente se contiene la plausible novedad de la referencia ex professo a que autoridades españolas no judiciales (notarios y registradores) puedan utilizar este mecanismo. Por último en un baño de prudencia y realismo se advierte de que el éxito final de todo este proceso no está asegurado pues, al depender de la voluntad y posibilidad de cooperación de autoridades extranjeras que no están jurídica ni políticamente vinculadas por nuestra Ley, no deben generarse falsas expectativas.
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La definición de criterios adecuados en materia de litispendencia internacional y de conexidad es una exigencia ineludible que debe aportar seguridad jurídica y previsibilidad a las partes. Una consecuencia directa de la existencia de procesos paralelos en distintos Estados es la posibilidad de que se dicten resoluciones contradictorias. Esta ley afronta esta cuestión y aporta un mecanismo que se pretende sencillo y eficaz en línea con las tendencias de la normativa de la Unión Europea.

Los criterios que aporta el nuevo Reglamento (UE) n.o 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, para casos de procesos pendientes ante órganos jurisdiccionales de terceros Estados, son así generalmente admisibles en relación a las materias no incluidas en el citado instrumento.

Debe quedar clarificado que la introducción de normas sobre litispendencia y conexidad en relación a terceros Estados por el citado Reglamento hará que se apliquen las mismas con preferencia sobre las normas contenidas en el presente texto. Por consiguiente, las disposiciones contenidas en éste se aplicarán a las materias no reguladas por el citado Reglamento, esto es, esencialmente, a materias de Derecho de la persona, familia, sucesiones y Derecho concursal.

En el artículo 39 se regula la excepción de litispendencia. Ha de destacarse que la apreciación de la excepción es potestativa, al igual que ocurre en el Reglamento de la Unión Europea que inspira a la norma. Ello es adecuado y se justifica puesto que se trata de valorar la concurrencia de un proceso en un tercer Estado con el que no existe vínculo alguno. De ahí que la apreciación de la excepción se haga depender de una serie de requisitos cumulativos, como que el órgano extranjero esté conociendo en virtud de un foro razonable así como que la resolución eventualmente dictada por dicho órgano sea susceptible de reconocimiento en España. Se exige, por último, que el órgano jurisdiccional español concluya que la suspensión del procedimiento abierto en España es necesaria en aras de la buena administración de justicia. El levantamiento de la suspensión, previsto en el segundo apartado del precepto, se hace asimismo depender de requisitos análogos, aunque en este caso no son cumulativos sino alternativos (la conclusión o suspensión del procedimiento en el tercer Estado de que se trate; que se estime poco probable que el procedimiento concluya en un plazo razonable o que se considere necesaria la continuación del procedimiento para la buena administración de justicia).

El Preámbulo del Reglamento (UE) n.o 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, precisa el sentido de este último requisito relativo a la apreciación de la buena administración de justicia en el apartado (24). Señala que ha de hacerse una valoración del conjunto de las circunstancias del caso, en particular de las conexiones entre los hechos del asunto y las partes y el tercer Estado de que se trate (aunque esta cuestión se valorará conforme a las previsiones contenidas en la letra a) del artículo 39 del presente texto que no tiene parangón en el texto del Reglamento), de la fase en la que se halla el procedimiento en ese tercer Estado y si cabe esperar que se dicte resolución en un plazo razonable.



1.  LITISPENDENCIA Y CONEXIDAD INTERNACIONALES EN LA LCJIC

El Capítulo VII del Preámbulo de la LCJIC define las líneas básicas de la litispendencia y conexidad internacionales, tal como se encuentran reguladas en los artículos 37 y ss. LCJIC.

Aun cuando se contienen referencias comunes a ambas figuras, llama la atención que el Preámbulo únicamente cite el artículo 39 referido a la litispendencia y ni siquiera mencione el artículo 40 LCJIC sobre conexidad internacional. No están claros los motivos por los que parece haberse dado mayor relevancia a la figura de la litispendencia. Es más, quizá no se trate de destacar la litispendencia sobre la conexidad, sino simplemente de un olvido involuntario o de la intención de aludir a los elementos comunes, dejando para el articulado los aspectos diferenciales entre ambas figuras.

Lo que sí resulta indudable es que una lectura del Preámbulo basta para conocer el objeto y la finalidad que persigue la regulación de la LCJIC en relación con la litispendencia y la conexidad internacional. Ese objetivo común es el de evitar que se dicten resoluciones contradictorias.

El Capítulo VII del Preámbulo enfatiza dos ideas fundamentales. La primera se refiere a la justificación de la litispendencia y la conexidad internacional como respuesta a la necesidad de dotar al sistema de la imprescindible seguridad jurídica y previsibilidad que debe existir en todo ordenamiento jurídico moderno. Esa justificación enlaza directamente con la finalidad aludida de evitar soluciones contradictorias.

El segundo elemento que se enfatiza en el Preámbulo es el de la coherencia entre la regulación de la litispendencia y conexidad internacionales que contiene la LCJIC y la normativa y tendencias de la Unión Europea. En concreto, el Preámbulo alude de forma expresa al Instrumento comunitario que le sirve de inspiración [el Reglamento (UE) núm. 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil] y afirma que los criterios que en él se contienen son así generalmente admisibles en relación a las materias no incluidas en el citado instrumento.

Esta declaración de principio es relevante, como se verá. La interpretación de los preceptos dedicados a la regulación de la litispendencia y conexidad internacionales deberá realizarse a la luz de la normativa y jurisprudencia comunitaria, salvo en aquellos supuestos en los que la regulación de la LCJIC se aparte claramente del régimen establecido en la norma comunitaria. Tomando como punto de partida la normativa comunitaria, habrá de concluirse que, cuando el legislador dispone algo distinto, lo habrá hecho voluntaria y conscientemente. Tal es el caso, por ejemplo, del momento a partir del cual puede entenderse que existe un proceso pendiente (desde la interposición de la demanda, si después es admitida, conforme a la LCJIC, o centrando el elemento determinante en la notificación de la demanda, según el Reglamento).

El Capítulo VII del Preámbulo se refiere al ámbito de aplicación de las reglas sobre la litispendencia y conexidad internacionales que contiene la LCJIC, disponiendo que estas reglas serán aplicables a las materias no reguladas por el Reglamento comunitario, esto es, a materias de Derecho de la persona, familia, sucesiones y Derecho concursal. Ahora bien, ha de tenerse presente que esta restricción es aplicable en relación con los procedimientos paralelos tramitados ante los tribunales de un Tercer Estado y ante los órganos jurisdiccionales españoles, siempre que no exista un tratado internacional o convenio bilateral que regule ya los efectos de la litispendencia. El ámbito de aplicación de la regulación incluida en la LCJIC podrá ser aún más restringido cuando se trate de procedimientos paralelos tramitados ante los Tribunales de Estados miembros y los órganos jurisdiccionales españoles. En estos supuestos, ha de verificarse si existen ya Instrumentos comunitarios que regulen ambas figuras, dado que la LCJIC se aplicará de forma subsidiaria.

Como decíamos, tras una introducción común a la litispendencia y la conexidad internacionales, el Capítulo VII del Preámbulo contiene una breve síntesis de las normas que regulan la litispendencia internacional, contempladas en el artículo 39. En primer término, el Preámbulo justifica la necesidad de que la apreciación de esta excepción sea potestativa. Tras ello, se refiere de forma breve a los presupuestos necesarios para que esta excepción pueda ser estimada, que son análogos –como también afirma– a los requisitos que determinarían el levantamiento posterior de la suspensión. Pero, con una clara diferencia entre un caso y otro. Los requisitos para la suspensión deben concurrir de forma cumulativa, mientras que, para el levantamiento de la suspensión previamente acordada, basta la concurrencia de uno de los supuestos mencionados en la norma.

2.  CONCEPTO DE LA BUENA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA

Finalmente, el Capítulo VII del Preámbulo dedica especial atención al concepto de la buena administración de la Justicia en tanto que requisito cuya concurrencia es imprescindible para que se pueda acordar la suspensión del procedimiento. De hecho, el Preámbulo vuelve a referirse a la normativa comunitaria, concluyendo este capítulo con una remisión expresa al concepto de buena administración de justicia que contiene el Considerando 24 del Reglamento (UE) núm. 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. En nuestra consideración, ese concepto de la buena administración de justicia habría precisado un mayor grado de concreción en la regulación comunitaria y en la Ley española.

Según exponíamos, tras incluir unas líneas sobre la litispendencia, el Capítulo VII del Preámbulo finaliza sin aludir al régimen de la conexidad internacional.
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PARTE I.

1. El proceso judicial de exequátur

El proceso judicial de exequátur es una de las piezas claves del texto y una de las áreas más necesitadas de reforma en nuestra legislación interna. La vigente Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, derogó la anterior Ley de Enjuiciamiento Civil, aprobada por Real Decreto de 3 de febrero de 1881, con la excepción, entre otras normas, de los artículos 951 a 958, sobre eficacia en España de sentencias dictadas por órganos jurisdiccionales extranjeros, que quedaron en vigor hasta la vigencia de la Ley sobre cooperación jurídica internacional en materia civil.

El diseño actual de los artículos 951 a 958 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 no se coordina con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que ha desbordado el tenor literal de tales preceptos, ni con leyes especiales modernas o con la más autorizada doctrina. Para el diseño de un nuevo proceso judicial de exequátur se han tenido en cuenta las más actuales corrientes doctrinales así como las concreciones legislativas más recientes que, a modo de ejemplo, surgen de la normativa de la Unión Europea, y de ejemplos puntuales de nuestra reciente normativa contenidos en textos como la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional, y la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

Las normas que integran el título V suponen una revisión de conjunto del sector del reconocimiento y ejecución de decisiones extranjeras que se estima especialmente adecuada en virtud de dos consideraciones. En primer lugar, se trata de un ámbito especialmente relevante habida cuenta que en los tratados y reglamentos de la Unión Europea rige el principio de reciprocidad, de forma que sólo son aplicables respecto a resoluciones judiciales originarias de Estados parte en dichos instrumentos y relativas a materias cubiertas por los mismos. Son, por tanto, muy frecuentes los supuestos en los que habrá de aplicarse la normativa interna. Dicha normativa, contenida actualmente en los artículos 951 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, responde a planteamientos obsoletos y que se han visto superados por la jurisprudencia, de manera que estamos frente a un sector normativo especialmente necesitado de una regulación moderna y adaptada a las necesidades de una sociedad abierta como la española, en la que las relaciones exteriores han dejado de ser un fenómeno minoritario y excepcional. En el título V se opta por el mantenimiento del exequátur como procedimiento especial cuyo objeto es declarar, a título principal, el reconocimiento de una resolución judicial extranjera y, en su caso, autorizar su ejecución. Ello contrasta con lo establecido en los reglamentos de la Unión Europea y se estima adecuado pues el régimen contenido en este texto se aplica a resoluciones originarias de países con los que no se mantiene ningún vínculo y parece conveniente mantener ciertas cautelas antes de dar validez a las decisiones adoptadas por sus órganos jurisdiccionales.

Se clarifican la terminología y los conceptos, se detalla el tipo de resoluciones susceptibles de reconocimiento y ejecución y sus efectos, y se abordan las cuestiones del reconocimiento y ejecución parcial, incidental y la de las modificaciones de resoluciones extranjeras, modernizándose las causas de denegación. El proceso que se diseña de exequátur, siempre subsidiario a normas internacionales e internas especiales, solventa todas las carencias procesales que tiene el actual.

2. Reconocimiento indicidental

Respecto al reconocimiento de una resolución extranjera de forma incidental se ha evitado una referencia en el artículo 44.2 a la apertura de un incidente conforme a lo establecido en los artículos 388 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, permitiéndose así que el reconocimiento incidental se pueda llevar a cabo de forma ágil y más sencilla en el seno de cada procedimiento según las leyes procesales, ya que el proceso incidental referido en los artículos 388 y siguientes citados parece diseñado para otro tipo de cuestiones y su utilización supondría encajar un exequátur dentro de un proceso abierto cuando la solución puede ser más sencilla al plantearse normalmente el reconocimiento como base de la estimación o desestimación de la pretensión principal, de tal modo que será la sentencia la que determine la aptitud del documento para probar lo que se pretende. Si se tratase de resolver con carácter previo una excepción procesal, en tal momento puede apreciarse también la aptitud del documento para probar las pretensiones.

3. Reconocimiento Medidas equivalentes y ejecución de títulos extranjeros y modificación

Se regula por primera vez la necesidad de adaptar las medidas contenidas en la sentencia extranjera que fueren desconocidas en el ordenamiento español. Conforme establece el artículo 44.4 se adoptará en dicho caso una medida propia del Derecho español que tenga efectos equivalentes y persiga una finalidad o intereses similares, si bien tal adaptación no tendrá más efectos que los dispuestos en el Derecho del Estado de origen. Habida cuenta que se trata de una operación delicada y difícil, cualquiera de las partes podrá impugnar la adaptación realizada.

Por lo que respecta a las resoluciones extranjeras firmes o definitivas que se refieran a materias que por su propia naturaleza son susceptibles de ser modificadas, como por ejemplo las prestaciones de alimentos, las decisiones sobre la guarda y custodia de menores o las medidas de protección de menores e incapaces, se establece de manera expresa en el artículo 45 que tales resoluciones podrán ser modificadas previo su reconocimiento a título principal o incidental. Esta disposición no impide que se pueda plantear una nueva demanda en un proceso declarativo ante los órganos jurisdiccionales españoles, correspondiendo, en definitiva, a las partes optar bien por la modificación de la sentencia extranjera bien por la apertura de un nuevo procedimiento.

4. Causas de denegación del reconocimiento

En el artículo 46 se establecen las causas de denegación del reconocimiento de las resoluciones judiciales extranjeras y las transacciones judiciales extranjeras. Se trata de los motivos habituales. En materia de orden público debe precisarse que si bien no se recoge en el articulado la referencia a las peculiaridades del mismo en procesos de familia o menores, es claro que si la resolución afecta a menores de edad, el orden público deberá valorarse teniendo en cuenta el interés superior del menor, pudiendo evaluarse a efectos denegatorios del exequátur que si la resolución afecta a menores de edad y se hubiere dictado, excepto en casos de urgencia, sin haber dado posibilidad de audiencia al menor, en violación de principios fundamentales de procedimiento de España, no cabrá el exequátur.

Merecen destacarse los preceptos contenidos en los apartados b) y c). El apartado b) hace referencia a la infracción de los derechos de defensa de cualquiera de las partes, cuestión que técnicamente podría subsumirse en el concepto de orden público que aparece en el apartado a). Se considera, sin embargo, útil esta referencia a efectos didácticos. Es, asimismo, adecuado que, a continuación, se disponga que si se trata de una decisión dictada en rebeldía se entenderá que se han conculcado los derechos de defensa del demandado si la interposición de la demanda no se notificó de forma regular y con tiempo suficiente. En este punto, la norma es más estricta que la contenida en los reglamentos de la Unión Europea, que no exigen una estricta regularidad formal de la notificación. Ello es pertinente, habida cuenta que se trata de una disposición que se aplicará cuando no rija ni reglamento europeo ni convenio internacional.

El apartado c) del artículo 46 regula el denominado control de la competencia del juez de origen, dirigido a verificar que entre la autoridad que dictó la resolución cuyo reconocimiento se solicita y el asunto sobre el que versa la resolución, existe una conexión razonable, y que no se trata de un asunto de la exclusiva competencia de jueces y tribunales españoles. Se proporciona una pauta para determinar la existencia de una conexión razonable a partir de la bilateralización de los foros establecidos en el Derecho procesal civil internacional español, que es suficientemente flexible, pues basta con que el tribunal de origen haya conocido a partir de criterios de conexión similares a los previstos en nuestra legislación.

Habida cuenta de su cada vez mayor frecuencia se ha incluido una norma especial en materia de reconocimiento de resoluciones extranjeras dictadas en procedimientos derivados de acciones colectivas. Se parte de que dichas resoluciones pueden reconocerse y ejecutarse en España, pero con unas cautelas adicionales. Así, el artículo 47 hace referencia a las acciones colectivas y proporciona herramientas útiles para enfrentarse a algunas "class actions" que no tienen parangón en nuestro ordenamiento. El reconocimiento de las decisiones dictadas en procesos colectivos se somete a un control de la competencia del juez de origen más estricto, pues se exige que los foros de competencia en virtud de los cuales conoció la autoridad jurisdiccional extranjera equivalgan a los previstos en la legislación española, no bastando la mera semejanza.

En los artículos 48 y 49 se prohíben la revisión en cuanto al fondo y el control de la ley aplicada, y se permite, en cambio, el reconocimiento parcial. Se trata de reglas habituales en los sistemas de reconocimiento y ejecución de decisiones extranjeras de los países de nuestro entorno, que no plantean problemas.

El capítulo III se refiere a la ejecución tanto de las resoluciones como de las transacciones judiciales. Se establece claramente en el artículo 50 que la misma solo cabe tras la previa obtención del exequátur, haciéndose por lo demás una remisión a las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Es especialmente clarificador que se especifique que la Ley de Enjuiciamiento Civil se aplica también a la caducidad de la acción ejecutiva.

5. Procedimiento de exequátur

El capítulo IV regula el procedimiento de exequátur, estableciendo normas de competencia y asistencia jurídica gratuita y detallando el proceso y los recursos admisibles. Las reglas de competencia son exhaustivas y no suponen una alteración sustancial de las actualmente vigentes.

El proceso judicial de exequátur es una de las piezas claves del texto y una de las áreas más necesitadas de reforma en nuestra legislación interna. La vigente Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, derogó la anterior Ley de Enjuiciamiento Civil, aprobada por Real Decreto de 3 de febrero de 1881, con la excepción, entre otras normas, de los artículos 951 a 958, sobre eficacia en España de sentencias dictadas por órganos jurisdiccionales extranjeros, que quedaron en vigor hasta la vigencia de la Ley sobre cooperación jurídica internacional en materia civil.

El diseño actual de los artículos 951 a 958 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 no se coordina con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que ha desbordado el tenor literal de tales preceptos, ni con leyes especiales modernas o con la más autorizada doctrina. Para el diseño de un nuevo proceso judicial de exequátur se han tenido en cuenta las más actuales corrientes doctrinales así como las concreciones legislativas más recientes que, a modo de ejemplo, surgen de la normativa de la Unión Europea, y de ejemplos puntuales de nuestra reciente normativa contenidos en textos como la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional, y la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.



En defecto de instrumento legal europeo y en defecto también de instrumento legal internacional aplicable, las sentencias extranjeras dictadas en procedimientos contenciosos, así como otras resoluciones extranjeras pueden ser objeto bien de reconocimiento y/o de exequátur, en España, mediante los mecanismos previstos en las normas de producción interna del Derecho internacional privado español. Las normas aplicables a los efectos jurídicos que pueden producir en España las sentencias extranjeras se contienen en los arts. 41-61 LCJIC.

Los arts. 41-61 LCJIC revisten una gran importancia tanto por los valores jurídicos que desarrollan (= reflejan la actitud del legislador español ante la Justicia extranjera) como por la extensa gama de supuestos fácticos que regulan (= se aplican a los efectos de resoluciones procedentes de todos los países del mundo y sobre cualquier tipo de materia litigiosa). Aunque el Derecho de la UE ya regula muchos supuestos de validez extraterritorial de decisiones en España, no cubre todos los casos. De igual modo, España tiene firmado un número amplio de convenios internacionales con diversos países. Sin embargo, tales convenios sólo abarcan una pequeña parte de supuestos. El número de países con los que España no tiene firmado convenios de exequátur es abrumadoramente superior (Preámbulo VIII, LCJIC). Por ello, el impacto en la práctica de los arts. 41-61 LCJIC es realmente significativo.

Los arts. 951-958 LEC 1881 continuaron en vigor desde 2000 hasta agosto de 2015 de un modo que puede calificarse como anormal o antinatural. En efecto, la Disposición Derogatoria Única, regla 3.ª, de la LEC 1/2000 indica que siguen en pleno vigor los artículos 951 a 958 de la LEC 1881, sobre eficacia en España de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, "hasta la vigencia de la Ley sobre cooperación jurídica internacional en materia civil". La Disposición final vigésima de la LEC 1/2000 indica que en el plazo de seis meses a contar desde la fecha de entrada en vigor de dicha Ley, momento que produjo el 8 enero 2001, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales un proyecto de Ley sobre cooperación jurídica internacional en materia civil. Ni qué decir tiene que el 8 julio 2001 llegó y el Gobierno no remitió nada a las Cortes Generales en relación con la "cooperación jurídica internacional en materia civil". El Proyecto de Ley sobre "cooperación jurídica internacional en materia civil" no llegaba, razón por la que se llevaron a cabo diversas reformas puntuales de los preceptos de la vieja LEC de 1881 relativos al exequátur de sentencias extranjeras (Ley orgánica 19/2003 de 23 de diciembre, Ley 62/2003 de 20 diciembre 2003, Ley 13/2009, de 3 de noviembre, Ley 11/2011 de 20 mayo 2011). El objetivo de estas reformas-parche fue modernizar, con ciertas cataplasmas legislativas de urgencia, un sistema decimonónico de reconocimiento y ejecución en España de sentencias extranjeras. Sin embargo, la estructura fundamental del sistema siguió siendo la misma que el legislador español diseñó en 1881. La Ley 29/2015 de 30 de julio 2015 de cooperación jurídica internacional en materia civil, que entró en vigor el 20 agosto 2015 (Disp. Final Sexta de la Ley), derogó, por fin, los arts. 951-958 LEC 1881 (Disp. Derog. Única, 1 LCJIC).

La LCJIC recoge varios mecanismos técnicos para que las sentencias extranjeras dictadas en procedimientos contenciosos surtan efectos jurídicos en España. Se trata, en realidad, de cuatro acciones declarativas distintas que pueden ejercitarse ante los tribunales españoles. Estas "acciones" no deben confundirse con el "procedimiento" para obtener el reconocimiento y el exequátur, llamado también "exequátur". 1.º) Reconocimiento incidental (art. 44.2 LCJIC). Consiste en un reconocimiento que se invoca, por la parte interesada, ante la autoridad judicial española que conoce de un concreto asunto. Dicha autoridad decide si concede o no concede el reconocimiento a la resolución extranjera en el marco del proceso principal del que conoce en ese momento. 2.º) Exequátur (art. 50.1 LCJIC). La acción de exequátur se ejercita para que una autoridad judicial española otorgue, en España, efectos ejecutivos a una resolución extranjera. Sólo una vez que la resolución extranjera ha obtenido su exequátur en España, dicha resolución extranjera puede ser ejecutada en España. 3.º) Reconocimiento por homologación (art. 42.1 LCJIC). Se trata de una acción dirigida a declarar, a título principal y con efectos erga omnes, el reconocimiento de una resolución judicial extranjera en España. El reconocimiento incidental, el reconocimiento por homologación, el exequátur y el no-reconocimiento de resoluciones extranjeras, son acciones, esto es, mecanismos jurídicos que siguen el modelo italiano del "control de requisitos de regularidad internacional" de las sentencias extranjeras, o "sistema de mera homologación" (STSJ Castilla y León (Valladolid) Social 30 enero 2013 [sentencia cubana de divorcio]). Ello significa que la autoridad del Estado requerido (España) examina una serie de condiciones, procesales y sustantivas, que debe reunir la sentencia extranjera, y si el resultado del test es positivo, se concede el reconocimiento y exequátur (STSJ C. Valenciana (Sala de lo Civil y Penal) 8 junio 2012 [laudo extranjero], ATS 27 noviembre 1942, ATS 11 mayo 1965, ATS 24 diciembre 1996, ATS 15 julio 1997, ATS 21 abril 1998, STC [Sala 2.ª] núm. 54/1989 de 23 febrero, SAP Madrid 12 febrero 2008 [sentencia dictada en Pensilvania], AAP Cádiz 5 julio 2011 [exequátur]). El sistema seguido por la LCJIC no permite revisar la actuación del tribunal extranjero que pronunció la resolución.

La perspectiva meramente homologadora de la resolución extranjera en España que sigue la LCJIC comporta varias consecuencias. La LCJIC no sigue el antiguo y decimonónico modelo francés de la "revisión de fondo" de la sentencia extranjera. De ese modo, la autoridad española no valora ni examina cómo ha procedido el juez de origen para dictar dicha sentencia. No examinará el Derecho que el juez extranjero aplicó para dictar su sentencia, ni tampoco verificará su apreciación de los hechos. En definitiva, no es posible una revisión del fondo de la sentencia extranjera (art. 48 LCJIC). El reconocimiento y el exequátur son, en realidad, procesos declarativos limitados, eso sí, a declarar si la resolución extranjera obtiene o no dicho reconocimiento o dicho exequátur en España (= su objeto es la mera homologación de la resolución extranjera en España). No se trata de "volver a juzgar lo juzgado" ya por tribunales de otro país. El reconocimiento y el exequátur de resoluciones extranjeras en España constituyen procedimientos completamente distintos al litigio judicial que se desarrolló ante el tribunal extranjero y que terminó con la resolución cuyos efectos jurídicos se pretenden obtener ahora en España.

La LCJIC diferencia entre "reconocimiento" y "exequátur" de la resolución extranjera. El reconocimiento se emplea para obtener los efectos procesales de una resolución extranjera en España, fundamentalmente el efecto de "cosa juzgada material". El exequátur se utiliza para autorizar la ejecución en España de una resolución extranjera, esto es, para que ésta despliegue en España sus efectos ejecutivos (art. 41 LCJIC).

LCJIC ha supuesto un giro copernicano en el modo de enfocar los efectos jurídicos que las resoluciones extranjeras pueden desplegar en España. La LEC 1881 partía del principio según el cual las resoluciones extranjeras no surten efectos en España a menos que superen una serie de concretas "condiciones" concretas fijadas por el Derecho español. Los arts. 41-61 LCJIC, por el contrario, arranca del principio opuesto esto es, del principio según el cual toda resolución extranjera produce efectos jurídicos en España salvo que concurra alguna concreta "causa de rechazo" del reconocimiento o del exequátur de la resolución extranjera en cuestión (art. 46.1 LCJIC).

La LCJIC constituye un marco general de regulación de los efectos jurídicos en España de todas las decisiones extranjeras. Su enfoque es muy abierto. La LCJIC regula los efectos jurídicos en España de decisiones judiciales, de documentos públicos ejecutivos, de transacciones judiciales y de actos de jurisdicción voluntaria (art. 41 LCJIC). La Ley también regula todos los tipos de efectos jurídicos que tales resoluciones pueden surtir en España: efectos procesales, ejecutivos y registrales.

El legislador español que ha redactado la LCJIC se ha inspirado en muy buena medida en el Derecho de la UE y en concreto en el Reglamento Bruselas I-bis (Preámbulo VIII, LCJIC). Ahora bien, la LCJIC se separa del Derecho europeo en ciertos aspectos concretos y también en determinadas líneas maestras de regulación. En particular, el punto de mayor separación entre el Derecho europeo y la LCJIC radica en que ésta ha mantenido la necesidad de obtener el exequátur como paso previo para instar la ejecución en España de una resolución extranjera. Esta opción de política legislativa es correcta. La supresión del exequátur sólo es aconsejable en escenarios de integración muy avanzados, como la Unión Europea. En relación con terceros Estados, el exequátur permite mantener un control más estricto y detallado sobre el contenido de la resolución extranjera y sobre su impacto en el orden jurídico español (Preámbulo, VIII LCJIC).

Los arts. 951-958 LEC 1881 se habían quedado, es evidente, muy antiguos, tanto desde el punto de vista procesal y procedimental (= el procedimiento era arcaico y lento) como desde el punto de vista sustantivo (= los criterios de admisión de efectos jurídicos de las resoluciones extranjeras en España eran obsoletos). Desde el punto de vista procesal y procedimental, el procedimiento para lograr los efectos procesales y ejecutivos de las sentencias extranjeras en España era lento y farragoso. No se admitía el reconocimiento incidental. Desde el punto de vista sustantivo, la existencia de dos regímenes distintos (= régimen de reciprocidad y régimen de condiciones) era síntoma de una fuerte desconfianza del legislador español hacia la justicia extranjera y ponía de relieve que el legislador español contemplaba estas cuestiones como un asunto de política exterior inspirado en la defensa de la soberanía nacional española. Los derechos de los particulares dirigidos a obtener una tutela judicial efectiva en el escenario internacional se encontraban situados en un muy segundo plano. Es verdad, también, que la labor del TS en la interpretación y aplicación de estos preceptos fue digna de todo elogio. El TS adaptó los arts. 951-958 LEC 1881 a las necesidades actuales y a los parámetros constitucionales, todo ello, naturalmente, por vía jurisprudencial. Con ello, el TS benefició en grado sumo a los particulares y potenció la tutela judicial efectiva y la circulación internacional de las resoluciones judiciales. La mejor prueba de la encomiable labor desplegada por el TS en este sector es que todavía hoy se citan por litigantes y jueces los autos de exequátur del TS como punto clave de sus argumentaciones y probablemente así seguirá siendo en los años venideros. De todos modos, en realidad, el TS había creado por vía jurisprudencial un régimen meta-legal que ya no se correspondía con la letra de la ley ((Preámbulo VIII, LCJIC: [e]l diseño actual de los artículos 951 a 958 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 no se coordina con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que ha desbordado el tenor literal de tales preceptos, ni con leyes especiales modernas o con la más autorizada doctrina). Por otro lado, la regulación contenida en los arts. 951-958 LEC 1881 era ya insostenible desde un punto de vista valorativo (= su sintonía con los principios constitucionales era escasa) y también desde el punto de vista práctico (= la LEC 1881 no mostraba la agilidad que requiere la regulación jurídica de las relaciones privadas internacionales en la actualidad). El Preámbulo VIII, LCJIC lo indica así expresamente: [e]l proceso judicial de exequátur es una de las piezas claves del texto y una de las áreas más necesitadas de reforma en nuestra legislación interna.

La LCJIC es favorable, en general, a los efectos jurídicos en España de las resoluciones judiciales extranjeras. Ello comporta consecuencias positivas para los particulares que operan en el escenario internacional.

Es muy positivo que el Derecho español cuente con una normativa de base que regule los efectos legales en España de toda resolución extranjera. El Derecho español ha carecido de una regulación adecuada y general sobre estos aspectos y la LCJIC constituye la "Ley general" sobre los efectos jurídicos en España de todo tipo de resoluciones extranjeras. De ese modo, la Ley normativiza un sector tradicionalmente lagunoso e imperfecto, aporta "seguridad jurídica de ordenación" (= los efectos jurídicos en España de las resoluciones extranjeras son ahora claros y previsibles) y también proporciona "seguridad jurídica de realización" (= las soluciones jurídicas a los conflictos entre particulares adquieren una mayor estabilidad en el espacio al favorecerse los efectos en España de las resoluciones extranjeras).

La Ley 29/2015 de 30 de julio 2015 ha suprimido el régimen de reciprocidad como sistema de reconocimiento y exequátur de resoluciones extranjeras. Este régimen de reciprocidad se encontraba regulado en los arts. 952-953 LEC 1881. Su significado era el siguiente: el reconocimiento y el exequátur se otorgaban a una sentencia extranjera siempre que ésta cumpliese con las condiciones que, en el Estado de origen de la sentencia, se exigían a las sentencias españolas semejantes para que produzcan efectos en dicho país extranjero. Por tanto, el sistema de reciprocidad era un "sistema vacío" o "de mera remisión". En efecto, las condiciones que debía reunir la sentencia extranjera para ser reconocida en España se determinaban con arreglo al Derecho Procesal del Estado extranjero en el que se ha dictado la sentencia cuyo cumplimiento se insta en España. Este sistema se justificaba en el respeto de la soberanía estatal. En efecto, se estimaba que la ejecución de sentencias extranjeras afectaba a la Soberanía nacional. Por tanto, debía permitirse la eficacia en España, exclusivamente, de las sentencias dictadas por autoridades de Estados que den, a su vez, ejecución en tal Estado a las sentencias españolas. Se trataría de un "do ut des interestatal", una "cesión compartida de Soberanía" relativa al aspecto de la eficacia de las sentencias. La desaparición del régimen de reciprocidad constituye un pleno y total acierto de la LCJIC. Por dos razones: (a) Desde un punto de vista teórico, la Soberanía estatal no se encuentra en peligro cuando se ejecuta o se reconoce en España una sentencia extranjera que afecta a "situaciones privadas". Por ello, fijar un régimen de reciprocidad para el reconocimiento y exequátur de sentencias extranjeras no tiene sentido: (b) Desde un punto de vista práctico, el régimen de reciprocidad estimula a los Estados extranjeros a establecer regímenes jurídicos que permitan el reconocimiento y exequátur de sentencias españolas, ya que de este modo, las sentencias procedentes de dicho Estado serían reconocidas en España. Sin embargo, la práctica y la Historia demuestran que este "estímulo" a los Estados extranjeros no ha funcionado nunca. En efecto, el TS español se lamentó en el pasado de que en España se concedía exequátur a las sentencias francesas, pero que Francia no lo concedía a las sentencias españolas (ATS 21 marzo 1935, ATS 11 junio 1935). Tanto es así, que visto que la reciprocidad no servía para estimular una actitud más receptiva por parte de los Estados extranjeros hacia las sentencias españolas y visto, además, que era un sistema gravoso para lograr el reconocimiento y exequátur de sentencias extranjeras en España, el mismo TS ya había hecho totalmente inaplicable este régimen de reciprocidad. En efecto, el TS declaró que el régimen de reciprocidad era meramente facultativo. Como el mismo TS había convertido el régimen de reciprocidad en un régimen más duro que el "régimen de condiciones" recogido en el antiguo art. 954 LEC 1881, resulta que nadie solicitaba el reconocimiento o exequátur a través del régimen de reciprocidad. Ése fue el triste final del régimen de reciprocidad. Una prueba más de que las normas ineficientes de DIPr. acaban por no aplicarse, desplazadas por normas más eficientes (inter alia: ATS 11 junio 1934, ATS 21 marzo 1963, ATS 25 junio 1969, ATS 22 noviembre 1966, ATS 25 septiembre 1986, ATS 22 abril 1987, ATS 10 julio 1987, ATS 26 marzo 1988, ATS 24 junio 1988, ATS 12 marzo 1993, ATS 20 julio 1993, ATS 24 diciembre 1996, ATS 28 abril 1998, ATS 5 mayo 1998, ATS 7 abril 1998, AAP Madrid 25 febrero 2011 [sentencia de divorcio dictada en Ecuador], (ATS 18 octubre 2005).

La LEC 1881 recogió un solo y único procedimiento en cuya virtud se obtenía tanto el "reconocimiento" como el "exequátur" de la sentencia extranjera. Esto se explica de manera muy sencilla: el legislador español de 1881 no tenía clara la distinción entre "reconocimiento" y exequátur, que fue muy bien fijada por la ZPO alemana de 30 enero 1898 (= norma que distinguió entre "reconocimiento" [Anerkennung] y exequátur [Vollstreckung]). Por eso, la LEC 1881, anterior a la ZPO alemana, estableció un único procedimiento en cuya virtud se obtenían tanto el uno como el otro. Sin embargo, este enfoque era incorrecto, pues el "reconocimiento" y el "exequátur" persiguen finalidades muy diferentes y lo lógico es que, aunque compartan un núcleo común de regulación, dispongan de reglas diferentes y que se deje que las partes decidan si desean instar bien el "reconocimiento", bien el "exequátur" o bien ambos.

La LCJIC admite un reconocimiento incidental. Esta opción constituye un pleno acierto del legislador español, que ha seguido en este punto el modelo europeo hoy recogido en el Reglamento Bruselas I-bis. Ello no impide activar un "reconocimiento por homologación" con efectos erga omnes, si la parte así lo prefiere (art. 42.1 in primis LCJIC). Sin embargo, la posibilidad activar un reconocimiento incidental de la resolución extranjera es positiva porque ahorra el coste en tiempo y dinero de un nuevo proceso declarativo del reconocimiento en España de una resolución judicial extranjera. Es también positivo porque refleja una fuerte confianza en la justicia extranjera. En el marco de un proceso judicial que se desarrolla en España, cualquier persona puede invocar la existencia de una resolución extranjera, de modo que en ese caso, el juez español que conoce del litigio abre un incidente de especial pronunciamiento y decide si la resolución extranjera supera el reconocimiento o no (art. 44.2 LCJIC). Si se otorga el reconocimiento incidental a la resolución extranjera, ésta produce efectos de cosa juzgada material en ese procedimiento y, por tanto, vincula a ese juez español como le vincularía una sentencia dictada por tribunales españoles.

La LCJIC, en la parte relativa al exequátur, constituye normativa marcadamente procedimentalista. Se trata de una Ley que refleja la muy española obsesión por el procedimiento. Al legislador español le atrae más el procedimiento que el proceso, le seducen más los trámites del litigio que el fondo del mismo. Así, la Ley regula detalles nimios del procedimiento para obtener en España el reconocimiento y el exequátur de resoluciones extranjeras. Sin embargo, la Ley, al mismo tiempo, deja sin regular con claridad aspectos de fondo de significativa importancia. Es llamativo, por ejemplo, que no conste con claridad el elenco de causas de rechazo del exequátur y que haya que integrar dicha laguna mediante la aplicación por analogía de las causas de rechazo del reconocimiento. De igual modo, el orden público como motivo de rechazo del reconocimiento y el exequátur de resoluciones extranjeras está insuficiente, incorrecta y anfibológicamente regulado y refleja una idea nacionalista extraordinariamente peligrosa. Ello puede hacer que ciertos jueces españoles se amparen en una visión agresiva y cerrada del orden público y que de ese modo, frustren los verdaderos objetivos de la Ley (= orientados a favorecer los efectos en España de las resoluciones extranjeras), lo que no es, en absoluto, deseable.

Directa consecuencia de lo querencia del legislador español por los aspectos procedimentales es la lamentable confusión entre "acciones" y "procedimiento". El llamado por la Ley "procedimiento de exequátur" sirve para obtener en España tanto el "reconocimiento" como el "exequátur" de resoluciones extranjeras. Ello crea una deplorable confusión que puede desorientar a los operadores jurídicos. Bastaba para ello haber seguido, de nuevo, el modelo europeo, y haber regulado el procedimiento de exequátur para obtener, naturalmente, el exequátur y posteriormente efectuar una remisión expresa a dicho procedimiento para obtener el reconocimiento por homologación (art. 36.2 RB I-bis). Por el contrario, el art. 42.1 LCJIC llevará a la paradoja de afirmar que se ha instado un exequátur (= procedimiento) para obtener el reconocimiento (= acción ejercitada).




PARTE II. ASPECTOS EXTRAJUDICIALES

La cooperación jurídica internacional debe abordar también el ámbito extrajudicial en cuanto representa la normalidad de las relaciones jurídicas económicas y familiares. Es por ello que la presente ley dedica parte de su articulado a la ejecución y a la notificación y traslado de documentos públicos, singularmente notariales, así como a la inscripción de títulos extranjeros en los Registros públicos españoles de la Propiedad, Mercantil y de Bienes Muebles.

Los documentos públicos, especialmente los notariales, constituyen un pilar de la cooperación jurídica internacional, como sobradamente se pone de manifiesto en las distintas manifestaciones del Derecho privado de la Unión Europea, y, en general, en el tráfico civil y mercantil con terceros países.

Esa vocación de circulación de los documentos públicos, en cuanto participan en la ley de una definición común, tomada de los instrumentos y jurisprudencia de la Unión Europea, determina que la ley establezca un cauce de notificación y traslado directo para los autorizados por notario. Con ello se atribuye valor normativo a las notificaciones ya frecuentes en el tráfico civil y comercial en una economía globalizada.

Por lo que respecta a los documentos públicos, la ley considera, de una parte, que no es preciso un previo procedimiento de reconocimiento del documento público pero, de otra, que habrá de ser valorada su eficacia en el país de origen a fin de establecer que allí posee al menos el mismo efecto equivalente. En todo caso, un parámetro común con las resoluciones judiciales es que el contenido que incorporan no puede contravenir el orden público.

Se prevé asimismo una regla de adecuación para las instituciones jurídicas desconocidas análoga a la del artículo 44.4. Los notarios y funcionarios públicos españoles favorecerán la ejecución en España de los documentos públicos extranjeros mediante la adecuación, en su caso, de instituciones jurídicas extranjeras desconocidas, previéndose expresamente la posibilidad de recurrir contra la adaptación directamente ante un órgano jurisdiccional.

Elemento esencial de la seguridad jurídica es la inscripción en los Registros públicos españoles de las resoluciones judiciales y de los documentos públicos extranjeros. La íntegra actividad registral se rige por las leyes específicas registrales españolas, siendo por tanto un ámbito reservado al legislador español. A este por tanto corresponde, como se hace en la presente ley, establecer la actividad del Registrador de la propiedad, mercantil y de bienes muebles en relación al reconocimiento incidental de las resoluciones judiciales, contenciosas o dictadas en procedimientos de jurisdicción voluntaria, presentadas a inscripción, si fueren firmes o definitivas, o anotación en otro caso. No obstante, el interesado en la inscripción puede acudir previamente al reconocimiento principal de la resolución, para después pretender la inscripción, la cual se practicará según las reglas generales de la legislación registral en relación a resoluciones judiciales españolas.

La ley prevé la adaptación de los títulos extranjeros. Como una aplicación específica de esta técnica, el registrador la podrá utilizar para el caso de que se ordenen medidas o incorporen instituciones o derechos que resulten desconocidos en Derecho español, en cuyo caso se adaptarán, en lo posible, a una medida u orden prevista o conocida en el ordenamiento jurídico español que tenga efectos equivalentes y persiga una finalidad e intereses similares, sin que tal adaptación tenga más efectos que los dispuestos en el Derecho del Estado de origen, siendo precisa antes de la inscripción una comunicación al titular del derecho o medida de que se trate de la adaptación a realizar. Queda a salvo, en todo caso, que pueda ser impugnada la adaptación realizada. La inscripción de los documentos públicos extranjeros se regirá por la ley española específica aplicable.

Finalmente, se introducen una disposición final tercera que modifica el artículo 27 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, una disposición final segunda que modifica la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil para adaptarla a lo establecido en el Reglamento (UE) 1015/2012 del Parlamento y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, y al Reglamento (UE) n.o 650/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio 2012, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los documentos públicos en materia de sucesiones "mortis causa" y a la creación de un certificado sucesorio europeo, además de una disposición final primera de modificación de la Ley Hipotecaria que incorpora dicho certificado. Por último, mediante la disposición final cuarta se modifica la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, para reconocer también el carácter oficial de las traducciones de documentos públicos extranjeros hechas o asumidas por las representaciones de España en el exterior o las hechas por representaciones extranjeras en España de documentos públicos de su propio Estado. Con ello se facilita la relación de los ciudadanos con las Administraciones Públicas, en especial cuando se trata de expedientes o procedimientos que se tramitan, al menos parcialmente, en el extranjero.



1.  INSTRUMENTOS EXTRAJUDICIALES, NOTARIAL Y REGISTRAL

La segunda parte del apartado VIII, del Preámbulo, que debería ser, en buena técnica, apartado IX, se dedica a la aplicación de la ley de cooperación jurídica internacional al ámbito extrajudicial.

Con ello, como adecuadamente indica el apartado, se acerca la acción legal sobre la cooperación jurídica a la normalidad de las relaciones jurídicas, personales y económicas, de las personas físicas y a la circulación internacional de las empresas.

La ley aporta un instrumento a los ciudadanos en múltiples áreas, en las que al carecer de otra vía, europea o convencional, aunque constreñida la legislación especial nacional, incrementa la seguridad jurídica en el marco internacional en que se mueven las relaciones de los ciudadanos.

Recordemos que en nuestro Derecho, la normativa general del Derecho internacional privado, que es competencia estatal, se encuentra reunida, como es sabido, en el Título preliminar del Código Civil. Carece España de una ley especial, por el contrario a otros ordenamientos de nuestro entorno.

Su ámbito geográfico, en general el de la Ley, dentro del complejo marco que se deduce de los artículos 2 y Disposición Adicional primera, se dirige a las materias no regulados por la acción de la Unión Europea, en materia civil y mercantil así como las relaciones con terceros Estados, allí donde no exista un concreto marco convencional.

Por lo tanto, la vocación universal de la ley dota de gran interés los instrumentos extrajudiciales sobre dos bases distintas.

La notarial, –y en general efectiva para todo documento público– en la que habrá de estarse como elemento fundamental a la equivalencia de efectos del documento en el país de origen y en su caso a la adecuación, si fuera posible, al Derecho nacional español.

La registral, fundada en la reserva de la competencia estatal sobre parte del Derecho del foro, que habrá de regirse siempre por la normativa nacional.

La singularidad de la calificación en el sistema registral español, de la que se deriva, el efecto fuerte de la inscripción y su publicidad (Vid. Sentencia de la Sala 1.ª del Tribunal Supremo de 3 de junio de 2016) determina un filtro exacto de las resoluciones y documentos emitidos o autorizados por un Juez o autoridad extranjera que son objeto de inscripción o anotación.

En concreto la Ley dedica el capítulo VI del Título V a la inscripción en los Registros Públicos, bajo el principio general de que el procedimiento registral, los requisitos legales y los efectos de los asientos registrales se someterán en todo caso al Derecho español.

Seguidamente regula la inscripción de las resoluciones judiciales y de los documentos públicos extranjeros así como un especial procedimiento de adaptación, previo a la inscripción y con una cierta confusión con la calificación en sus objetivos y recursos frente a la actividad registral, que deberían ser objeto de armonización en una futura modificación de la Ley Hipotecaria.

La limitación de la adaptación a los efectos del país de origen, sobre los que no puede tener mayor efecto, es un deber impuesto directamente al registrador, sin que la Ley establezca la carga de la prueba al solicitante, al ser una actividad estrictamente registral, extendiéndose esta técnica a resoluciones judiciales y documentos públicos extranjeros cuyo contenido precise ser adaptado, de ser posible, a las reglas imperativas o estructurales que determina la ley del Registro español.

2.  ACTIVIDAD NOTARIAL

La actividad notarial, por su parte, es especialmente puesta de manifiesto en la Ley. De un estudio sistemático de la norma se deduce su utilización en diversas áreas, en las que es relevante.

El primero se refiere a la cooperación jurídica internacional, en el concepto extendido que realiza la Ley. Ahí, se sitúa la notificación y traslado de documentos extrajudiciales así como la información y prueba del Derecho extranjero. A ello se dedican los artículos 28 y 35 de la Ley. Pese a la especialidad de la prueba del derecho, según la normativa notarial y registral, que se analiza en el comentario a la Disposición adicional primera, la actuación de los notarios en la jurisdicción no contenciosa, permite a éstos especiales instrumentos probatorios, y muy probablemente la aplicación del artículo 33 de la ley, que supone, en caso excepcional, la aplicación del Derecho español.

Un segundo bloque normativo se refiere a la eficacia de los documentos públicos extranjeros, en la que la ley 29/2015 habrá de ponerse en relación con la Ley 15/2015, de la Jurisdicción voluntaria, no tan claramente norma especial, sino complementaria, pese a lo que indica su Disposición Adicional primera.

En este lugar debe incluirse, también, la adecuación por los notarios de instituciones jurídicas desconocidas, denominación que se ha preferido utilizar para referirse a la adaptación notarial de instituciones o formas que no contradigan el Derecho español.

3.  ACTIVIDAD REGISTRAL

En tercer lugar debe tenerse la importante –y complicada– función asignada a los registradores de la Propiedad en relación al reconocimiento incidental de resoluciones judiciales. Este reconocimiento es explícito por el contrario a la omisión del legislador en relación a los Reglamentos europeos, que no impiden pero obviamente no regulan por no ser de su competencia la relación con el Registro de la Propiedad. La DGRN sin embargo, admite dicho reconocimiento incidental, en forma voluntarista.

Especial interés presenta, entre las Disposiciones Adicionales, la primera, que se debe enmarcar junto al artículo 2 de la Ley, y que pretende fijar su perímetro normativo fundado como sabemos, en el carácter subsidiario, especial y básico que presenta la Ley.

4.  LAS COMPLEJAS DISPOSICIONES FINALES

Finalmente, la ley incluye complejas Disposiciones Finales.

La disposición Final 1.ª modifica –otra vez, ya que la paralela tramitación de la Ley 15/2015, publicada unos días antes, ya lo hacía– el artículo 14 de la ley Hipotecaria, incorporando al elenco de títulos formales tanto la declaración administrativa del abintestato.

La 2.ª, dedicada a la implementación del R. 650/2012, de sucesiones internacionales, así como el Reglamento (UE) núm. 1215/2012, referente del Derecho procesal europeo.

Desde la perspectiva extrajudicial, destaca la incorporación al Derecho español de los aspectos procesales, registrales y notariales nacionales, necesarios para poner en marcha el certificado sucesorio europeo.

El criterio esencial que ha seguido la norma, es la neutralidad y la flexibilidad. La ley española, permite al notario seguir su propia técnica sobre la base de la ampliación de los juicios que ha de emitir.

La Disposición Final 3.ª incorpora la ejecución de la mediación internacional previa elevación a escritura pública de su contenido, modificando al respecto la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.

Por ultimo mediante la disposición final 4.ª se modifica la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, para reconocer también el carácter oficial de las traducciones de documentos públicos extranjeros hechas o asumidas por las representaciones de España en el exterior o las hechas por representaciones extranjeras en España de documentos públicos de su propio Estado. Con ello se facilita la relación de los ciudadanos con las Administraciones Públicas, en especial cuando se trata de expedientes o procedimientos que se tramitan, al menos parcialmente, en el extranjero.

La Ley 24/2015, de Patentes, que entra en vigor el 1 de abril de 2017, en su disposición final 5.ª, vuelve modificar nuevamente en este punto la ley 2/2014.
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Título preliminar Disposiciones generales


 Artículo 1.  Objeto.




1. La presente ley regula la cooperación jurídica internacional entre las autoridades españolas y extranjeras.

2. Esta ley se aplica en materia civil y mercantil con independencia de la naturaleza del órgano jurisdiccional, incluyendo la responsabilidad civil derivada de delito y los contratos de trabajo.



El art. 1 de la LCJIC forma parte del Título Preliminar de la ley, en el que se contienen las disposiciones generales. Tiene como finalidad describir el contenido de la norma y precisar su ámbito de aplicación material.

En el primer apartado del precepto se establece que la ley regula la cooperación de autoridades españolas y extranjeras, esto es, que, a sensu contrario, no constituye el objeto de la ley regular la cooperación entre organismos que no tengan el rango de autoridad pública.

Al referirse genéricamente a la cooperación de autoridades, se pone simultáneamente de manifiesto que el contenido de la LCJIC no se limita al clásico ámbito del auxilio judicial. El concepto de autoridad se refiere tanto a órganos jurisdiccionales como a notarios y registradores, y la cooperación regulada es la cooperación jurídica y no únicamente la cooperación judicial. Ello se refleja con posterioridad en diversos preceptos de la norma. A título de ejemplo, el art. 9, referido a la transmisión de las solicitudes de cooperación, contempla en su apartado d) la transmisión de solicitudes de cooperación por conducto notarial, si ello es compatible con la naturaleza del acto de cooperación. El Título V de la Ley contiene asimismo sendos capítulos, el V. y VI., referidos, respectivamente, a la ejecución de documentos públicos y a la inscripción en Registros públicos.

El concepto de cooperación ha de entenderse, además, en sentido amplio, pues engloba la cooperación strictu sensu, que requiere necesariamente la actuación conjunta de autoridades de Estados distintos y se refiere esencialmente a la notificación de documentos y a la obtención de pruebas, así como a cuestiones en las que el elemento de cooperación es la finalidad de la norma (cooperación latu sensu). La Exposición de motivos a tal fin precisa que el concepto de cooperación jurídica internacional se utiliza de forma muy amplia en esta ley, lo que permite incluir materias que como la litispendencia y la conexidad internacionales, el reconocimiento y ejecución de sentencias o la información y prueba del Derecho extranjero, en sentido estricto, son ajenas al concepto indicado y que tradicionalmente se han regulado en otros cuerpos normativos, como la Ley de Enjuiciamiento Civil o la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se regulan, en efecto, en la LCJIC, la prueba de Derecho extranjero (Titulo II), la litispendencia y la conexidad (Título IV) y el reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales y documentos públicos (Título V). En estas cuestiones no interviene directamente ninguna autoridad extranjera. Sin embargo, ha de entenderse que la actuación de las autoridades españolas se inspira en estas materias en un espíritu de cooperación y colaboración que acaba erigiéndose en principio general de la LCJIC, tal y como subraya el art. 3.º. Ha de entenderse que, pese a las limitaciones derivadas del carácter estatal y unilateral de la norma, la finalidad de la misma es la consecución de una coordinación superadora del fraccionamiento jurídico derivado de la existencia de distintos ordenamientos estatales. LA LCJIC favorece, por tanto, la coordinación entre los procedimientos tramitados en España y en el extranjero (litispendencia y conexidad), la eficacia jurídica de las resoluciones y documentos extranjeros (reconocimiento y ejecución) y la clásica armonía internacional de soluciones, al establecer cauces para la información y prueba del Derecho extranjero. Ello, no implica, no obstante, que la cooperación necesariamente deba prestarse, pues se somete en cada caso a los requisitos y condiciones establecidas en la propia LCJIC, por más que en el establecimiento e interpretación de las mismas se adopten criterios abiertos y flexibles.

El segundo apartado del art. 1.º define el ámbito material de la norma. Ésta se aplica a las cuestiones civiles y mercantiles. El legislador se inspira aquí claramente en la definición que de la materia civil y mercantil realizan los instrumentos de cooperación civil adoptados en el seno de la Unión europea, siendo el instrumento principal el Reglamento 1215/2012 (Bruselas I). Se establece, en particular, que la naturaleza de la materia no depende del orden jurisdiccional al que venga atribuido su conocimiento en caso de controversia. Seguidamente, hay una referencia concreta a dos cuestiones que, como la responsabilidad civil derivada de delito o el contrato de trabajo, podrían suscitar dudas, por corresponder, al orden jurisdiccional penal (en concurrencia con el civil) y al orden social.

En principio, la Ley de cooperación jurídica se aplica a la totalidad de la materia civil y mercantil, sin distinciones. Abarca tanto cuestiones de Derecho de la persona y la familia como temas de Derecho patrimonial o de Derecho de sociedades. Ha de tenerse, no obstante, en cuenta el principio de especialidad recogido en el art. 2.b), a cuyo comentario nos remitimos.

La Exposición de Motivos contiene alguna aclaración adicional sobre esta cuestión. Puntualiza que el ámbito de aplicación de la LCJIC no comprende la regulación de actos de cooperación para facilitar la presentación de demandas, procesos concursales extranjeros, asistencia jurídica gratuita internacional, solicitudes de obtención de alimentos o sustracción internacional de menores. Respecto a estas materias la aplicación de la LCJIC es meramente subsidiaria.

Quedan asimismo fuera de la LCJIC, según la Exposición de Motivos, las funciones auxiliares a la Administración de Justicia de los funcionarios diplomáticos y consulares de carrera o por otras personas legalmente autorizadas, que también se rigen por su propia normativa, pese a que el artículo 15 LCJIC aclare las condiciones de ejecución de las mismas.

Tampoco se regulan en detalle los emplazamientos y comunicaciones judiciales dirigidos a Estados extranjeros, aunque el art. 27 se refiera a los mismos. La Exposición de Motivos hace referencia a la Convención de Naciones Unidas de 2 de diciembre de 2004, sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes, ratificada por España el 21 de septiembre de 2011, pese a no haber entrado en vigor. Tras la promulgación de la LCJIC la materia ha sido extensamente regulada en la LO 16/2015, de 27 de octubre sobre privilegios e inmunidades (BOE núm. 258, de 28 de octubre de 2015). El art. 54 de esta ley hace referencia al art. 27 LCJIC.

La LCJIC no proporciona, por lo demás, criterios para resolver los casos en los que la calificación de la materia puede generar dudas. Habida cuenta que la norma se inspira en la regulación contenida en los instrumentos de cooperación de la Unión Europea, tales supuestos podrían resolverse aplicando los criterios adoptados por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su jurisprudencia. El TJUE parte de un concepto amplio de materia civil y mercantil que comprende a las multas cuya finalidad es hacer cumplir una resolución judicial en materia civil y mercantil (As. C-406/09, Realchemie Nederland BV) o a indemnizaciones derivadas de violaciones del Derecho europeo de la competencia (As. C-302/13 FlyLAL- Lithuanian Airlines). La jurisprudencia europea ha establecido, por otra parte, que no se consideran civiles o mercantiles aquellas controversias en las que una de las partes es un sujeto de Derecho público que ha intervenido ejerciendo prerrogativas de Derecho Público (acta iure imperii) (As. 29/76, Eurocontrol y as. 814/79, Rüffer).

Pese a que los criterios adoptados por el Tribunal de Justicia pueden obviamente inspirar a los operadores jurídicos españoles ha de subrayarse, no obstante, que no resultan vinculantes, pues la LCJIC es una norma estatal que despliega sus efectos en el ámbito material no regulado por el Derecho de la Unión. Nada impediría, por consiguiente una evolución jurisprudencial que divergiera de la propugnada por el Tribunal de Justicia.

Artículo 2.  Fuentes




La cooperación jurídica internacional en materia civil y mercantil se rige por:


	
a)  Las normas de la Unión Europea y los tratados internacionales en los que España sea parte.


	
b)  Las normas especiales de Derecho interno.


	
c)  Subsidiariamente, por la presente Ley.






El art. 2.º de la LCJIC pone de manifiesto el carácter subsidiario de la LCJIC, pues ésta se refiere a un ámbito material profusamente regulado en normas de la Unión Europea y en Tratados internacionales, que, por mor de los principios de primacía y jerarquía normativa, prevalecen sobre la misma. A nivel interno, existen asimismo disposiciones referidas a ámbitos materiales concretos que se aplican de manera preferente en virtud del principio de especialidad.

Puesto que la LCJIC regula diversas cuestiones, las normas de la Unión Europea que prevalecen divergen según las materias. Respecto a las notificaciones de documentos judiciales y extrajudiciales se trata del Reglamento (CE) no 1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil (notificación y traslado de documentos) y por el que se deroga el Reglamento (CE) no 1348/2000 del Consejo (DO L 324, 10.12.2007). Este Reglamento se aplica en las relaciones con los Estados miembro de la Unión Europea, a excepción de Dinamarca, que, en virtud de lo establecido en el Protocolo sobre la posición de Dinamarca anejo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, no participa en las medidas adoptadas en el ámbito de la cooperación civil. En relación a Dinamarca es aplicable el Acuerdo entre la Comunidad Europea y el Reino de Dinamarca relativo a la notificación y al traslado de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil hecho en Bruselas el 19 de octubre de 2005 (DO L300, de 17 de noviembre de 2005).

En materia de obtención de pruebas el instrumento aplicable entre los Estados de la Unión Europea, a excepción de Dinamarca, es el Reglamento (CE) núm. 1206/2001, del Consejo, de 28 de mayo de 2001, relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil y mercantil (DO L14, de 27 de junio de 2001; modificado DO L304, de 14 de noviembre de 2008).

Respecto a la litispendencia y la conexidad así como en materia de reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales se aplican con carácter prioritario distintos Reglamentos de la Unión Europea según el concreto ámbito material al que se refiera el procedimiento o la decisión extranjera.

Con carácter general, en materia patrimonial, prevalece sobre la LCJIC el Reglamento (UE) n ° 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (DO L 351 de 20.12.2012). Respecto a Dinamarca rige en esta materia el Acuerdo entre la Comunidad Europea y el Reino de Dinamarca relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil hecho en Bruselas el 19 de octubre de 2005 (DO L 299, de 16 de noviembre de 2005).

En materia matrimonial y respecto a la responsabilidad parental rige el Reglamento núm. 2201/2003 de 27 de noviembre de 2003, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento núm. 1347/00 (DO L 338 de 23 de diciembre de 2003). Las obligaciones de alimentos se regulan en el Reglamento (CE) núm. 4/2009 del Consejo, de 18 de diciembre de 2008, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones y la cooperación en materia de obligaciones de alimentos (DO L 7 de 10 de enero de 2009). Ninguno de estos instrumentos es aplicable respecto a Dinamarca. Ni este país, ni el Reino Unido, ni Irlanda tampoco participan en el Reglamento (UE) núm. 650/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los documentos públicos en materia de sucesiones mortis causa y a la creación de un certificado sucesorio europeo (DO L 201 de 27 de julio de 2012). Finalmente, y por lo que respecta al ámbito concursal, hay que hacer referencia al Reglamento (CE) 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre procedimientos de insolvencia (DO L 160 de 30 de junio de 200, DO L 176, de 5 de julio de 2002, DO L 236, de 23 de septiembre de 2003, modif. regl. 517/2013, de 13 de mayo de 2013, Do L 158, de 10 de junio de 2013) y a su sucesor, el Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, sobre procedimientos de insolvencia (DO L 141, de 5 de junio de 2015).

En las materias reguladas por la LCJIC están también en vigor numerosos Tratados internacionales que prevalecen sobre la misma en virtud del principio de jerarquía normativa. No es posible una enumeración exhaustiva de los mismos pues pueden ser de carácter multilateral o bilateral y referirse al conjunto de la materia civil y mercantil o a cuestiones concretas. Existen, asimismo, diferentes normas convencionales en relación a cada uno de los sectores que, de manera conjunta, se abordan en la LCJIC.

Por el elevado número de Estados contratantes es, no obstante, obligada la referencia a sendos instrumentos de la Conferencia de La Haya de Derecho internacional privado en materia de notificaciones y obtención de pruebas. Se trata del Convenio relativo a la notificación o traslado en el extranjero de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil y mercantil, hecho en La Haya el 15 de noviembre de 1965 (BOE núm.203, de 25 de agosto de 1987, corr. de errores BOE núm. 88, de 13 de abril de 1989) y el Convenio relativo a la obtención de pruebas en el extranjero en materia civil o mercantil, hecho en La Haya el 18 de marzo de 1970 (BOE núm. 203, de 25 de agosto de 1987). El estado de ratificaciones y adhesiones puede consultarse en la página web de la Conferencia de La Haya (www.hcch.net). Respecto a estas mismas materias y en relación a Iberoamérica ha de tenerse especialmente en cuenta la Convención interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias, hecha en Panamá el 30 de enero de 1975 (BOE núm. 195, de 15 de agosto de 1987).

Conforme al apartado b) del artículo 2.º hay que dar asimismo prioridad sobre la LCJIC a las normas especiales de Derecho interno. La Disposición Adicional Primera de la LCJIC enumera, sin ánimo de exhaustividad, tales disposiciones. Dicha norma ha de relacionarse con la Disposición Derogatoria Única conforme a la cual quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo dispuesto a la LCJIC. En virtud del art. 2 .º b) ha de entenderse que la Disposición Derogatoria Única ha de excepcionarse, si tales normas tienen el carácter de normas especiales, esto es, si dentro de la materia civil y mercantil se refieren a una materia concreta. Por otra parte ha de tenerse en cuenta que según la Exposición de motivos de la LCJIC el ámbito de aplicación de la LCJIC no comprende la regulación de actos de cooperación para facilitar la presentación de demandas, procesos concursales extranjeros, asistencia jurídica gratuita internacional, solicitudes de obtención de alimentos o sustracción internacional de menores.

La Disposición Adicional Primera realiza, como decíamos, una enumeración no exhaustiva de las principales normas especiales que son de aplicación prioritaria. Técnicamente, se trata de un precepto poco depurado, pues hace referencia a preceptos que en ocasiones regulan cuestiones no contempladas por la LCJIC y respecto a la cuales no se plantea, por consiguiente, ningún conflicto normativo. Se refleja, por consiguiente, en este punto la precipitación que presidió la elaboración y el proceso de promulgación de la LCJIC.

Se dispone que prevalecen sobre la LCJIC los artículos 199 a 203(sic) de la Ley 22/2004, de 9 de junio concursal. Ha de entenderse que la referencia es a la totalidad del Título IX que contiene las normas de Derecho internacional privado (arts.199 a 230).

También son de aplicación preferente los arts. 25 a 31 de la Ley 54/2007, de Adopción internacional, que regulan los efectos en España de las adopciones constituidas en el extranjero. Al respecto han de tenerse en cuenta las importantes modificaciones introducidas por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia (BOE núm. 180, de 29 de junio).

Prevalecerán asimismo sobre la LCJIC los arts. 94 a 100 de la Ley 20/2011, de 21 de julio del Registro Civil, cuando y si esta norma finalmente entra en vigor el 30 de junio de 2017, tal y como prevé la Disposición Final 4.º núm. 12 de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de jurisdicción voluntaria.

Es asimismo de aplicación prioritaria, según el apartado d) de la Disposición Adicional 1.ª de la LCJIC, el art. 67.1 de la Ley General para la Defensa de los consumidores y usuarios. En este precepto se establece que cuando no se haya podido determinar el contenido de la ley extranjera se aplicará subsidiariamente la ley material española. Esta regla incide, por consiguiente, sobre la misma cuestión regulada en el art.33.3 de la LCJIC, a cuyo comentario nos remitimos.

Según el apartado e) de la Disposición Adicional Primera también se ha de aplicar con carácter preferente el art. 46 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre de Arbitraje. Esta disposición se refiere al exequátur de laudos extranjeros. Tras definir cuando son extranjeros los laudos, la Ley de arbitraje remite, respecto a su reconocimiento, al régimen establecido en el Convenio de Nueva York, de 10 de junio de 1958 u otros Convenios internacionales más favorables, y en cuanto al procedimiento al establecido en el ordenamiento procesal civil para las sentencias extranjeras. No se establece, por consiguiente, un régimen distinto que prevalezca en virtud del principio de especialidad, por lo que el tenor del apartado e) de la LCJIC puede resultar equivoco.

El apartado f) de la citada Disposición Adicional remite en bloque, y sin mayor precisión, a las reglas reguladoras de la inscripción de documentos extranjeros, contenidas en la Ley y Reglamento hipotecarios, en el Código de comercio y en el Reglamento del Registro Mercantil. Las disposiciones de estos cuerpos legales son de aplicación prioritaria en la medida en que sean incompatibles con las disposiciones de la LCJIC.

También es en bloque la remisión a la Ley 15/2015, de 2 de julio, de Jurisdicción voluntaria que se aprobó pocos días antes que la LCJIC. Lamentablemente ambas normas se tramitaron en paralelo y de forma descoordinada lo que conduce a bastantes contradicciones que habrán de resolverse dando preferencia a lo estipulado en la Ley de Jurisdicción Voluntaria.

Finalmente, hay que hacer mención al apartado c) del art. 2.º que establece el carácter subsidiario de la LCJIC. Este carácter subsidiario ha de entenderse de dos formas. En primer lugar, significa que la LCJIC es aplicable siempre que la materia no esté regulada, ni en las normas de la Unión Europea o en Tratado internacional, ni en ninguna norma especial de Derecho interno.

En segundo término, nada obsta a la aplicación de la LCJIC para completar una regulación europea, internacional e interna, siempre que con ello no se rompa la coherencia interna de la regulación y, en el caso de las normas de la Unión, se perjudique a su efecto útil. Ello puede ocurrir con relativa frecuencia. Algunos Convenios en materia de reconocimiento y ejecución de sentencias remiten, respecto al procedimiento, a las disposiciones del Derecho de los Estados contratantes. Así ocurre, por ejemplo, en el Convenio bilateral con la República de Túnez (BOE núm. 52, de 1 de marzo de 2003), que, tras regular las condiciones para el reconocimiento, remite respecto al procedimiento de exequátur a la ley del Estado requerido. Ello implica que es plenamente operativo lo dispuesto en el capítulo IV del Título V de la LCJIC, salvo por lo que respecta al órgano funcionalmente competente, puesto que el Convenio establece que el exequátur se solicitará siempre ante el Juez de Primera Instancia, mientras que, según el art. 52.2 de la LCJIC, lo serán los Juzgados Mercantiles, si la resolución extranjera versa sobre materias de su competencia.

En otras ocasiones habrá de entenderse aplicable lo dispuesto en la LCJIC para integrar una laguna de la norma que, en principio, rige. Está, en este sentido, resultando especialmente útil en la práctica el art. 24.2 de la LCJIC, que establece que, transcurridos seis meses desde la fecha de la remisión de la demanda a un Estado extranjero a efectos de notificación, podrá proveerse a solicitud de parte interesada, pese a que no se haya podido certificar que la notificación ha tenido lugar. Esta cuestión no se regula, por ejemplo, en la Convención de Panamá y hasta la promulgación de la LCJIC tenía paralizados numerosos procedimientos judiciales, con grave menoscabo al derecho a la tutela judicial efectiva de la parte actora.

Artículo 3.  Principio general favorable de cooperación.




1. Las autoridades españolas cooperarán con las autoridades extranjeras en las materias objeto de esta ley conforme a lo establecido en el artículo anterior.

2. Pese a no exigirse reciprocidad, el Gobierno podrá, mediante real decreto, establecer que las autoridades españolas no cooperarán con las autoridades de un Estado extranjero cuando exista una denegación reiterada de la cooperación o prohibición legal de prestarla por las autoridades de dicho Estado.

3. En la interpretación y aplicación de la presente ley se procurará asegurar una tutela judicial internacionalmente efectiva de los derechos e intereses legítimos de los particulares.

4. Todas las solicitudes de cooperación jurídica internacional se llevarán a cabo y ejecutarán sin dilación, de acuerdo con los principios de flexibilidad y coordinación.



El art. 3 es un precepto fundamental de la LCJIC, pues explicita los principios y valores que la inspiran. Establece el que denomina principio general de cooperación que ha de entenderse de manera distinta en función de si se refiere a materias de cooperación strictu o latu sensu. Como se ponía de relieve en el comentario al art.1.1, en algunas de las cuestiones reguladas por la LCJIC, singularmente por lo que respecta a las notificaciones y la obtención de pruebas, la cooperación resulta ineludible, pues solo mediante la misma podrán superarse los límites territoriales de la jurisdicción. De ahí que estemos en presencia de ámbitos de cooperación strictu sensu. Cuando no se trate de realizar actos procesales en el extranjero, no es en rigor necesaria la cooperación con autoridades extranjeras. La cooperación es, sin embargo, el objetivo de la norma, ya se trate de favorecer la coordinación de procedimientos españoles y extranjeros mediante reglas de litispendencia o conexidad internacionales, se facilite la validez extraterritorial de resoluciones judiciales o documentos extranjeros mediante un régimen flexible de reconocimiento de las mismas o se propicie la armonía internacional de soluciones mediante normas que coadyuven en la información y prueba del Derecho extranjero.

No ha de entenderse, sin embargo, que la LCJIC impone una cooperación en todos los casos. Ha de tenerse especialmente en cuenta que la LCJIC se aplica en las relaciones con Estados con los que no existe ninguna vinculación, ni por la pertenencia a una organización supranacional como la Unión Europea, ni a través de Tratado internacional. No son, por tanto, aplicables a dichas relaciones, ni el principio de confianza mutua que preside la construcción del espacio europeo de seguridad, justicia y libertad, ni ninguna inexistente obligación general de cooperación que emana del Derecho Internacional general, tal y como equívocamente proclama la Exposición de motivos de la LCJIC.

El principio general de cooperación que inspira a la LCJIC no obedece a ninguna obligación que se haya impuesto a la voluntad del legislador español, sino que ha de entenderse como una disposición favorable a cooperar que, como veremos, tiene como finalidad asegurar la tutela judicial efectiva de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos. Como principio general se proyecta sobre la totalidad de la regulación contenida en la norma y significa que el ordenamiento jurídico español parte de una presunción favorable al auxilio judicial internacional, a la coordinación con procedimientos extranjeros y a la validez extraterritorial de resoluciones judiciales y documentos públicos, sujeta, sin embargo, a las condiciones, tanto formales como sustantivas, establecidas por la propia LCJIC. Estará, por consiguiente, justificado denegar la cooperación si no se cumplen dichas condiciones y no se superan los controles establecidos en la norma.

En el segundo apartado de la norma se establece que la cooperación no depende de la reciprocidad, esto es, que la suerte de, por ejemplo, una petición de una autoridad extranjera para que se dé traslado a un documento o se practique una prueba no varía según el trato que reciba una petición análoga proveniente de una autoridad española. Tampoco es relevante la reciprocidad para la apreciación de la litispendencia internacional o el reconocimiento de una sentencia extranjera. Se rompe, por consiguiente, con un principio fundamental en la regulación anterior, establecido en los arts. 276 LOPJ y siguientes antes de su modificación por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, que modifica la Ley Orgánica 6/1986, de 1 de julio, del Poder Judicial, así como respecto al exequátur en los arts. 951 y ss. de la Ley de enjuiciamiento civil de 1881, derogados por la propia LCJIC.

La derogación de la reciprocidad se justifica en tanto ésta es, esencialmente, un instrumento de retorsión que se equivoca de destinatario, pues el principal perjudicado de una denegación de cooperación no es el Estado que la causa sino el ciudadano, que no puede, por ejemplo, hacer valer una sentencia extranjera por el hecho de que las sentencias españolas no son reconocidas en el Estado del que es originaria, cuestión ésta de la que difícilmente puede ser considerado responsable. La aplicación de la reciprocidad no parece, en efecto, adecuada en el ámbito de la Justicia civil, mientras que sí podría justificarse en el ámbito penal por la prevalencia en el mismo de intereses públicos, de mantenimiento del orden social. Sólo excepcionalmente, y por consideraciones de política exterior, se faculta al Gobierno a reintroducir, por Real Decreto, la reciprocidad, estableciendo que no se cooperará con autoridades extranjeras si en ese Estado extranjero existe una denegación reiterada de cooperación o una prohibición legal de prestarla. Como subraya la Exposición de Motivos de la LCJIC se priman así los intereses de la ciudadanía en ver asegurados y protegidos sus derechos, incluido el derecho a la tutela judicial efectiva, con independencia de la actitud más o menos colaborativa de determinados Estados.

La tutela internacionalmente efectiva de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos, a la que se refiere el apartado 3.º del art. 3.º de la LCJIC, es la finalidad que justifica la cooperación jurídica internacional en materia civil. Los particulares tienen, en efecto, un interés legítimo en la consecución de soluciones jurídicas superadoras de las fronteras estatales, y es éste, y no una inexistente obligación internacional de cooperación, el fundamento de la actitud abierta y flexible de la que hace gala el legislador en la LCJIC. Por consiguiente, los operadores jurídicos y especialmente las autoridades a las que se dirige la LCJIC deben, en caso de duda, resolver de la forma más beneficiosa para dichos derechos e intereses legítimos.

En el 4.º apartado del art. 3.º se llama a una tramitación sin dilaciones, flexible y coordinada de las solicitudes de cooperación jurídica internacional. Puesto que no se establecen sanciones se trata de una invocación a fines docentes, cuya eficacia es limitada.

Artículo 4.  Comunicaciones judiciales directas.




Los órganos jurisdiccionales españoles estarán habilitados para el establecimiento de comunicaciones judiciales directas, respetando en todo caso la legislación en vigor en cada Estado. Se entiende por comunicaciones judiciales directas aquéllas que tienen lugar entre órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros sin intermediación alguna. Tales comunicaciones no afectarán ni comprometerán la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados ni los derechos de defensa de las partes.



1.  INTRODUCCIÓN

Una de las novedades más relevantes de la vigente Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil (1) , que se contiene, con diferente calado, en su Preámbulo II y en sus arts. 4, 9 c), 12.2, 35 y 36, lo es la relativa a las comunicaciones judiciales directas. Más en concreto, tales comunicaciones se regulan en el art. 4 y se mencionan dentro de los arts. 12.2, 35 y 36.

También en el campo de la sustracción internacional de menores, tras la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la jurisdicción voluntaria (2) , aparecen mencionadas por primera vez, y de forma coordinada, las comunicaciones judiciales directas con la finalidad de mejorar la gestión de este tipo de procedimientos, en conexión con el recurso a redes de cooperación y jueces de enlace (3) .

Esta materia no era objeto de regulación ni en el Anteproyecto de Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil de 22 de diciembre de 1997, revisado tras Dictamen del Consejo de Estado núm. 176/97, ni a nivel académico, en las denominadas propuestas de la Universidad Autónoma de Madrid de 2001 y 2012 (4) .

La Ley 29/2015, de 30 de julio, que asume un patrón propio y distinto de previas propuestas externas al Ministerio de Justicia, ha venido a llenar un vacío normativo interno que, en sí mismo, suponía un obstáculo a la efectiva cooperación judicial internacional cuando debía de ponerse en práctica. Ello no quiere decir que no hubiera normativa internacional previa de referencia en el campo de las comunicaciones judiciales directas, en ocasiones integrada en nuestra normativa interna, ni que la práctica internacional no hubiera ya desarrollado protocolos de actuación, ni que determinados organismos internacionales hubieran producido materiales consistentes en este campo.

La exposición de motivos de la Ley 29/2015, de 30 de julio, se refiere, por ejemplo, a los arts. 11(6), (7) y 15 del Reglamento (CE) núm. 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) núm. 1347/2000 (5) , y a los arts. 8, 9 y 31 del Convenio de La Haya, de 19 de octubre de 1996, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y la cooperación en materia de responsabilidad parental y de medidas de protección de los niños (6) , sin olvidar mencionar los trabajos de la Conferencia de La Haya, pero a nivel de antecedentes son muchas las referencias posibles. Por ejemplo, en referencia al ámbito aplicativo del Reglamento (CE) núm. 1346/2000 del Consejo de la Unión Europea, de 29 de mayo de 2000, sobre procedimientos de insolvencia (7) , cuya versión actual lo es el Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 2015 sobre procedimientos de insolvencia (texto refundido) (8) , cuya fecha de aplicación será con carácter general el 26 de junio de 2017 en toda la Unión Europea (UE) con la excepción de Dinamarca, podemos indicar la existencia de las denominadas "Court-to-Court Guidelines: European Communication and Cooperation Guidelines for Cross-Border Insolvency" (julio 2007), o directrices preparadas bajo los auspicios de INSOL (Federación Internacional de Profesionales en materia de Insolvencia) Europe’s Academic Wing por los profesores Bob Wessels y Miguel Virgós en julio de 2007, y que tenían el predominante objetivo de permitir a los tribunales y liquidadores el operar eficiente y efectivamente en casos transfronterizos de insolvencias dentro del contexto del Reglamento sobre insolvencias de la UE (9) .

De cara al futuro, y en el proceso de posible reforma del Reglamento núm. 2201/2003, la Propuesta de Reglamento del Consejo relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental, y sobre la sustracción internacional de menores (refundición), publicada el 30 de junio de 2016 (10) , apuesta de forma decidida por facilitar la cooperación entre las autoridades centrales o por facilitar una comunicación directa entre el juez y el tribunal competente en el Estado miembro de origen para evaluar las medidas "acuerdos ad hoc" establecidas en el Estado miembro al que el niño debería ser restituido.

Se plantean así nuevas posibilidades para las comunicaciones judiciales directas, a las que se considera aptas para aumentar la eficacia y mejorar el funcionamiento del denominado mecanismo de prevalencia.

2.  LA GÉNESIS NORMATIVA

Durante la tramitación de la Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil no se mantuvo una unívoca conceptuación de las comunicaciones judiciales directas, y la redacción final estuvo influenciada por dos informes de relevancia (11) .

Son públicas las versiones del Anteproyecto informado en Consejo de Ministros, en primera vuelta, de 4 de julio de 2014, y la del Proyecto de Ley de 24 de abril de 2015 (12) .

Un texto definitivo no se logró hasta la versión del Proyecto de Ley de 24 de abril de 2015, que se cerró tras dos informes claves a este respecto, el Dictamen del Consejo de Estado de 26 de marzo de 2015 y el informe del Consejo General del Poder Judicial, (CGPJ), de 30 de septiembre de 2014 (13) . Dicho texto definitivo no solo era comprensivo del art. 4 sino afectante a los arts. 12.2, 35 y 36 tal y como venían redactados del Anteproyecto de 4 de julio de 2014.

Respecto de estos últimos preceptos hubo una clara inclusión en los mismos de la cuestión relativa a las comunicaciones judiciales directas en función de las observaciones aceptadas al efecto del informe del Consejo de Estado de 26 de marzo de 2015, en materia de tramitación de solicitudes de cooperación y de solicitudes de información de Derecho extranjero y español. Se admitió así la inclusión de las comunicaciones judiciales directas en tales ámbitos.

También hay que reseñar que fue en la versión del art. 4 del Proyecto de Ley de 24 de abril de 2015 donde se aceptó la sugerencia del Consejo de Estado de refundir en un solo apartado los tres que tenía el antes proyectado previo art. 4 y en la que se aceptó la sugerencia del CGPJ de añadir como garantía o salvaguardia la relativa a los derechos de defensa de las partes (14) .

La evolución del texto del art. 4 tal y como se contenía en el Anteproyecto de 4 de julio de 2014 con respecto al Proyecto de 24 de abril de 2015 fue más que positiva.

En el primer texto la redacción y estructura eran las siguientes:


Artículo 4. Comunicaciones judiciales directas.

1. Se entiende por comunicaciones judiciales directas aquellas que tienen lugar entre órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros sin intermediación alguna.

2. Los órganos jurisdiccionales españoles estarán habilitados para el establecimiento de comunicaciones judiciales directas.

3. El establecimiento de comunicaciones judiciales directas deberá respetar la legislación en vigor en cada Estado y no afectará ni comprometerá la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados.



En el Proyecto de 24 de abril de 2015 la versión final era de este tenor:


Artículo 4. Comunicaciones judiciales directas.

Los órganos jurisdiccionales españoles estarán habilitados para el establecimiento de comunicaciones judiciales directas, respetando en todo caso la legislación en vigor en cada Estado. Se entiende por comunicaciones judiciales directas aquéllas que tienen lugar entre órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros sin intermediación alguna. Tales comunicaciones no afectarán ni comprometerán la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados ni los derechos de defensa de las partes.



Esta evolución descriptiva y organizativa del texto, se aprecia igualmente en las redacciones finales de los arts. 12.2, 35.1 y 36.1 de la Ley 29/2015, de 30 de julio (15) .

La cuestión relativa a las comunicaciones judiciales directas mereció, durante la tramitación del texto, especiales comentarios de relevantes instituciones. Así, en el Informe de fecha 30 de septiembre de 2014 del Consejo Fiscal, en relación al Anteproyecto de 2014 se considera muy positiva la idea de incorporar expresamente una habilitación general a todos los órganos jurisdiccionales españoles para comunicarse directamente con autoridades de otros Estados con el único límite de sus respectivos marcos legales y de la independencia judicial siguiendo el modelo ya adoptado por los Reglamentos comunitarios y Convenios de La Haya en la materia que forman parte del ordenamiento jurídico español. Esta habilitación general permite al órgano judicial saber que puede e incluso debe, cuando fuera necesario, comunicarse internacionalmente lo que facilitará la comprensión y permitirá que el órgano jurisdiccional español cuente con información relevante y de primera mano proporcionada directamente, y sin intermediarios, de su homólogo en otro país con los consiguientes beneficios para la buena administración de justicia.

Mención aparte merecen las alegaciones efectuadas en julio de 2014 al Anteproyecto de 4 de julio de 2014 por parte de la Red Española de Secretarios Judiciales en Cooperación Internacional (RESEJ), respecto del art. 4, en cuanto se solicitaba sustituir la expresión de "órganos jurisdiccionales" por la de "órganos judiciales u oficinas judiciales" en el ámbito de la legitimación activa y pasiva referida a las comunicaciones judiciales directas. Se propuso entonces tal sustitución para poder integrar tanto a los tribunales como a los servicios procesales dependientes de los secretarios Judiciales.

Precisamente, en las conclusiones de las IV jornadas RESEJ de 2014 y con referencia al Anteproyecto de Ley sobre cooperación jurídica internacional civil se hacía constar cómo se había solicitado expresamente de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia que tomase en cuenta las alegaciones formuladas por la RESEJ en relación al Anteproyecto de ley sobre Cooperación Jurídica Internacional en materia civil. En particular, se señalaba que entre otras cuestiones relevantes, la Red entiende que un proyecto de esta naturaleza no debe omitir una referencia expresa a los Secretarios Judiciales como Autoridad Judicial a los efectos de la cooperación jurídica internacional, en tanto pieza angular del proceso civil después de las importantes competencias conferidas a los Secretarios Judiciales por la Ley 13/2009.

Todo lo relativo a las comunicaciones judiciales directas pasó desapercibido en determinados informes emitidos durante la tramitación de la norma. Así, en el informe de 29 de julio de 2014 del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación al Anteproyecto de 4 de julio de 2014, en el informe de 17 de noviembre de 2014 al Anteproyecto de 4 de julio de 2014 por parte del Observatorio de la Justicia y de los Abogados del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid y en el informe del Consejo General de Procuradores de noviembre de 2014, no hay menciones ni positivas ni negativas al tema de las comunicaciones judiciales directas. Lo mismo se puede decir de informes emitidos con posterioridad al Proyecto de Ley de 4 de julio de 2014, tales como el informe de 3 de diciembre de 2014 del Consejo General del Notariado, el informe de 18 de diciembre de 2014 del Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España y el Informe de 10 de marzo de 2015 del Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España.

En el terreno de las enmiendas, durante la tramitación parlamentaria del Proyecto de Ley de 24 de abril de 2015, se rechazaron dos enmiendas. Una lo fue la enmienda al art. 4 presentada el 9 de junio de 2015 al Congreso de los Diputados por parte del Grupo parlamentario Convergència i Unió que pretendía modificarlo. El objetivo de la enmienda era dar legitimación, aparte de a los órganos jurisdiccionales españoles, a las "instituciones que colaboran con la Administración de Justicia, como los procuradores de los Tribunales y sus colegios profesionales", con la justificación de que "en la medida de que los procuradores de los Tribunales se consideran cooperadores de la Justicia, según el título II del Libro VII de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es conveniente que se incluyan como habilitados en el establecimiento de comunicaciones judiciales. Más teniendo en cuenta que el mismo art. 543 de la misma LEC les reconoce la facultad exclusiva de representación, así como la facultad de realizar actos de comunicación".

Idéntica redacción tuvo en el Senado la enmienda número 17 del Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de Convergència i d’Unió (GPCIU, y formulada al amparo de lo previsto en el art. 107 del Reglamento del Senado, que también fue rechazada.

3.  CONCEPTUACIÓN DE LAS COMUNICACIONES JUDICIALES DIRECTAS

El art. 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, contiene una simple pero exhaustiva definición que da cobertura a todo tipo de comunicaciones judiciales directas entendidas como aquellas que tienen lugar entre órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros sin intermediación alguna y en un marco de salvaguardias respetuosas con la legislación en vigor en cada jurisdicción, con los Derechos de defensa de las partes y con la independencia de los órganos jurisdiccionales.

Dos elementos son destacados en tal conceptuación. De un lado, no hay límites a la posibilidad de uso de esta técnica por parte de todos los órganos jurisdiccionales españoles sin excepción (16) , y de otro lado, se recalca la exclusión de intermediaciones, frente a vías tradicionales de cooperación que implican la intervención de otras autoridades, generalmente administrativas.

Éste último elemento es muy importante para algún sector doctrinal que las define como "comunicaciones entre dos autoridades judiciales de distintos países que se desarrollan sin la intervención de una autoridad administrativa (autoridades intermediarias), como es el caso habitual de los exhortos internacionales que tramitan usualmente a través de Cancillerías y/o Autoridades Centrales designadas por el propio país (generalmente administrativas)" (17) .

Un tercer factor o elemento, el de los medios de comunicación, hace que algunas definiciones de las comunicaciones judiciales directas vayan referidas al alcance de los medios de transmisión que se utilizan para su puesta en práctica. Así, en el ámbito de la Cumbre Judicial Iberoamericana, la Asamblea Plenaria de la XVII edición de Santiago de Chile que tuvo lugar los días 2 al 4 de abril de 2014 aprobó el Protocolo Iberoamericano de cooperación judicial internacional en el cual aparece la siguiente definición: "Comunicaciones Judiciales Directas: Las comunicaciones realizadas a través de teléfono, correo electrónico o enlace de video directamente entre dos jueces de distinta jurisdicción".

En el ámbito de la Conferencia de La Haya, las comunicaciones judiciales directas se han ligado al desarrollo de la Red Internacional de Jueces de la Conferencia de La Haya marcándose una línea divisoria entre las que van referidas a un caso específico y las de alcance general. Las primeras hacen referencia a las comunicaciones relativas a un caso específico que tienen lugar entre jueces en actividad y las de alcance general consisten, por ejemplo, en compartir información general de la Red o proveniente de la Oficina Permanente de la Conferencia de La Haya con sus colegas o en mantener informada a la Conferencia de novedades nacionales afectantes al trabajo de la Conferencia. Dentro de esta categoría, son muy variadas las posibilidades de comunicaciones generales que comprenderían incluso la participación en seminarios judiciales internacionales, redacción de artículos divulgativos, formación de operadores nacionales, mantenimiento de contacto regular con autoridades centrales, información sobre Derecho extranjero, etc.

4.  EL MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL

4.1.  Introducción

Sin alcanzar el significado que hoy tienen las que denominamos como comunicaciones judiciales directas, pueden considerarse antecedentes normativos remotos el párrafo cuarto del artículo segundo del Convenio sobre la obtención de alimentos en el extranjero elaborado en el seno de las Naciones Unidas el 20 de junio de 1956, en la ciudad de Nueva York (18) , el art. 10 del Convenio de 5 de octubre de 1961 sobre Competencia de Autoridades y Ley Aplicable en Materia de Protección de Menores (19) , y el Convenio de La Haya de 18 de marzo de 1970 sobre obtención de pruebas en el extranjero en asuntos civiles y mercantiles (20) , en cuanto fijó un sistema de comunicación internacional directa por medio de escritos entre una autoridad judicial requirente y una autoridad central requerida que, a su vez, podía ser otra autoridad judicial previamente designada como autoridad central.

De forma muy destacada, en el escenario de las insolvencias transfronterizas las comunicaciones judiciales directas han venido experimentado un desarrollo notable en el terreno práctico desde los años noventa. Asumiendo que el Protocolo Maxwell pudo ser el primer ejemplo de este tipo de cooperación entre tribunales de Estados distintos que salvaguardan sus respectivas jurisdicciones (21) , han existido muchos desarrollos posteriores que han coordinado las prácticas de procesos de insolvencia pendientes a la vez en distintos Estados con un reflejo evidente en la Ley Modelo sobre insolvencias transfronterizas que aprobó la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) el 30 de mayo de 1997 (22) .

En el ámbito de la ya mencionada Cumbre Judicial Iberoamericana y de la Asamblea Plenaria de la XVII edición de Santiago de Chile de 2014, que aprobó el Protocolo Iberoamericano de Cooperación Judicial Internacional, su capítulo V está dedicado a las herramientas de cooperación judicial internacional y los anexos 5.b (Lineamientos emergentes y principios sobre comunicación judicial) y 5.c (Directrices aplicables a las comunicaciones entre tribunales en procesos internacionales), van dedicados al tema de las comunicaciones judiciales.

Son dos los campos de trabajo que esencialmente han focalizado los últimos años la cuestión relativa a las comunicaciones judiciales directas. Uno, el relativo a insolvencias transfronterizas, ya indicado, y otro, centrado en temas cooperación jurídica internacional por referencia al Derecho internacional privado y, más en concreto, en áreas de Derecho de familia y menores.

Junto a ellos, hay un elevado número de guías prácticas, protocolos, bench books, principios generales y/o herramientas similares dedicadas a dar forma a aspectos prácticos en el desenvolvimiento de este tipo de comunicaciones y que se mencionan en el epígrafe V.

Dos referencias finales han de hacerse en lo relativo a precedentes por referencia al Consejo de Europa y a la Conferencia de La Haya, ya que han sido pocos los foros internacionales, al margen de las cuestiones de insolvencias transfronterizas, donde las comunicaciones judiciales directas han encontrado un reflejo consistente y, de una u otra forma, han sido reguladas.

4.2.  El Consejo de Europa

En el caso del Consejo de Europa, ésta era una temática que no había sido abordada en forma alguna en el terreno del Derecho sustantivo hasta el año 2015. Sería durante la 95.ª reunión de la Oficina Permanente del Comité de Cooperación Legal del Consejo de Europa (CDCJ) de 22 de mayo de 2014, donde por vez primera se plantea la posibilidad de realizar trabajos autónomos respecto del tópico de las comunicaciones judiciales directas. Tal cuestión sigue hoy en debate y, a falta de resultados concretos de forma autónoma, las comunicaciones judiciales directas encontraron acogida en el Consejo de Europa por la vía de una Recomendación de gran importancia sobre relocation (23) .

En dicha Recomendación se incluyen previsiones en el parágrafo 11 dentro del marco de las disputas sobre relocation acerca de la especial consideración que debería de darse a la facilitación de las comunicaciones judiciales directas entre autoridades de los Estados miembros en casos de relocation internacional.

En el memorándum anexo a la misma y con más detalle y apoyo fundamentado se indica que (Principio 11.80) las comunicaciones judiciales directas facilitarían la cooperación a través del intercambio de información entre las autoridades competentes de los Estados miembros, informándoles sin demora de las decisiones particulares tomadas para resolver un conflicto en casos de relocation, y se contiene también en el Principio 11.82 una clara referencia a recomendaciones que fueron hechas en relación a las comunicaciones judiciales directas durante la Conferencia Plenaria de la Red Internacional de Jueces de la Conferencia de La Haya que celebró el 15.º Aniversario de dicha Red y que tuvo lugar en Windsor del 17 al 19 de julio de 2013.

4.3.  La Conferencia de La Haya

La Conferencia de La Haya es el organismo internacional que más ha trabajado durante los últimos años de forma consistente en el campo de las comunicaciones judiciales. Fruto de tal actividad lo son los "Lineamientos Emergentes, relativos al desarrollo de la Red Internacional de Jueces de La Haya y Principios Generales sobre Comunicaciones Judiciales, que comprende las salvaguardias comúnmente aceptadas para las Comunicaciones judiciales directas en casos específicos, en el contexto de la Red Internacional de Jueces de La Haya" (24) . Dichos Lineamientos, publicados en 2013, fueron adoptados por la Conferencia de La Haya en la conclusión número 68 de la Comisión Especial de 2011, sobre el Convenio de 25 de octubre de 1980, y supusieron la culminación de un proceso iniciado tras la Quinta Reunión de la Comisión Especial que daba cobertura a los Convenios de La Haya de 25 de octubre de 1980 y de 19 de octubre de 1996 en sus aspectos de funcionamiento y de implementación practica (30 de octubre al 9 de noviembre de 2006).

Como precedentes de los mismos, cabe citar una primera reunión de expertos en comunicaciones judiciales que tuvo lugar los días 3 y 4 de julio de 2008 en la sede de la Conferencia de la Haya, y una segunda reunión de expertos en comunicaciones judiciales directas que tuvo lugar el 28 de junio de 2010 también en la sede central de la Conferencia de La Haya. Entre ambas, tuvo lugar la denominada Conferencia Conjunta CE-HCCH sobre Comunicaciones Judiciales y el Desarrollo de Redes Judiciales, de enero de 2009 en Bruselas, habiéndose dedicado de hecho la primera reunión de expertos indicada a debatir un proyecto preliminar de "Principios generales sobre comunicaciones judiciales en el contexto de la red internacional de jueces de La Haya", para su posterior debate y análisis en la referida Conferencia.

5.  LOS PROTOCOLOS DE ACTUACIÓN

Llevar a la práctica una habilitación genérica como la que se contiene en el art. 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, implica la previsión de muchos factores de detalle. Prever el idioma, la forma de contacto, los medios de comunicación, bajo qué protocolos, las específicas garantías, la intervención de las partes, etc., son aspectos que no pueden dejarse de lado de forma anticipada.

Para ayudar en el establecimiento y desarrollo de esta particular forma de cooperación jurídica internacional es para lo que hace años y en muy diversas jurisdicciones se han ido creando protocolos o guía practicas ad hoc.

Una compilación de estas herramientas ya se ha verificado y publicado doctrinalmente en España muy recientemente (25) , pero cabe insistir con detalle en su existencia para mayor información de los operadores jurídicos, motivo por el que se aporta un listado de referencia del que extraer consecuencias informativas de calado, todo ello por referencia a los siguientes instrumentos internacionales:

The Uniform Child-Custody Jurisdiction and Enforcement Act (UCCJEA), 1997 (26) ; La Ley Modelo de la CNUDMI sobre la Insolvencia Transfronteriza con la Guía para su incorporación al derecho interno de 1997 (The UNCITRAL Model Law on Cross-Border Insolvency) (27) ; Pautas aplicables a las Comunicaciones entre Tribunales en Casos Transfronterizos (Guidelines Applicable to Court-to-Court Communications in Cross-Border Cases, as adopted and promulgated in transnational insolvency: Principles of Cooperation Among the NAFTA Countries by the American Law Institute at Washington, D.C., May, 2000 and as adopted by the International Insolvency Institute at New York, June, 2001) (28) ; Ground Rules for Cross-Frontier Judicial Communication, Justice Nicholas Wall, Judge of the Family Division of the High Court, England and Wales, (Published 2002) (29) ; Protocolo Reino Unido –Pakistán de 17 de enero de 2003; Cairo Declaration resulting from the Anglo-Egyptian meetings on judicial co-operation in international child abduction matters between Egypt and the United Kingdom (2004-2005) (30) ; The Inter-American Model Rules of Procedure for the International Return of Children (September 2007) (31) ; "Court-to-Court Guidelines: European Communication and Cooperation Guidelines for Cross-Border Insolvency" (julio 2007) (32) ; Supreme Court of British Columbia: "Practice Direction Court to Court Communications in Cross-Border Cases", Practice Direction PD - 6 on 01/07/2010 (33) ; Guía de Prácticas de la CNUDMI sobre Cooperación en la Insolvencia Transfronteriza (Septiembre de 2010) (34) ; How to Communicate with a Judge in Another Jurisdiction –Canadian Network of Contact Judges Recommendations– April 2011 (35) ; The Canadian Recommended Practices for Court-to-Court Judicial Communications (2013) (36) ; Direct Judicial Communications: Emerging Guidance regarding the development of the International Hague Network of Judges and General Principles for Judicial Communications, including commonly accepted safeguards for Direct Judicial Communications in specific cases, within the context of the International Hague Network of Judges (2013); Recommended practices for court-to-court judicial communications, Background; Guidance on direct judicial communications in international family disputes affecting children, Hong Kong SAR Guidelines April 2014; Nova Scotia Civil Procedure Rules (an official consolidation of Rules made on June 6, 2008 and amended to June 26, 2015), Rule 86 – Judicial Communication Across Borders (37) ; International Parental Child Abduction Legal Resource. Chapter Nine: Direct Judicial Communication (2015), Australia (38) .

Del global de modelos internacionales compilados de forma no exhaustiva, cabría una somera clasificación entre los que son previsiones legales y propuestas legislativas, respecto de aquellos otros que se configuran con guías y protocolos, reglas básicas y sugerencias y meras declaraciones conjuntas.

6.  SALVAGUARDIAS Y GARANTÍAS DE LAS COMUNICACIONES JUDICIALES DIRECTAS

Las comunicaciones judiciales directas nacen en la Ley 29/2015, de 30 de julio, muy ligadas a garantías esenciales. Se trata del respeto a la legislación en vigor en cada Estado, y de la no afectación a la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados ni a los derechos de defensa de las partes.

De forma complementaria a tales garantías o salvaguardias, el factor de la protección de los datos personales que son objeto de las comunicaciones judiciales directas aparece garantizado, con carácter general, en el art. 19 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, dedicado a la normativa en materia de protección de datos.

El estándar de garantías que se recoge en el art. 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, es acorde a previsiones internacionales similares. Basta recordar que en los Lineamientos Generales de 2013 de la Conferencia de La Haya hay una consistente previsión de salvaguardias perfectamente compaginable con la normativa española (39) .

6.1.  La preservación de la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados

El establecimiento de comunicaciones judiciales directas siempre ha implicado una potencial sensación de puesta en cuestión de la imparcialidad y de la independencia de los órganos jurisdiccionales. Ello se aprecia de forma notable en los supuestos de comunicaciones judiciales directas que tienen por objeto un caso concreto, donde las interferencias no deben existir ni impedirse al juez competente para conocer del fondo el poder dictar una resolución adecuada. No hay duda de que la labor de interpretación y aplicación de la norma al caso concreto se liga perfectamente al principio fundamental de la independencia del poder judicial.

Los jueces involucrados en este tipo de comunicaciones transfronterizas no han de entrar en cuestiones sobre el fondo del asunto pero no es fácil deslindar qué sea una cuestión de fondo de una que no lo sea cuando, por ejemplo, jueces en distintos Estados tratan de determinar cuál de ellos es competente para conocer del fondo del caso.

Es fácil que puedan existir recelos sea cual sea el momento de establecimiento de las comunicaciones. Así, las comunicaciones judiciales directas que tienen lugar antes de que se dicte una resolución se piensa que comprometen o pueden comprometer la independencia judicial y las que tienen lugar después parecen irrelevantes si alguno de los jueces ya ha perdido la posibilidad de decidir sobre el caso. Por ello y en ocasiones, el momento de establecimiento de las comunicaciones judiciales directas, con anterioridad o con posterioridad a la adopción de una decisión, puede tener gran trascendencia.

En el ámbito de los medios materiales también puede haber afectación de la independencia de los órganos jurisdiccionales. La Recomendación CM/Rec (2010)12 del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre los jueces: independencia, eficiencia y responsabilidades, en el ámbito del Consejo de Europa, dentro del capítulo V dedicado a la independencia, eficiencia y recursos, dedica el parágrafo 43 a la dimensión internacional del fenómeno, señalando muy acertadamente que los Estados deberían proveer a los tribunales con los adecuados medios para permitir a los jueces llevar a cabo sus funciones de forma eficiente en casos que involucran elementos internacionales y para dar soporte a la cooperación internacional y a las relaciones entre jueces.

La sola posibilidad de que un juez pueda no estar en condiciones de comunicarse directamente con otro juez en otro Estado puede afectar directamente a su imparcialidad e independencia si ello es debido a la falta de medios y recursos materiales que le impiden hacerlo. No disponer de líneas internacionales, de servicios de traducción o de medios materiales ad hoc, no contar con jueces de enlace o redes de cooperación nacionales e internacionales que le ayuden, para establecer la comunicación, es algo que le puede impedir el desarrollo de su actividad jurisdiccional. Si un Estado no proporciona a los miembros del Poder Judicial el adecuado entrenamiento jurídico en cuestiones transfronterizas o no les proporciona las adecuadas condiciones y medios de trabajo materiales para desarrollar su actividad, ello puede acabar afectando a la propia independencia del Poder Judicial (40) .

Incluso la puesta a disposición de protocolos y guías de actuación para el establecimiento y desarrollo de comunicaciones judiciales directas no deja de ser una garantía efectiva de la independencia judicial. Cómo proceder en los casos en que se han de entablar comunicaciones judiciales directas, particularmente en casos específicos transfronterizos, de tal modo que se salvaguarde un adecuado entorno compatible y respetuoso con la imparcialidad e independencia de los jueces, es algo que no suele pertenecer al acervo material o de experiencia personal y profesional de los jueces, por lo que estos necesitan asistencia.

El recurso a protocolos de actuación o a guías prácticas, recomendaciones o instrumentos similares, aun no obligatorios, así como a los Jueces de la Red Internacional de La Haya, y a otros jueces de enlace, junto con la ayuda de redes de cooperación, es muy importante, además, para asegurar la consistente interpretación de los textos internacionales.

No hemos de olvidar que las comunicaciones judiciales directas en un marco de cooperación jurídica internacional se mueven en un entorno transfronterizo y que, precisamente, esa dimensión internacional es un factor de coherencia que evita riesgos de falta de independencia a nivel nacional. El intercambio de experiencias es un factor clave que puede abrir mayores comprensiones hacia las comunicaciones que pueden ser inexistentes en la práctica jurisdiccional interna o nacional, y un adecuado, aun no profundo, conocimiento de cómo funcionan otros poderes judiciales en diversos Estados enriquece y mejora la operatividad del propio a nivel nacional. Una forma comparativa a nivel internacional de cómo hacer las cosas y enfrentar los problemas ayuda a resolver los propios problemas domésticos.

Las comunicaciones judiciales directas han puesto y ponen sobre la mesa los riesgos de malas o erróneas interpretaciones, por desconocimiento, de los sistemas legales en juego, muy particularmente cuando se utilizan expresiones o se describen conceptos que, o no se conocen, o tienen un significado diverso según la jurisdicción en que uno de encuentre. Los aspectos de comprensión de sistemas legales son difíciles de abordar y necesitan una actitud muy proactiva de los jueces concretos involucrados en las comunicaciones judiciales directas que permita explicar o informar paso a paso de cualquier duda o confusión que pueda surgir.

6.2.  La preservación de los derechos de defensa de las partes

En materia de salvaguardias, un aspecto esencial lo es el relativo a la preservación de los derechos de las partes. Más incluso, es clave que las partes involucradas en un proceso transfronterizo de comunicaciones judiciales directas no malinterpreten qué sean tales comunicaciones pues ello podría comprometer su confianza en el sistema legal de los Estados involucrados.

La confiabilidad de las partes se obtiene a través de mecanismos de garantía inclusivos del registro y constancia en autos de todo lo actuado, preservación de datos confidenciales, notificaciones de la naturaleza de las comunicaciones propuestas o activadas, y a través de la oportunidad de tener una participación directa o indirecta en el desarrollo de las comunicaciones judiciales directas.

La confianza de las partes involucradas en que se está respetando la independencia judicial en ambas jurisdicciones ayuda a un desenvolvimiento honesto de las comunicaciones. Por ejemplo, en Australia las comunicaciones judiciales directas solo son posibles con el consentimiento de las partes que no están obligadas a adoptar, o a aceptar como exactas o precisas, las respuestas recibidas vía comunicaciones judiciales directas. Las partes pueden aceptar, pero no están obligadas a ello, el colocar la información obtenida por la comunicación judicial como prueba. Sin embargo, si la información pasa a ser prueba, ello puede obviar la necesidad de algunos o de todos los aspectos de una pericial requerida en un proceso, por ejemplo, con el consiguiente ahorro de tiempo y gastos.

6.3.  Protección de datos y comunicaciones judiciales directas

Junto a las garantías tradicionales, en el caso de España y desde la propia normativa interna, es de gran utilidad el recurso subsidiario al art. 19 de la Ley 29/2015, de 30 de julio.

Su propia exposición de motivos ya detalla cómo tal norma en materia de protección de datos ha buscado un equilibrio razonable entre los principios de proporcionalidad y minimización, y la necesidad de evitar restricciones o estándares excesivos que pudieran comprometer la necesaria fluidez del tráfico judicial internacional, proponiendo contemplar también la necesidad de que todos los actos de cooperación jurídica internacional lleven una información clara sobre límites del uso de los datos personales transmitidos.

Ello debe implicar la habilitación del uso en comunicaciones judiciales directas de datos personales, pero solo en la medida precisa y necesaria para la realización de la concreta y puntual actividad que se pretende, y asumiéndose que el juez pueda adoptar, de oficio o a instancia de parte, las salvaguardias necesarias para proteger la confidencialidad de los datos personales.

Dichos datos personales no podrán usarse ni tratarse para fines no directamente relacionados con la solicitud sin la expresa autorización de la autoridad requirente y en la propia solicitud se hará constar que los datos personales contenidos en ella se transmiten a los únicos efectos previstos en la solicitud, no pudiéndose usar o tratar para fines no directamente relacionados o derivados de aquélla sin la expresa autorización de la autoridad requirente.

7.  LA NECESIDAD DE UN FUTURO DESARROLLO REGLAMENTARIO DE LA NORMA

Una vez en vigor la Ley 29/2015, de 30 de julio, parece necesaria la promulgación de un futuro Reglamento de organización y gestión de actividad de la cooperación internacional civil y penal de los órganos judiciales que cubriera, además, a la Red Judicial Española de Cooperación Judicial Internacional (REJUE), y que viniera a desplazar las previsiones obsoletas en tal materia del Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales, aprobado por Acuerdo de 15 de septiembre de 2005, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial (arts. 74 a 80) (41) , precisamente en lo referente a determinados aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.

Dicho futuro Reglamento habría de contener entre otras medidas, el preciso desarrollo del artículo 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, y habría de marcar pautas para el establecimiento y desenvolvimiento de las comunicaciones judiciales directas.

Una propuesta formal de guía práctica para el establecimiento y desarrollo de comunicaciones judiciales directas en casos específicos ya se publicó doctrinalmente en julio de 2016 en el Boletín del Ministerio de Justicia (42) .

En el epígrafe V se han detallado a nivel internacional gran variedad de guías prácticas, lineamientos emergentes, protocolos e instrumentos similares que se adaptan a las peculiaridades de cada entorno geográfico, jurídico y cultural, lo que asevera de por sí la necesidad o la conveniencia de la disponibilidad de una guía práctica ad hoc para los jueces y tribunales españoles.

Puestos a justificar este pendiente desarrollo normativo, cabría indicar que es cada vez más frecuente el uso de las comunicaciones judiciales directas y que hay evidentes dificultades para su puesta en práctica. Ello motiva la necesidad de previsiones reglamentarias para su adecuada puesta en marcha, ya que los aspectos prácticos de tales comunicaciones y la determinación de su alcance material, lejos de ser sencillos, plantean innumerables dudas que se deben abordar y resolver previamente, ya que pueden obstaculizar este tipo de cooperación o desincentivar al juez que ha de afrontar las comunicaciones judiciales directas a ponerlas en práctica.

Si se carece en el ámbito nacional de normativa interna detallada o, en su defecto, de un protocolo o guía práctica a modo de marco de referencia que indiquen al juez cómo ha de proceder para comunicarse con otros jueces más allá de sus fronteras, se desincentiva de forma evidente la potencial cooperación jurídica internacional.

En el estudio que sobre la nueva Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil se hizo por la REJUE tras la celebración del XV Encuentro de la Red Judicial Española que tuvo lugar en Águilas, Murcia, del 19 al 22 de octubre de 2015, Taller Civil II, ya se advierte respecto a las comunicaciones judiciales directas, a la vista de las previsiones del art. 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, que aunque estén previstas legalmente, dar cobertura a las mismas en el momento inicial de la solicitud será generalmente inviable puesto que habría que ver si el Estado receptor admite las comunicaciones directas entre autoridades judiciales, aparte de no ser habitual el tener los datos de contacto del órgano judicial concreto al que la autoridad española se tiene que dirigir, sin perjuicio de ser útil en futuras comunicaciones posteriores al contacto inicial.

Cuando la comunicación directa sea viable, se recuerda en dicho estudio que habrá que tener en cuenta que no se puede dejar al margen a las partes, de manera que se tiene que dejar constancia de todo ello en las actuaciones mediante la oportuna diligencia y, en la medida de lo posible y dependiendo de la comunicación, se tiene que dar audiencia a las partes para que puedan realizar las alegaciones que se estimen por conveniente e incluso darles intervención dependiendo de la naturaleza del auxilio que se vaya a realizar con dicha comunicación directa, puesto que el propio art. 4, para permitir la comunicación directa señala expresamente que no se puede comprometer el derecho de defensa de la partes.

8.  CONCLUSIONES

Una habilitación con carácter general de las comunicaciones judiciales directas en el art. 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, y su admisibilidad a nivel de régimen general de la cooperación jurídica internacional, transmisión de solicitudes y tramitación, así como el reconocimiento de su operatividad en temas de solicitudes de información de Derecho extranjero y de Derecho español, debe considerarse un acierto del legislador.

Las comunicaciones judiciales directas son un campo de trabajo reciente que permanece en gran medida extraño a muchos operadores jurídicos pero que está llamado a tener un gran protagonismo futuro en temas de cooperación jurídica internacional.

Los jueces y tribunales se están situando a la vanguardia en su utilización y es de esperar que las comunicaciones judiciales directas se conviertan en una herramienta de uso cotidiano en cualquier proceso de naturaleza transfronteriza.

Queda pendiente en España una labor de desarrollo reglamentario de la genérica previsión habilitante del art. 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, que es de esperar se concrete y aborde en un futuro cercano. Los órganos jurisdiccionales españoles precisan de una guía práctica que les indique paso a paso la correcta forma de proceder en el uso y establecimiento de estas comunicaciones y que haga realmente operativa la habilitación general antes indicada.
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	En el informe de fecha 30 de septiembre de 2014 al Anteproyecto de Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil de 4 de julio de 2014, por parte del CGPJ se indicaba que "el art. 4 se refiere a las comunicaciones judiciales directas que son aquellas que tienen lugar entre los órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros sin intermediación directa. Se trata de una posibilidad que contemplan algunos de los instrumentos internacionales en vigor y que el legislador decide extender unilateralmente a las relaciones con Estados con los que no existe ninguna vinculación a través de Convenio o Reglamento de la Unión Europea. Se habilita, por tanto, de manera general a todos los organismos judiciales españoles a intentar dichas comunicaciones directas. Como única cautela se establece en el apartado 3.º del precepto que dichas comunicaciones respetarán la legislación en vigor en ambos Estados y no comprometerán la independencia de los órganos judiciales. En la práctica será poco frecuente que las comunicaciones directas puedan llegar a realizarse si no están previstas en normas bilaterales, que vinculen a los dos Estados involucrados, pues se trata de una posibilidad novedosa y desconocida en muchos sistemas jurídicos que, conforme a planteamientos clásicos, siguen insistiendo en vehicular la cooperación jurídica internacional a través de los respectivos Ministerios de Justicia y Asuntos Exteriores. Pero tampoco resulta perjudicial que se abra dicha posibilidad a nuestras autoridades judiciales pues en algunos supuestos puede resultar útil. Convendría, sin embargo, que se precisara que estas comunicaciones no han de perjudicar los derechos de defensa de las partes, haciendo referencia a dicho extremo en el apartado tercero. Este es un aspecto que se tiene especialmente en cuenta en los Principios Generales para dichas comunicaciones elaborados bajo los auspicios de la Conferencia de La Haya de Derecho internacional privado a los que se alude en la Exposición de Motivos. Puesto que no se trata de unos Principios ampliamente conocidos y regularmente observados en la práctica de las comunicaciones directas quizás conviniera ampliar la referencia y reproducir sus aspectos esenciales a fin de contribuir a su mayor difusión y conocimiento". Por su parte, en el Dictamen núm. 236/2015, de 26 de marzo de 2015, emitido por el Consejo de Estado acerca del Anteproyecto de Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil, versiones de 1 de julio de 2014 acompañada de memoria del análisis de impacto normativo y de 5 de marzo de 2015, se resaltaba la vocación general del Anteproyecto de modo que las autoridades españolas puedan recurrir a sus preceptos eventualmente como apoyo para la aplicación de normas supranacionales, cuando resulte necesario y siempre que aquellos no sean contradictorios con lo establecido en éstas. Señalaba el indicado Dictamen que ese alcance general se pone de manifiesto con especial intensidad en algunos arts. del Anteproyecto, como el art. 4, que, a decir de la exposición de motivos tiene por objeto proveer de base normativa habilitante a las comunicaciones judiciales directas, ya previstas en algunas normas europeas y en convenios internacionales sobre esta materia, cuya aplicación facilitaría, por tanto, esta previsión legal. Por todo lo anterior, no estaría de más que ese carácter general quedase más subrayado en la exposición de motivos, que solo realiza a la misma alguna alusión indirecta al referirse al citado art. 4. En sus comentarios al art. 4 queda claro en el Dictamen que el Consejo de Estado comparte la necesidad de habilitar expresamente a los órganos jurisdiccionales para el establecimiento de comunicaciones judiciales directas señalando que esta disposición del Anteproyecto contribuye a flexibilizar, agilizar y modernizar el sistema de cooperación jurídica internacional a la vista de las facilidades que ofrecen los nuevos medios de comunicación, en todo caso dentro del necesario respeto a la legislación en vigor en cada Estado así como a la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados y a los derechos de defensa de las partes (art. 4.3). Se hace necesario advertir, sin embargo, que la eficacia de esta habilitación general podría verse comprometida en la práctica como consecuencia de otras disposiciones del Anteproyecto que parecen entrar con ella en una contradicción frontal. Es el caso de lo dispuesto en los arts. 12.2, 35 y 36, a cuya redacción se formulará más adelante la correspondiente observación. Asimismo, la posibilidad de comunicaciones judiciales directas en este ámbito parece parcialmente desmentida por lo previsto en el art. 276 de la LOPJ, en el que se dispone que "las peticiones de cooperación internacional serán elevadas por conducto del Presidente del Tribunal Supremo, del Tribunal Superior de Justicia o de la Audiencia al Ministerio de Justicia, el cual las hará llegar a las Autoridades competentes del Estado requerido, bien por la vía consular o diplomática o bien directamente si así lo prevén los Tratados internacionales", lo que parece excluir toda posibilidad de contacto directo. Al igual que se ha observado anteriormente en relación con lo establecido en los arts. 277 y 278 de la misma Ley Orgánica, resulta imperativo coordinar también en este punto la presente iniciativa legislativa con el Proyecto de Ley, actualmente en tramitación parlamentaria, de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que debería modificar también el tenor del art. 276 (cuya redacción queda inalterada en el texto publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales el 6 de marzo de 2015). En otro caso, la previsión del art. 4 del Anteproyecto no podría aprobarse, dada su contradicción frontal con lo dispuesto en una Ley Orgánica. Esta observación se formula con carácter esencial a efectos de lo previsto en el art. 130.3 del Reglamento Orgánico del Consejo de Estado, aprobado por el Real Decreto 1674/1980, de 18 de julio. Desde una perspectiva formal, el Consejo de Estado considera que la redacción del art. 4 resulta excesivamente compleja y reiterativa. Es innecesario, por una parte, dividir el precepto en tres apartados tan breves, cuyo contenido podría perfectamente tratarse en un único apartado, ganando además en claridad. Por otra parte, el orden de lo establecido en los apartados 1 y 2 debería invertirse. En resumen, el art. 4 podría contar con un solo apartado, con un tenor similar al siguiente: "Los órganos jurisdiccionales españoles estarán habilitados para el establecimiento de comunicaciones judiciales directas, respetando en todo caso la legislación en vigor en cada Estado. Se entiende por comunicaciones judiciales directas aquéllas que tienen lugar entre órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros sin intermediación alguna. Tales comunicaciones no afectarán ni comprometerán la independencia de los órganos jurisdiccionales involucrados ni los derechos de defensa de las partes"…. El apartado 2 del art. 12 se refiere a la tramitación de las solicitudes de cooperación jurídica internacional acordadas por autoridades extranjeras, que "se transmitirán a la autoridad central española que las remitirá a las autoridades competentes para su ejecución". Al exigir en todo caso la intervención del Ministerio de Justicia para la transmisión a la autoridad española competente de una solicitud de cooperación jurídica internacional, esta previsión resulta incoherente con la habilitación general para comunicaciones judiciales directas contenida en el art. 4. Para evitarlo, el art. 12.2 debería iniciarse con la siguiente salvedad: "Sin perjuicio de la posibilidad de comunicaciones judiciales directas,..."…. T) Arts. 35 y 36…. Los arts. 35.1 y 36.1, que regulan, respectivamente, la transmisión de las solicitudes de información sobre Derecho extranjero y sobre Derecho español, deberían abrirse con un inciso que deje claramente a salvo lo dispuesto en el art. 4 del Anteproyecto: "Sin perjuicio de la posibilidad de comunicaciones judiciales directas,...". En otro caso, podría pensarse que dichos preceptos pretenden introducir una excepción a esa regla, que aparentemente se establece con carácter general.
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Versiones del Anteproyecto de 4 de julio de 2014:

Artículo 12.2: Las solicitudes de cooperación jurídica internacional acordadas por autoridades extranjeras se transmitirán a la autoridad central española, que las remitirá a las autoridades españolas competentes para su ejecución.

Artículo 35.1: Los órganos judiciales, y los notarios y registradores, podrán elevar las solicitudes de información de Derecho extranjero mediante oficio a la autoridad central española para ser utilizadas en un proceso judicial español o por una autoridad española en el marco de sus competencias.

Artículo 36.1: Las autoridades extranjeras podrán dirigir las solicitudes de información de Derecho español a la autoridad central española para ser utilizadas en un proceso judicial extranjero o por una autoridad extranjera en el marco de sus competencias.

Versiones del Proyecto de 24 de abril de 2015:

Artículo 12.2: Sin perjuicio de la posibilidad de comunicaciones judiciales directas, las solicitudes de cooperación jurídica internacional acordadas por autoridades extranjeras se transmitirán a la autoridad central española, que las remitirá a las autoridades españolas competentes para su ejecución.

Artículo 35.1: Sin perjuicio de la posibilidad de comunicaciones judiciales directas, los órganos judiciales, y los notarios y registradores, podrán elevar las solicitudes de información de Derecho extranjero mediante oficio a la autoridad central española para ser utilizadas en un proceso judicial español o por una autoridad española en el marco de sus competencias.

Artículo 36.1: Sin perjuicio de la posibilidad de comunicaciones judiciales directas, las autoridades extranjeras podrán dirigir las solicitudes de información de Derecho español a la autoridad central española para ser utilizadas en un proceso judicial extranjero o por una autoridad extranjera en el marco de sus competencias.
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	RODRÍGUEZ BENOT, A., "La ley de cooperación jurídica internacional en materia civil" Cuadernos de Derecho Transnacional (marzo 2016), vol. 8, núm. 1, pp. 234-259 ISSN 1989-4570 - www.uc3m.es/cdt.
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	GOICOECHEA, I. "Nuevos Desarrollos En La Cooperación Jurídica Internacional En Materia Civil y Comercial" Revista De La Secretaría Del Tribunal Permanente De Revisión (2016): 127-151, p. 136.
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	BOE núm. 281, de 24 de noviembre de 1966.
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	BOE núm. 199, de 20 de agosto de 1987.
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	BOE núm. 203, de 25 de agosto de 1987.
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	Caso Maxwell Communication Corp. plc. (186 BR 807 - Dist. Court, SD New York, 1995).
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A la Ley Modelo hay que sumar la denominada Guía para su incorporación al Derecho interno e interpretación de 2013 y la "Guía de Prácticas sobre Cooperación en la Insolvencia Transfronteriza" de 1 de julio de 2009. También hemos de tener en cuenta la publicación denominada "Ley Modelo de la CNUDMI sobre la Insolvencia Transfronteriza: la perspectiva judicial" de marzo de 2012 que aborda también temas de comunicación judicial desde una óptica muy práctica. Además, existen diversos textos internacionales que regulan diversos aspectos de la coordinación de casos de insolvencia transfronteriza y en donde las comunicaciones tienen una importancia decisiva, a saber:


	
1.  El Concordato sobre la Insolvencia Transfronteriza, adoptado por el Consejo de la Sección de Derecho Empresarial de la Asociación Internacional de Abogados (Paris, 17 de septiembre de 1995) y por el Consejo de la Asociación Internacional de Abogados (Madrid, 31 de mayo de 1996).

	
2.  Las "Pautas entre Tribunales" o "Pautas aplicables a las Comunicaciones entre Tribunales en Casos Transfronterizos", adoptadas por el American Law Institute (16 de mayo de 2000) y aprobadas y publicadas por el International Insolvency Institute en su reunión anual del año 2001 (10 de junio de 2001).

	
3.  El Reglamento (CE) Núm. 1346/2000 del Consejo de la Unión Europea, de 29 de mayo de 2000, sobre procedimientos de insolvencia y su versión actual o Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 2015 sobre procedimientos de insolvencia (texto refundido) cuya fecha de aplicación será con carácter general el 26 de junio de 2017 en toda la Unión Europea con la excepción de Dinamarca.

	
4.  La Guía Legislativa de la CNUDMI sobre el Régimen de la Insolvencia (2004).

	
5.  Las "Court-to-Court Guidelines": European Communication and Cooperation Guidelines for Cross-Border Insolvency, preparadas por INSOL (Federación Internacional de Profesionales en materia de Insolvencia) Europe’s Academic Wing (2007).



Señalar finalmente que la CNUDMI en su 49 periodo de sesiones, en el Programa provisional contempló el Régimen de la Insolvencia, existiendo un informe sobre la marcha de la labor del Grupo de Trabajo V (Régimen de la Insolvencia) y sobre la labor realizada en su 49 periodo de sesiones (Nueva York, 2 a 6 de mayo de 2016).
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	Recomendación del Consejo de Europa CM/Rec (2015) 4 para la prevención y resolución de disputas sobre traslado de menores dentro y fuera de la jurisdicción, junto con su memorando explicativo, que fue adoptada por el Comité de Ministros el 11 de febrero de 2015, en su reunión núm. 1219, y que aboga, para evitar conflictos, por que se adopten medidas, que incluyan servicios públicos y privados para asesoramiento, consejo y mediación, para ayudar a los padres y otros titulares de responsabilidades parentales a alcanzar acuerdos. (The Recommendation CM/Rec (2015) 4: on preventing and resolving disputes on child relocation).
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	Este y otros materiales de utilidad son accesibles en el apartado sobre "comunicaciones judiciales" que se contiene dentro de la "Sección Sustracción Niños" en el website de la Conferencia de La Haya, accesible en: https://www.hcch.net/es/instruments/conventions/specialised-sections/child-abduction/, con última consulta en septiembre de 2016, y que fue objeto de promoción especial en las Conferencias de la Red Internacional de Jueces de la Conferencia de La Haya de Windsor en 2013 y de Hong Kong en 2015, donde ya se hablaba de un futuro desarrollo de una sección especializada sobre comunicaciones judiciales directas y de la Red de Jueces indicada. Además, publicaciones específicas están disponibles en: The Judges’ Newsletter on International Child Protection, edited by The Hague Conference on Private International Law, Butterworths – Lexis Nexis. Vol. Vol. III / Autumn 2001, Vol. IV / Summer 2002 (the latter focuses particularly on direct international communications between judges), Vol. IX / Spring 2005, Vol. XI / 2006, Vol. XIII / Winter 2007-08 and Vol. XV / Autumn 2009.
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	F.J. FORCADA MIRANDA, op. cit., nota 11.
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La denominada Uniform Child Custody Jurisdiction And Enforcement Act (1997) fue redactada por the National Conference of Commissioners on Uniform State Laws y aprobada y recomendada para su puesta en práctica en todos los Estados en su Conferencia Anual que tuvo lugar en Sacramento del 25 de julio al 1 de agosto de 1997. Es accesible en:

http://www.uniformlaws.org/shared/docs/child_custody_jurisdiction/uccjea_final_97.pdf
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	La Ley Modelo de la CNUDMI sobre la Insolvencia Transfronteriza con la Guía para su incorporación al derecho interno de 1997 fue adoptada por la Comisión en 1997 y, vid. preámbulo, se centra en la elaboración del marco legislativo necesario para facilitar la cooperación y la coordinación en casos de insolvencia transfronteriza con miras a promover el logro de objetivos generales tales como el de la cooperación entre los tribunales y demás autoridades competentes del Estado promulgante y de los Estados extranjeros que hayan de intervenir en casos de insolvencia transfronteriza. Estos textos se pueden consultar en la web http://www.uncitral.org, en la sección titulada "Textos de la CNUDMI y su situación".
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	Se trata de "Pautas entre Tribunales", publicadas por el American Law Institute (16 de mayo de 2000) y adoptadas por el International Insolvency Institute (10 de junio de 2001), cuyo texto está disponible en inglés y en otros idiomas tales como el Chino, francés, alemán, Italiano, japonés, coreano, portugués, ruso, sueco y español en el website del International Insolvency Institute en la dirección. http://www.iiiglobal.org/international/guidelines.html
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	Más información en: NICHOLAS WALL, Judge of the Family Division, "Judicial Co-operation in cases under the Hague and Luxembourg Conventions", The Judges’ Newsletter, Vol. IV / Summer 2002, p. 19; Preliminary Document No 6 of August 2002 for the attention of the Special commission of September / October 2002 HCCH and at Preliminary Document No 8 of October 2006 for the attention of the Fifth meeting of the Special Commission to review the operation of the Hague Convention of 25 October 1980 on the Civil Aspects of International Child Abduction (The Hague, 30 October – 9 November 2006), HCCH.
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	Más información en del Documento Preliminar núm. 8 de octubre de 2006 a la atención de la Quinta Reunión de la Comisión Especial (La Haya, 30 de octubre – 9 de noviembre de 2006).
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	Redacción en la Segunda Reunión de Expertos Intergubernamentales del Programa Iberoamericano de Cooperación para la Prevención de los casos de sustracción internacional de menores, Palacio San Martín, Buenos Aires, República of Argentina 19, 20 y 21 de septiembre de 2007, y accesible en https://www.hcch.net/es/publications-and-studies/details4/?pid=4247&dtid=46
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	Estas directrices preparadas bajo los auspicios de INSOL (Federación Internacional de Profesionales en materia de Insolvencia) Europe’s Academic Wing por los profesores Bob Wessels y Miguel Virgós en julio de 2007, tenían el predominante objetivo de permitir a los tribunales y liquidadores el operar eficientemente y efectivamente en casos transfronterizos de insolvencias dentro del contexto del Reglamento sobre insolvencias de la UE, siendo accesibles en http://www.insol.org/INSOLfaculty/pdfs/BasicReading/Session%205/European%20Communication%20and%20Cooperation%20Guidelines%20for%20Cross-border%20Insolvency%20.pdf
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	Este documento confirma la adopción por el Tribunal Supremo de las denominadas Guidelines Applicable to Court-to- Court Communications in Cross-Border Cases ("Guidelines") en todos los asuntos transfronterizos. Está disponible en el website del Tribunal a través del siguiente enlace: http://www.courts.gov.bc.ca/supreme_court/practice_and_procedure/practice_directions_and_notices/General/Guidelines%20Cross-Border%20Cases.pdf.
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	Guía de Prácticas de la CNUDMI sobre Cooperación en la Insolvencia Transfronteriza, Publicación de las Naciones Unidas. Número de venta: S.10.V.6. Septiembre de 2010. ISBN 978-92-1-333437-9. La Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional elaboró esta guía a raíz de una propuesta formulada a la Comisión en 2005, considerándose que este tema complementaba y estaba estrechamente relacionado con el fomento y la aplicación de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre la Insolvencia Transfronteriza y, en particular, con la aplicación de su art. 27 d). El texto fue adoptado por consenso el 1 de julio de 2009 y el 16 de diciembre de 2009 la Asamblea General adoptó la resolución 64/112, en la que expresó su agradecimiento a la Comisión por haber concluido y adoptado la Guía de Prácticas.
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	The Canadian Network of contact Judges ha redactado un checklist que establece recomendaciones prácticas no obligatorias relacionadas con el trabajo de jueces en red y la colaboración en casos de custodia y sustracción internacional de menores proporcionando una base transparente y predecible para las comunicaciones judiciales. The Canadian Recommended Practices for Court-to-Court Judicial Communications están reproducidas en el anexo G del Documento Preliminar núm. 3 B –anexos – de abril de 2011 a la atención de Comisión Especial de junio de 2011 de la de la Conferencia de La Haya.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	Más información disponible en The Canadian Approach to Direct Judicial Communication: Making Concurrent Proceedings Involving the Same Family Operate Effectively, disponible en http://fredacentre.com/wp-content/uploads/2010/09/The-Hon.-D.-Martinson-The-Canadian-Approach-to-Direct-Judicial-Communication.pdf
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	Reglas disponibles en http://www.courts.ns.ca/Civil_Procedure_Rules/documents/cpr_consolidated_rules_16_04_192.pdf . Última consulta septiembre de 2016.
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	The Family Law Section of the Law Council of Australia. Internal Parental Child Abduction Legal Resource. Australia 2015. Más información disponible en http://www.familylawsection.org.au and http://www.lawcoucnil.asn.au
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Hay concreción, en los Lineamientos de 2013, dentro del marco de los denominados "Principios para las comunicaciones judiciales directas en casos específicos, que comprenden las salvaguardias comúnmente aceptadas", de las siguientes salvaguardias en relación con las comunicaciones:

"Principio general

6.1 Todo juez que intervenga en una comunicación judicial directa debe respetar las leyes de su jurisdicción.

6.2 Al momento de establecer la comunicación, cada juez que conoce del caso deberá mantener la independencia para arribar a su propia decisión en el asunto en cuestión.

6.3 Las comunicaciones no deben comprometer la independencia del juez que conoce del caso para llegar a su propia decisión en el asunto en cuestión.

Salvaguardias procesales comúnmente aceptadas

6.4 En los Estados contratantes en los cuales se practican comunicaciones judiciales directas, las siguientes son salvaguardias procesales comúnmente aceptadas:


	
•  excepto en circunstancias especiales, las partes deben ser notificadas de la naturaleza de la comunicación propuesta;

	
•  debe llevarse un registro de las comunicaciones y ponerse a disposición de las partes;

	
•  todas las conclusiones a que se arribe deben plasmarse por escrito;

	
•  las partes o sus representantes deben tener la oportunidad de estar presentes en determinados casos, por ejemplo a través de conferencias telefónicas.



6.5 Nada en estas salvaguardias comúnmente aceptadas impide al juez que entienda en el caso seguir sus reglas de derecho interno o prácticas que le den mayor libertad".

En dicha publicación se matiza en las notas al pie números 33 y 35, cómo en relación al principio general 6.1, por ejemplo, la obtención de pruebas debe seguir los cauces previstos por la ley y cómo en relación a la previsión del principio 6.4 relativa a que deba llevarse un registro de las comunicaciones y ponerse a disposición de las partes, los registros pueden ser llevados de diferentes maneras, por ejemplo, a través de una transcripción, un intercambio de correspondencia y una anotación en el expediente.

Pocas referencias existen sin embargo respecto del ámbito de la protección de datos confidenciales. En este terreno encontramos en el principio 8.10 referido a las comunicaciones escritas una previsión que aboga por que en los casos donde sea necesaria la transmisión de datos confidenciales, se deberían utilizar medios de comunicación segura.
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	En el documento del CDCJ del Consejo de Europa, CM (2010) 147 add1, de 21 de octubre de 2010, y que constituye el memorando explicativo a la Recomendación CM/Rec (2010)12, parágrafo 7.º, se asume que los jueces se mueven cada vez más en un entorno internacional y en una sociedad globalizada donde la cooperación judicial internacional es esencial. Allí se indica que la eficiencia de la Justicia en un ámbito internacional requiere facilitar información sobre otros sistemas legales y mejorar la mutua confianza. El intercambio entre jueces y autoridades judiciales debe promoverse, lo que no debe implicar una alteración de la diversidad de los sistemas legales, posiciones constitucionales y aproximaciones a la separación de poderes en los Estados miembros.
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  Disposiciones generales 









Título I Régimen general de la cooperación jurídicainternacional






Capítulo I Disposiciones generales


 Artículo 5.  Ámbito de aplicación




El presente título se aplica a los actos de cooperación jurídica internacional, en particular a los actos de comunicación y traslado de documentos judiciales y extrajudiciales, tales como notificaciones, citaciones y requerimientos, así como a las comisiones rogatorias que tengan por objeto los actos relativos a la obtención y práctica de pruebas.



Es importante partir de la premisa de que este artículo no regula al ámbito de aplicación de la ley sino únicamente el ámbito de aplicación del Título I, dedicado al régimen general de la cooperación jurídica internacional.

Por ello, la Ley concreta en este artículo lo que deba entenderse por actos de cooperación jurídica internacional en términos generales, sin perjuicio de que en otros Títulos se regulen otras materias que, englobadas dentro de la cooperación internacional civil, tiene un carácter mucho más específico y determinado.

Para comprender mejor este artículo parece necesario clarificar algunos aspectos:

En primer lugar, para tratar de comprender el verdadero alcance de este artículo y por ende el verdadero alcance del Título I de la Ley, debe definirse qué debe entenderse por actos de cooperación jurídica internacional. Para ello trataremos de determinar qué es la cooperación jurídica internacional para posteriormente delimitar qué tipo de actos engloba y por lo tanto cual es el ámbito de aplicación real al que se refiere el artículo.

Lógicamente estamos ante un concepto muy amplio que engloba múltiples instrumentos, y que a su vez ha sido objeto de constante evolución. Sin ánimo de entrar a hacer un análisis exhaustivo de la evolución histórica de la cooperación jurídica internacional, lo que sí es evidente es que se ha producido un cambio en los parámetros y en la concepción misma de la cooperación jurídica internacional.

La cooperación jurídica internacional ha pasado de ser considerada como una especie de cortesía internacional entre Estados cuando era necesaria la práctica de diligencias fuera de las propias fronteras, sin verdadera base jurídica que obligara a ello, a percibirse en la actualidad como un mecanismo necesario de la justicia ante el actual panorama internacional teniendo en cuenta las nuevas ventajas y desafíos que ha traído consigo la globalización.

Desde la perspectiva del derecho civil, la progresiva difuminación de fronteras y la creciente interrelación entre individuos y empresas ha tenido inevitables consecuencias en el ámbito de las relaciones familiares, laborales, o mercantiles entre otros. Este elemento internacional exige que, en caso de conflicto, la justicia pueda y deba superar las tradicionales fronteras para desplegar sus efectos.

La evolución descrita ha llevado aparejado el compromiso de los Estados por dotarse de instrumentos que permitan que la acción de la justicia también se internacionalice. Son numerosos los Tratados Internacionales que los Estados han ido suscribiendo en materias relativas a la cooperación jurídica internacional y a la asistencia judicial internacional en general. Ello supone crear una base jurídica que refuerce el compromiso de los Estados por colaborar en el ámbito de la justicia y a la vez que dichos instrumentos internacionales han creado las bases para entender qué es la cooperación jurídica internacional, qué actuaciones engloba y cómo debe solicitarse y prestarse la asistencia entre las autoridades competentes de los diferentes Estados.

Pese a ello, y pese a que no existe ningún instrumento que defina con vocación de generalidad qué deba entenderse por cooperación jurídica internacional. hoy en día podría distinguirse un concepto amplio de cooperación jurídica internacional que englobaría el conjunto de mecanismos de que se dotan los Estados para que sus respectivas autoridades puedan prestarse colaboración en asuntos jurídicos, de una acepción más estricta de cooperación judicial internacional, también llamada auxilio judicial internacional entendiendo por tal la asistencia que deban prestarse las autoridades judiciales de distintos Estados para la práctica de diligencias necesarias en el marco del procedimiento judicial.

Sentado qué debe entenderse por cooperación jurídica internacional y volviendo con el análisis del artículo 5, cabe ahora delimitar qué debe entenderse por actos de cooperación jurídica internacional, por ser este concepto el que determina el ámbito de aplicación del Título I.

Ciertamente el artículo está redactado en términos muy generales por cuanto engloba, en principio, cualquier acto de cooperación jurídica internacional, si bien el propio artículo trata de concretar a continuación el tipo de actos a que se refiere. El artículo viene a especificar, con la expresión en particular, que por actos de cooperación jurídica internacional deben entenderse dos categorías de actuaciones:


	
1.  Los llamados actos de comunicación y el traslado de documentos judiciales y extrajudiciales.

	
2.  La obtención de prueba.



La primera categoría, actos de comunicación y traslado de documentos judiciales y extrajudiciales recoge una terminología aceptada internacionalmente y consagrada por el Convenio de la Haya de 15 de noviembre de 1965 sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial.

A la luz del citado Convenio de 1965 y de los diferentes convenios internacionales tanto bilaterales como multilaterales suscritos por España en esta materia, el concepto de actos de comunicación es un concepto amplio que engloba las notificaciones, las citaciones y los requerimientos. El artículo 5 también recoge esta terminología comúnmente aceptada en el ámbito internacional, relacionando a modo de ejemplo este tipo de actos de comunicación. Dice literalmente el artículo tales como notificaciones, citaciones y requerimientos

La segunda categoría de actos de cooperación jurídica internacional a que se refiere el título I de la ley es la que se refiere a actos dirigidos a la obtención de prueba en otro Estado. El artículo hace mención a las comisiones rogatorias que tengan por objeto los actos relativos a la obtención y práctica de pruebas. También en este punto el artículo 5 se hace eco de una práctica habitual en materia de cooperación internacional civil como es el entendimiento de que la comisión rogatoria como tal sólo se emite cuando lo que se solicita es una obtención de prueba pero no cuando lo que se solicita es un acto de comunicación. En efecto el artículo 5 solo menciona la comisión rogatoria al referirse a la obtención de prueba.

De manera muy genérica podríamos definir la comisión rogatoria como el vehículo necesario por el que las autoridades judiciales de un Estado solicitan la práctica de diligencias judiciales en el territorio de otro Estado. La totalidad de Convenios de cooperación judicial internacional en materia civil contienen además unos requisitos mínimos que deben contener las comisiones rogatorias, referidos fundamentalmente a la identificación de la autoridad judicial requirente, del procedimiento judicial del que está conociendo, de los hechos objeto de litigio, de la asistencia precisa que se solicita al otro Estado y de la justificación de la necesidad de que se practique dicha prueba. Todos estos requisitos se reducen de manera considerable cuando lo que se solicita es un mero acto de comunicación ya que la información que deba facilitar la autoridad exhortante es lógicamente mucho menor.

Y ello por la propia naturaleza de la diligencia solicitada. No puede ser lo mismo la obtención de una prueba en el extranjero que deberá hacerse valer en el procedimiento judicial nacional, que la mera notificación o traslado de un documento. Precisamente para que la prueba obtenida en un Estado extranjero pueda tener validez es necesario que se respeten los cauces y formalismos exigidos por los Tratados Internacionales y por las propias normativas internas de los Estados. De ahí la exigencia de que la obtención de una prueba se solicite mediando la oportuna comisión rogatoria.

También la presente Ley recoge esta distinción entre el contenido de una solicitud de notificación y las solicitudes de obtención de prueba. Los artículos 20 a 31 de la Ley cuyo análisis detallado se lleva a cabo en el respectivo capítulo de esta obra, son buena prueba de que la emisión de una comisión rogatoria para la obtención de una prueba exige facilitar información mucho más detallada a la autoridad que vaya ejecutar en el otro Estado, que si lo que se solicita es que se practique una mera notificación.

A la luz de lo expuesto cabría concluir que el artículo 5 y por extensión el título I de la presente Ley contiene la regulación general que deba aplicarse a todos los actos de cooperación jurídica internacional, entendidos como tales los actos de comunicación y la obtención de pruebas. El legislador ha querido concretar en este artículo lo que se conoce como auxilio judicial en sentido estricto (actos de comunicación y obtención de prueba) pero nada obstaría a poder incluir algún otro acto de cooperación jurídica internacional distinto, dado que el legislador ha querido emplear términos como "en particular" o "tales como" que indican el carácter no exhaustivo de lo que se indica.

Artículo 6.  Efectos.




Los actos de cooperación jurídica internacional realizados por autoridades españolas no prejuzgan la determinación de la competencia judicial internacional ni el reconocimiento y ejecución en España de resoluciones judiciales extranjeras.



El artículo 6 se refiere a las posibles consecuencias que en el ámbito competencial pudiera tener la ejecución de una solicitud de cooperación procedente del extranjero por un autoridad española.

En efecto, la literalidad del artículo se refiere únicamente a las solicitudes pasivas, es decir, aquellas que procedentes de una autoridad extranjera, requiere la práctica de diligencias en España a manos de una autoridad española.

Sobre dicha premisa, lo que el artículo 6 establece es que la mera ejecución por parte de las autoridades españolas de una solicitud de cooperación extranjera no lleva aparejado ningún reconocimiento de competencia judicial internacional ni supone juicio alguno sobre el reconocimiento y ejecución en España de resoluciones extranjeras.

Dicho de otra manera, la autoridad española que ejecuta una solicitud de cooperación debe limitarse a su ejecución y no entrar a valorar la competencia del juez que la solicita, ni su ejecución supone ningún razonamiento implícito de una competencia internacional.

La autoridad española que ejecuta la solicitud extranjera solo debe valorar la adecuación de lo solicitado a la normativa aplicable, es decir que la diligencia que se solicite esté avalada por la normativa nacional e internacional y su diligenciamiento no esté prohibido por el ordenamiento jurídico español.

Además la ejecución de lo solicitado no implica ninguna consecuencia ni ningún reconocimiento más allá de la mera ejecución de lo solicitado.

Artículo 7.  Autoridad central española.




La autoridad central española en materia de cooperación jurídica internacional en materia civil es el Ministerio de Justicia.



El concepto de autoridad central está íntimamente ligado al concepto de cooperación jurídica internacional. La autoridad central es la institución especializada en temas de cooperación jurídica internacional designada por cada Estado para la tramitación de este tipo de solicitudes.

La verdadera razón de ser del establecimiento de una autoridad central es que cada Estado cuente con una institución especializada en una materia tan específica como es la cooperación jurídica internacional, con personal especializado en la materia dedicado, entre otras funciones, a la verificación y tramitación de solicitudes.

Se crea así, en los distintos Tratados Internacionales, lo que podría denominarse como un sistema de autoridades centrales entre los países. Los beneficios de este sistema son diversos: además de lo que se ha expuesto de contar con una institución especializada en la materia, otro de sus beneficios es sin duda que cada país tenga una única puerta de entrada para las solicitudes de cooperación internacional, lo que facilita no sólo su tramitación sino también su seguimiento. Esta idea de única puerta de entrada es la que sigue rigiendo en la actualidad en la totalidad de Tratados bilaterales firmados por España en materias de cooperación civil y en la gran mayoría de Tratados Multilaterales ratificados por España en materias de cooperación judicial civil, principalmente los derivados de la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado.

Precisamente la intervención o no de las autoridades centrales en la tramitación de solicitudes de cooperación jurídica internacional, es una de las principales diferencias que marca la cooperación judicial en el ámbito de la UE y la cooperación judicial fuera de la UE.

Dentro de la UE, la normativa comunitaria ha impuesto un nuevo sistema de comunicaciones judiciales directas, y por ello un sistema mucho más ágil de tramitación y ejecución de solicitudes de cooperación internacional civil. Tanto los actos de comunicación como las solicitudes de obtención de prueba se solicitan y ejecutan de manera directa entre las autoridades judiciales de los diferentes Estados Miembros, sin intervención alguna de las autoridades centrales, salvo en aquellos casos en que se detecte que por algún motivo la cooperación no está funcionando de la manera que debiera.

Fuera de la UE, tal y como se ha descrito, los Tratados Internacionales sí establecen un sistema de tramitación de solicitudes de cooperación civil entre autoridades centrales. Es importante por ello que cada País tenga designada una autoridad central encargada de la cooperación jurídica internacional y que básicamente ejerce las funciones a las que se refiere el artículo 8.

En España, la totalidad de Tratados Internacionales tanto bilaterales como multilaterales, relativos a la cooperación jurídica internacional, tanto en materia civil como en materia penal, establecen que la autoridad central española en materia de cooperación jurídica internacional es el Ministerio de Justicia.

Por ello, el artículo 7 de la presente Ley viene a recoger en la normativa interna una previsión que ya viene recogida en los Tratados Internacionales. Es por ello, la primera norma de derecho interno que regula como tal la autoridad central española y sobre todo que recoge de manera esquematizada sus funciones.

Más allá de la previsión que recogen tanto los Tratados Internacionales como el artículo 7 de la presente Ley que atribuyen al Ministerio de Justicia la condición de autoridad central, parece oportuno precisar que, dentro del Ministerio de Justicia es la Subdirección General de Cooperación Jurídica Internacional la que tiene atribuidas y ejerce las funciones de autoridad central española por lo que es a dicha Subdirección General a la que deberán dirigirse las solicitudes que deban tramitarse por vía de la autoridad central.

Hechas las anteriores consideraciones sobre la autoridad central, cabe concluir que la previsión que el artículo 7 de la presente Ley contiene supone un paso importante ya que por primera vez una norma de derecho interno recoge una previsión hasta ahora sólo recogida en la normativa internacional. La consideración del Ministerio de Justicia como autoridad central española tiene su respaldo no solo en la normativa internacional sino también en una Ley nacional.

Artículo 8.  Funciones de la autoridad central española.




Corresponde a la autoridad central española:


	
a)  Verificar la adecuación de las solicitudes que se reciban a lo previsto en los artículos 10, 11, 30 y 31 y demás normas concordantes de aplicación.


	
b)  Prestar el auxilio y la colaboración que las autoridades judiciales competentes requieran en materia de cooperación jurídica internacional.


	
c)  Garantizar la correcta tramitación de las solicitudes de cooperación jurídica internacional.


	
d)  Promover el uso de las redes internas e internacionales de cooperación disponibles.


	
e)  Proporcionar información sobre Derecho español cuando proceda con arreglo a lo previsto en el artículo 36, así como información sobre Derecho extranjero, conforme a lo dispuesto en los artículos 34 y 35.


	
f)  Solventar en lo posible las dificultades que puedan suscitarse en el cumplimiento de las solicitudes de cooperación jurídica internacional.


	
g)  Colaborar con las autoridades centrales de otros Estados, así como con otras autoridades españolas y extranjeras.






El artículo 8 de la Ley es el correlato lógico del anterior artículo. Es evidente que de nada sirve atribuir la condición de autoridad central española al Ministerio de Justicia si en paralelo no se definen sus funciones.

En este punto, si decíamos lo importante que es el artículo 7 de esta Ley por cuanto recoge a nivel de normativa interna la previsión que contienen la totalidad de Tratados Internacionales, mucho más importante es sin duda el presente artículo y ello porque:

En primer lugar, como se ha dicho, porque si no se definen las funciones, la autoridad central, pese a quedar designada como tal quedaría en la práctica sin respaldo normativo para el ejercicio de sus funciones.

En segundo lugar, y de mayor relevancia si cabe, porque si bien es cierto que todos los Tratados Internacionales contienen una mención expresa a la designación de una autoridad central, ninguno de los Tratados internacionales, bilaterales ni multilaterales, relativos a la asistencia judicial internacional en materia civil recoge de manera clara y evidente qué funciones debe asumir la autoridad central. Normalmente los Tratados Internacionales se refieren a las autoridades centrales como vías de tramitación de solicitudes pero no definen con claridad sus funciones. No se distingue de manera evidente en la mayoría de tratados internacionales qué funciones pueden corresponder a las autoridades judiciales y cuales pueden corresponder a la autoridad central. Por ejemplo en lo que se refiere a la apreciación de las causas de denegación de la asistencia, en las que su apreciación viene referida en la mayoría de Tratados s Internacionales a "Las Partes" que son quienes podrán denegar la asistencia o bien al "Estado Requerido" pero sin definir dentro del Estado requerido qué concreta autoridad tiene la competencia o la capacidad para decidir si procede o denegar la asistencia por entender que las previsiones del Tratado no se han respetado o por entender que concurre alguna causa de denegación `prevista en el propio Tratado.

Evidentemente los Tratados Internacionales, en tanto que normas de carácter general que obligan a los Estados únicamente imponen obligaciones generales sin entrar al detalle de qué concreta autoridad deba ejercer cada competencia. Es esta una labor que debe concretarse mediante la ley interna de cada Estado.

Ese es el ejercicio que ha hecho el legislador en este artículo 8. Ha concretado las competencias concretas que se atribuyen a la autoridad central de manera que queda delimitado con claridad qué competencias deben ser asumidas por las autoridades judiciales de emisión o de ejecución de las solicitudes de asistencia judicial internacional y cuáles deben ser ejercidas por la autoridad central.

Además y por lo indicado, este artículo cobra una especial importancia porque, pese a que su aplicación es subsidiaria en ausencia de Tratado, en esta concreta materia los Tratados no regulan expresamente esta materia por lo que debe entenderse que las funciones de la autoridad central que recoge la ley resultan de aplicación para cualquier solicitud de asistencia judicial internacional en materia civil, aunque sea con un país con el que sí exista Convenio Internacional, dado que, como se ha dicho, el Tratado no prevé dichas funciones y por ello este artículo viene a suplir dicha carencia. Hay ausencia de regulación de esta materia en el Tratado que pudiera resultar de aplicación y por ello, resulta de plena aplicación el artículo 8.

Sentada esta premisa, y por una mejor claridad expositiva, cabría agrupar el conjunto de funciones que recoge el artículo 8 en tres grandes bloques de competencias: lo que podríamos denominar funciones de tramitación, funciones de información y funciones de intermediación.

Empezando el análisis por el que hemos denominado bloque de tramitación, comprendería todas aquellas funciones desarrolladas por la autoridad central tendentes a que las solicitudes de cooperación jurídica internacional en materia civil que se dirigen a otro Estado o que proceden de un tercer Estado se tramiten de manera correcta y conforme a la legalidad nacional e internacional existente. Con esa finalidad, cabría incluir en este bloque las siguientes funciones del artículo 8:

1.  FUNCIONES DE TRAMITACIÓN




a) Verificar la adecuación de las solicitudes que se reciban a lo previsto en los artículos 10, 11, 30 y 31 y demás normas concordantes de aplicación.



Esta función es una de las funciones nucleares de cualquier autoridad central. Recibir las solicitudes y verificar su adecuación a la normativa nacional e internacional aplicable. Caso de que la solicitud se dirija o proceda de un Estado con el que España no tiene suscrito Tratado Internacional, los requisitos que la autoridad central deberá comprobar son los que dispone la presente Ley.

El artículo 8.a) se remite a su vez a lo dispuesto en los artículos 10, 11, 29 y 30. Todos ellos, como se analiza más adelante, contienen requisitos específicos y generales que deben reunir las solicitudes de cooperación jurídica internacional en materia civil. Los artículos 10 y 11 contienen los requisitos de contenido y de forma exigibles y los artículos 29 y 30 contienen los requisitos adicionales que deben reunir las solicitudes de obtención de prueba en línea con lo señalado en el comentario al artículo 5, que señala el mayor detalle que exige la remisión de una comisión rogatoria que busca la obtención de prueba que la simple solicitud de practicar una notificación o cualquier acto de comunicación.




c) Garantizar la correcta tramitación de las solicitudes de cooperación jurídica internacional.



Esta función es la finalidad última que persigue el ejercicio de cada una de las funciones que integran este bloque que hemos denominado de funciones de tramitación. En efecto, el ejercicio de cada una de las funciones que integran este bloque persigue la correcta tramitación de la solicitud de cooperación jurídica internacional que se reciba. Por ello, esta función no es más que el resultado del correcto ejercicio de las demás. Es en definitiva la función nuclear de la autoridad central y la razón principal que justifica el establecimiento de una autoridad central en materia de cooperación jurídica internacional.

2.  FUNCIONES DE INFORMACIÓN




b) Prestar el auxilio y la colaboración que las autoridades judiciales competentes requieran en materia de cooperación jurídica internacional.



Esta es otra de las funciones nucleares de la autoridad central, que se justifica no sólo por la condición del Ministerio de Justicia como Autoridad central española sino además por su condición de administración pública que está al servicio de los ciudadanos y de las diferentes autoridades para facilitar información en las materias de su competencia.

En este caso, las materias de su competencia son las relativas a la cooperación jurídica internacional por lo que desde el Ministerio de Justicia y en concreto desde la Subdirección General de Cooperación Jurídica Internacional se lleva a cabo una importante labor de información y respuesta a las numerosas consultas que se reciben en estas materias. Como se ha indicado las consultas proceden en muchos casos de los propios órganos judiciales, tanto de los jueces y magistrados como de los letrados de la Administración de justicia. La gran mayoría de consultas que se reciben y se contestan son telefónicas y son relativas a la normativa aplicable, el procedimiento a seguir o los requisitos formales que deba revestir la solicitud.

Además de prestar la información requerida, el artículo 8b) regula una función que va más allá de la mera información ya que habla de prestar auxilio y colaboración. Esta función debe entenderse en un sentido más amplio que la mara facilitación de información. Por prestar auxilio y colaboración debe entenderse la adopción de cualquier medida que, dentro de las posibilidades previstas por la normativa nacional e internacional, facilite a la autoridad judicial española la tramitación de una solicitud de auxilio o facilite la ejecución de una diligencia solicitada por una autoridad extranjera.

La autoridad central debe no sólo informar sino, en la medida de lo posible, facilitar la cooperación, principalmente agilizando y facilitando su tramitación.




e) Proporcionar información sobre Derecho español cuando proceda con arreglo a lo previsto en el artículo 36, así como información sobre Derecho extranjero, conforme a lo dispuesto en los artículos 34 y 35.



Esta función ya está atribuida a la autoridad central española en los diferentes Convenios internacionales existentes sobre información de derecho extranjero. La ley viene a atribuir a la autoridad central española la competencia de facilitar información sobre derecho español y extranjero también para los casos y países con los que España no tiene suscrito un Convenio internacional. Sobre la base del presente artículo es posible que las autoridades españolas y también las autoridades extranjeras se dirijan a la autoridad central española para obtener información sobre la normativa del respectivo país. Esta es sin duda una de las grandes novedades de esta Ley que regula de manera específica la información de derecho extranjero y que posibilita la obtención de dicha información aun cuando el Estado afectado no tenga suscrito un convenio internacional sobre la materia con España.

Dado que, como se ha dicho, la ley contiene un Título específico dedicado a la información de derecho extranjero (Título III) no procede en este punto llevar a cabo un análisis más detallado sobre la materia.

3.  FUNCIONES DE INTERMEDIACIÓN

Por funciones de intermediación debe entenderse el ejercicio de todas aquellas actuaciones dirigidas a facilitar la ejecución de solicitudes y al conocimiento del estado de ejecución de las mismas en el extranjero. Son funciones que derivan de la lógica posición de la autoridad central como canal de tramitación y por ello como interlocutor privilegiado ante las autoridades centrales extranjeras o ante las Embajadas y Consulados españoles en el exterior. Las funciones concretas que en este ámbito recoge el artículo 8 son las siguientes.




d) Promover el uso de las redes internas e internacionales de cooperación disponibles.



Una de las virtualidades del sistema español de cooperación jurídica internacional, reconocida y valorada internacionalmente, es el diseño de un sistema de redes internas compuestas por especialistas en materias de cooperación jurídica internacional y cuyos puntos de contacto están distribuidos por todo el territorio nacional.

Existen tres redes internas especializadas en materia de cooperación jurídica internacional: la Red de jueces y magistrados especialistas en cooperación (REJUE), la Red de fiscales especialistas en cooperación, y la Red de Letrados de la administración de justicia especialistas en cooperación (RESEJ).

Como se ha indicado, la virtualidad de estas redes internas es triple: por un lado, sus puntos de contacto son verdaderos expertos en temas de cooperación por otro lado, al existir tres redes diferentes en función de la carrera de procedencia de sus puntos de contacto, cada autoridad podrá recurrir a su respectiva red de expertos para trasladarle su consulta, y por último el criterio territorial: como se ha indicado las tres redes tiene puntos de contacto en todo el territorio nacional lo que facilita el recurso a dichas redes.

Las redes internas están a disposición de las diferentes autoridades españolas implicadas en temas de cooperación judicial internacional. Precisamente para facilitar el contacto con dichas redes internas, la autoridad central ejerce una importante labor de información sobre su existencia y de redirección de consulta cuando se considere que la respectiva red pudiera estar en mejor disposición para solucionar la consulta planteada. Esta es la esencia de la función que recoge el artículo 8 en su apartado d).

El apartado d) también hacer referencia a promover el uso de redes internacionales. Existen redes de especialistas en materia de cooperación jurídica internacional a nivel internacional y concretamente en al ámbito de la Unión Europea (Red Judicial Europea en Materia Civil) y en el ámbito de Iberoamérica (IberRed). El Ministerio de Justicia en calidad de autoridad central forma parte de ambas redes internacionales de cooperación y como punto de contacto de las mismas puede trasladar una consulta al punto de contacto del país al que se dirija la consulta. Ejerce pues de esa manera una función de intermediación entre la autoridad española que formula la consulta y la autoridad extranjera que deba proporcionar la información.

Además del Ministerio de Justicia en tanto que Autoridad central, las diferentes redes internas a que se ha hecho referencia también cuentan con representantes en las redes internacionales de cooperación, enlazándose de esa manera las redes nacionales con las redes internacionales.
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